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ANEXO 


Y así como la medicina naciente debía contar con la competencia desleal de los adivinos, los magos, los hechiceros, los charlatanes o los fabricantes de hipótesis, la ciencia social se enfrenta hoy a todos aquellos que están seguros de interpretar los signos más visibles del malestar social […] que, armados de su buen sentido y su pretensión, se precipitan a los diarios y frente a las cámaras para decir qué ocurre con un mundo social que no tienen medio eficaz alguno de conocer o comprender. 

Pierre Bourdieu, La miseria del mundo 
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PRESENTACIÓN

Este libro nace del esfuerzo conjunto del Servicio Jesuita a Refugiados (JRS Colombia) y del Instituto de Estudios Sociales y Culturales (Pensar) de la Pontificia Universidad Javeriana (PUJ) por comprender —con los medios epistemológicos, teóricos y metodológicos de los estudios migratorios y con una presencia de varios años en el Norte de Santander— y, así, enfrentar mejor la coyuntura migratoria que se ha presentado en la frontera colombo-venezolana desde agosto de 2015. El esfuerzo se concreta en una investigación que ambas entidades de la Compañía de Jesús en Colombia diseñaron e implementaron a lo largo de un año (de agosto de 2017 a julio de 2018) en el Norte de Santander. 

El texto constituye un informe detallado de esa investigación, que recoge, en cinco capítulos fuertemente entrelazados —como lo veremos más adelante—, la construcción epistemológica, teórica y metodológica del estudio, así como sus principales resultados, hallazgos y las recomendaciones en clave de protección, que derivan de estos dos.

La investigación se propuso hacer un diagnóstico exploratorio de la desprotección de los derechos humanos en la frontera colombo-venezolana por medio de la identificación y el análisis del conjunto de dificultades existenciales que enfrentan tres categorías específicas de personas en situación de migración forzada en el Norte de Santander para satisfacer sus necesidades vitales y, sobre todo, para acceder al disfrute de sus derechos fundamentales. Se trata de los retornados colombianos, los migrantes venezolanos y sus hijos menores en riesgo de apatridia. 

Hablamos de un estudio exploratorio por dos razones específicas. Primero, es una de las primeras investigaciones que se enfoca en estudiar la situación de desprotección de las personas en situación de migración forzada en la frontera colombo-venezolana desde agosto de 2015, a partir de un enfoque de protección de derechos humanos. Por eso, escogemos para nuestra investigación este título: Por una frontera garante de los derechos humanos, en vez del título original del proyecto de investigación, a saber: Vacíos de protección y desafíos de la política pública de Colombia en torno al acceso a derechos de los connacionales retornados y migrantes forzados venezolanos en la frontera entre los dos países. Segundo, es un primer paso, en el sentido de que la investigación está colocando bases teórico-metodológicas y empíricas, tanto para el desarrollo de estudios posteriores orientados a profundizar en el acontecer migratorio en la frontera colombo-venezolana desde el enfoque de protección mencionado como para el diseño y la implementación de un plan de acción del JRS Colombia, a desarrollar conjuntamente con otros socios en distintos niveles —local, nacional e internacional— y con las mismas poblaciones, en el Norte de Santander en términos de incidencia política y de programa de formación o empoderamiento local. 

El diagnóstico propuesto se orienta, pues, a comprender, desde el novedoso marco teórico-conceptual de los vacíos de protección, la complejidad de la coyuntura migratoria que se ha vivido en la frontera colombo-venezolana desde agosto de 2015. Esto con miras a fortalecer y mejorar el trabajo de acompañamiento, servicio, asesoría jurídica e incidencia política del JRS Colombia y aportar elementos de recomendación para la política pública de Colombia de cara a las necesidades de protección de los grupos desprotegidos y a los retos de protección para la institucionalidad colombiana. En resumen, el horizonte de ese diagnóstico exploratorio es a la vez analítico y práctico: busca entender mejor la complejidad de dicha coyuntura y, de allí, enfrentarla de una manera más eficaz.

¿En qué consiste la novedad de los vacíos de protección como marco teórico? Si bien ha sido ya una vieja estrategia analítica inventada por el ACNUR para dar cuenta, de manera operativa, de las deficiencias e incongruencias de las acciones de los Estados y Gobiernos con respecto a los estándares del derecho internacional de los derechos humanos de los refugiados, el concepto de vacíos de protección fue repensado teóricamente por el Instituto Pensar y es utilizado de manera precisa en esta investigación como principal categoría para identificar y analizar los múltiples factores que explican la desprotección de las tres poblaciones objeto de estudio mencionadas. 

Este concepto de vacíos de protección permite abordar la situación de desprotección desde el enfoque de derechos humanos, el enfoque de acceso a derechos humanos, y, de allí, articular un modelo de comprensión riguroso y lo más amplio posible, a partir de la categorización de los factores en cuatro dimensiones (conceptual-analítica, jurídica, político-institucional y social), junto con sus respectivas variables, observables en la realidad social, que provocan dicha desprotección. Además, lleva a profundizar de manera complementaria en las necesidades de protección de quienes, en términos subjetivos e individuales, sufren estos vacíos y en los retos de protección que resultan de los vacíos y, sobre todo, de las necesidades de protección para la institucionalidad colombiana.

Vacíos, necesidades y retos de protección constituyen el entramado teórico-conceptual completo de la investigación, del cual se derivan las categorías de análisis, variables y técnicas que operativizan dicho entramado en el trabajo de campo. Para operativizar dicho entramado se aplicaron los siguientes instrumentos de investigación de naturaleza esencialmente cualitativa: 


	Trece entrevistas semiestructuradas en profundidad, realizadas en el Norte de Santander (once) y en Bogotá (dos complementarias) a funcionarios de Gobierno y Estado, colaboradores de organismos internacionales, miembros de organizaciones de la sociedad civil y profesores investigadores de universidades. Esto nos permitió colectar una diversidad de puntos de vista altamente especializados y valoraciones subjetivas y vivenciales de especialistas sobre la compleja y problemática coyuntura migratoria en la frontera colombo-venezolana, en particular en el Norte de Santander.

	Cinco grupos focales y decenas de historias de vida relacionadas con grupos vulnerables que sufren necesidades específicas (madres gestantes y lactantes, migrantes venezolanos en un centro de acogida, niños venezolanos que estudian en un colegio de Cúcuta, líderes de comunidades rurales y barrios urbanos que acogen a personas venezolanas, etc.). Esto nos ayudó a profundizar en los vacíos de protección y cómo estos afectan íntimamente vidas concretas, que llamamos pliegues de vulnerabilidad (que son invisibilizados), y movilizan texturas de hospitalidad y solidaridad; texturas que son invisibilizadas también, a través de acciones y narrativas por parte de miembros y grupos de la comunidad local.

	Revisión documental de textos, entre libros, artículos de investigación e informes especializados, que se publicaron sobre la peculiar coyuntura de la frontera, desde agosto de 2015.

	Observación participante, realizada por nosotros, los investigadores, que nos sirvió para completar informaciones y decantar algunos análisis. En particular, fue importante para obtener una fotografía de la vivencia del desarraigo, de las problemáticas de salud y de otras que experimenta colectivamente la comunidad indígena Yukpa en la periferia de Cúcuta.



Los hallazgos de la investigación arrojan elementos de análisis a la vez profundos y detallados que permiten comprender cuáles son los factores —a la luz de las cuatro dimensiones, conceptual-analítica, jurídica, político-institucional y social, de los vacíos de protección— que provocan la desprotección de cada una de las tres poblaciones objeto de estudio y bajo qué condiciones específicas se ha dado tal desprotección —hablamos de cuellos de botella ya que son condiciones que ralentizan o bloquean la posibilidad de brindar una protección eficaz a estas tres poblaciones que justamente necesitan tal protección—. Asimismo, los elementos de análisis permiten entender los pliegues de vulnerabilidad relacionados con necesidades de protección específicas o diferenciales, en temas de acceso a la salud, la documentación, la educación, el trabajo, de grupos muy afectados, pero invisibilizados, y las texturas de hospitalidad que algunas personas les manifiestan a través de acciones significativas, aunque aisladas. 

Se culmina el estudio con una serie de retos, también de protección, derivados de los vacíos y, principalmente, de las necesidades de protección. Estos retos se le plantean de manera específica a la institucionalidad colombiana para que contribuya de la mejor manera a facilitar y mejorar el acceso a derechos fundamentales por parte de las tres categorías de personas mencionadas desde un enfoque de protección y un acompañamiento humano, teniendo en cuenta las subjetividades y vulnerabilidades particulares de los sujetos que sufren en carne y hueso la desprotección. 

El texto está dividido en cinco capítulos. El primero desarrolla el marco teórico y metodológico de la investigación, que da un panorama general del proceso epistemológico del diseño del estudio, plantea la definición y justificación de sus tres categorías conceptuales claves —vacíos, necesidades y retos de protección— y sus relaciones, así como las categorías de análisis, variables, técnicas e instrumentos utilizados —que se derivan lógicamente de las tres categorías conceptuales— para recoger y analizar información pertinente y sacar las principales conclusiones, hallazgos y recomendaciones. 

El primer capítulo se complementa con el segundo, que presenta las dificultades analíticas para comprender la coyuntura migratoria de la frontera colombo-venezolana, que es objeto de estudio debido a grises, puntos ciegos y un plexo abigarrado de claves de análisis propuestas por diferentes actores frente a la complejidad de dicha frontera. El segundo capítulo finaliza con el planteamiento del enfoque de protección de derechos humanos basado en un análisis multiescalar de los instrumentos jurídicos, que es el lugar epistemológico del cual parte la investigación. 

A la luz del enfoque de protección de derechos humanos ya planteado y de un análisis preciso de la respuesta de la institucionalidad colombiana a la coyuntura migratoria mencionada desde agosto de 2015, el tercer capítulo presenta detalladamente los vacíos de protección que evidencian los factores de las cuatro dimensiones (conceptual-analítica, jurídica, político-institucional y social) que explican la desprotección en esta coyuntura migratoria.

El cuarto capítulo ahonda en cómo estos vacíos de protección afectan las vidas de las personas en un sentido íntimo y subjetivo —afectan a sujetos de carne y hueso y con un rostro concreto— y generan necesidades específicas de protección, de acuerdo con la especificidad y la vulnerabilidad de sujetos particulares. Frente a estas necesidades se identifican retos de protección que el Estado colombiano debe atender para brindar una respuesta adecuada a esta situación profunda y particular de quienes necesitan protección, con base en el derecho internacional de los derechos humanos y la constitución política colombiana.

El quinto capítulo presenta, a modo de conclusiones, los principales hallazgos que se derivan de la investigación en términos de cuellos de botella. Es decir, condiciones específicas relacionadas con vacíos de protección ya identificados y analizados, que ralentizan o bloquean la posibilidad de brindar una protección efectiva a quienes la necesitan y, así, hacen posible la desprotección. Del mismo modo, se sugieren unas recomendaciones a mediano y largo plazo que complementan lo ya desarrollado en los retos de protección, con la esperanza de que el programa de formación y el plan de incidencia política, que desarrollará el JRS Colombia con base en los resultados de la investigación, se conviertan en procesos concretos para impactar en la coyuntura migratoria.


MARCO TEÓRICO Y METODOLÓGICO

El primer capítulo se propone presentar: 1) un breve análisis de contexto de la frontera como concepto polisémico y como realidad histórica situada en torno a las relaciones entre Colombia y Venezuela; 2) los componentes del diseño de la investigación, la formulación de las preguntas y los objetivos de la investigación; 3) marco teórico, y 4) marco metodológico.

INTRODUCCIÓN

Este texto cristaliza la investigación realizada conjuntamente por la oficina del Servicio Jesuita a Refugiados en Colombia (JRS Colombia) y el Instituto de Estudios Sociales y Culturales Pensar de la Pontificia Universidad Javeriana (PUJ) en el Norte de Santander durante un año (de agosto de 2017 a julio de 2018). La investigación se titula: Vacíos de protección y desafíos de la política pública de Colombia en torno al acceso a derechos de los connacionales retornados y migrantes forzados venezolanos en la frontera entre los dos países. Sin embargo, escogimos para el presente libro un título que recoge el espíritu que ha animado el proceso de la investigación y de los mismos investigadores, a saber: Por una frontera garante de los derechos humanos. 

La investigación se propone identificar y analizar los vacíos de protección analítico-conceptuales, jurídicos, político-institucionales y sociales que explican la desprotección de tres categorías de personas en situación de migración forzada y en estado de vulnerabilidad en la coyuntura1 migratoria de la frontera colombo-venezolana, en particular en el Norte de Santander, desde agosto de 2015: colombianos retornados, migrantes forzados venezolanos y sus hijos en riesgo de apatridia. Las tres categorías poblacionales enfrentan serias dificultades existenciales para disfrutar sus derechos fundamentales (derechos humanos y constitucionales) e incluso para vivir. 

La comprensión ampliada de la coyuntura migratoria nos invita incluso a revisar con detenimiento cómo la actual ola migratoria en la frontera colombo-venezolana no es la génesis de los asuntos de protección, sino que es un fenómeno ambivalente. Por un lado, es un fenómeno nuevo (de corta duración), en cuanto a la dirección de los flujos migratorios (de Venezuela a Colombia), pero viejo (de larga duración) a su vez, en la medida en que la situación de desprotección generalizada se ha evidenciado desde épocas muy anteriores y existen importantes registros de ella. Es una coyuntura compleja.

Esta desprotección —a la vez de corta y larga duración— ha contribuido cada vez más a vulnerar tanto a la población de acogida como a la gente en tránsito por culpa de la desaparición forzada transfronteriza, la violencia sexual, la situación de colombianos huyendo hacia Venezuela perseguidos por el conflicto armado y, ahora, la situación de migración masiva de venezolanos hacia Colombia a causa de la crisis generalizada en Venezuela, entre otros. Todo ello se aúna a la pobreza, a la débil presencia institucional en la región fronteriza (de los dos lados de la frontera) y a la alta dependencia económica de la población de actividades ilícitas —contrabando de menor escala o de subsistencia, contrabando de mayor escala o criminal, entre otras actividades asociadas a la cadena del narcotráfico— y de otro tipo de actividades ligadas a los temas monetarios e intercambio de divisas, no todas completamente reguladas por la ley.

Así las cosas, en el departamento del Norte de Santander, se encontraba, de manera particular y desde una larga duración, una suerte de vulnerabilidades de protección de derechos fundamentales para la población nativa del departamento, que deja claro a todas luces que esta nueva migración no provoca la desprotección en la frontera. Sin embargo, estas vulnerabilidades se han visto profundizadas con la llegada masiva de migrantes y personas en situación de refugio y retorno desde Venezuela. En esta coyuntura migratoria precisa encontramos una región de Colombia, el departamento del Norte de Santander, que está: 


	fracturada por la desprotección— que tiene un trasfondo histórico-estructural y es de larga duración— de los derechos humanos de connacionales y extranjeros; 

	desgarrada por un gran plexo de conflictos entre entidades de la institucionalidad colombiana y entre los Gobiernos local (del Norte de Santander) y central (de Bogotá) en torno a la respuesta que hay que dar, así como conflictos entre grupos armados en distintas geografías de esta región, como el municipio de Tibú y la subregión del Catatumbo, etc.; 

	aliviada por múltiples acciones e iniciativas locales, la mayoría de ellas invisibles y no reconocidas por el mismo Estado, de organizaciones de la sociedad civil, organismos internacionales, grupos barriales, vecinales y rurales e incluso funcionarios del Estado que ayudan en lo cotidiano a solucionar varios casos concretos de falta de acceso a derechos y servicios en términos de salud, educación y documentación, principalmente. 



En esta coyuntura, observamos también a hombres, mujeres, niños, niñas, adolescentes, jóvenes y adultos mayores (rostros concretos) en situación de migración forzada en el Norte de Santander, que se encuentran desprotegidos y, como dice Bourdieu (1999, 12), atopos, sin lugar, desplazado[s], inclasable[s], porque el Estado adonde llegan no ha sido capaz, a pesar de sus esfuerzos loables, de garantizarles las condiciones necesarias y suficientes para vivir (mucho menos para vivir con dignidad), de acuerdo con los siguientes estándares establecidos por el derecho internacional de los derechos humanos de las personas con necesidad de protección internacional:

Mecanismos de recepción adecuados; permisos de estancia reconocidos y documentados; protección contra la detención arbitraria y prolongada; acceso a la vivienda, educación, atención médica y otros servicios básicos; libertad de circulación, excepto cuando sea justificada por razones de seguridad nacional, consideraciones de orden público o de salud pública; registro de nacimientos, muertes y matrimonios; seguridad física, incluyendo protección contra la violencia y la explotación sexual y de género; atención especial para los niños y las niñas separados y no acompañados, orientados por el interés superior del niño; respeto a la unidad familiar y a la localización, y oportunidades para la reunificación con familiares que están separados de la familia; atención especial y mecanismos particulares para las personas con necesidades especiales, incluidas las personas con discapacidades; autosuficiencia u oportunidades laborales; y acceso al ACNUR y, según proceda, a otras organizaciones internacionales pertinentes, organizaciones no gubernamentales y de la sociedad civil. (ACNUR 2014)

Máxime desde marzo de 2018, cuando el ACNUR insistentemente insta a los Estados receptores o a los que ya acogen a los venezolanos para que les permitan el acceso a su territorio y a que continúen adoptando respuestas adecuadas y pragmáticas orientadas a la protección y basadas en las buenas prácticas existentes en la región. Esta agencia los invita de manera reiterada a brindar protección internacional a los venezolanos por medio de los procedimientos de asilo y otras medidas complementarias, pero siempre con base en los mecanismos nacionales y regionales.

Además de esos estándares jurídicos clásicos de protección que establece el derecho internacional de los derechos humanos para las personas en situación de migración forzada, nuestra investigación enmarca también el concepto de protección en la exigencia humana y ética que el papa Francisco plantea en términos de valores (hospitalidad, solidaridad, compasión, cuidado), que hay que cultivar como católicos y seres humanos tout court para la defensa de los derechos y de la dignidad de los emigrantes y de los refugiados, independientemente de sus status migratorios (papa Francisco 2018). 

La protección, para el papa Francisco, se decanta en una serie de acciones concretas, orientadas a hacer efectiva la defensa de los derechos de esta población en todo el proceso migratorio, desde antes de la partida de los emigrantes y refugiados (tener informaciones ciertas, por ejemplo), pasando por sus tránsitos (salvaguardia de las prácticas del reclutamiento forzado), hasta su llegada al país de destino, donde deben recibir:

una adecuada asistencia consular, el derecho de conservar siempre consigo los documentos de identidad personal, el acceso a la justicia, la posibilidad de abrir cuentas bancarias personales y la garantía de una mínima subsistencia vital [...] la libertad de movimiento en el país que los acoge, la posibilidad de trabajar y el acceso a los medios de telecomunicaciones. (Papa Francisco 2018)

Nuestra investigación busca comprender esta situación de desprotección a la luz de los estándares jurídicos y, de manera complementaria, de la exigencia humana y ética de la protección, a partir de un marco de análisis fundamentado en los vacíos de protección. Todo ello, con miras a identificar y analizar los factores que provocan tal desprotección, así como diagnosticar las necesidades específicas de protección que enfrentan grupos vulnerables dentro de estas tres poblaciones objeto de estudio y los retos de protección que se plantean principalmente para la institucionalidad de Colombia.

La investigación busca no solo develar los signos y síntomas sociales de la desprotección, que ya de por sí son difíciles de interpretar en la frontera colombo-venezolana, sino también revelar las causas profundas —hablaremos de cuellos de botella— que uno no siempre puede ver con sus ojos ni escuchar con sus oídos (Bourdieu 2007), pero que son los que provocan tal desprotección. Comprender las causas profundas exige tener los medios de comprender y estos son, antes que todo, de naturaleza epistemológica, teórica y metodológica.

Por esto, el primer capítulo del libro responde a la pregunta sobre las bases epistemológicas, teóricas y metodológicas de la investigación: ¿Cuál ha sido el proceso del diseño de la investigación, sus principales componentes y su marco teórico y metodológico? 

Antes de responder, articularemos unas reflexiones teóricas e históricas iniciales sobre la frontera como concepto polisémico y como realidad histórica situada en el Norte de Santander, a modo de contextualización de nuestra investigación.

REFLEXIONES INICIALES SOBRE LA FRONTERA

La frontera como un lugar no marginal, sino central

El término frontera es extremadamente polisémico, escribe Étienne Balibar (2003, 19).2 Efectivamente, se ha utilizado este concepto para referirse a un gran plexo de situaciones políticas, sociales e incluso epistemológicas, por ejemplo, las fronteras de una disciplina científica. Los jesuitas llaman fronteras (fronteras de la misión) a los lugares, situaciones, problemáticas o campos de apostolado que exigen un compromiso mayor en términos de servicio a la fe y promoción de la justica. El concepto remite, pues, a una gran cantidad de referentes objetivos y de significados. 

A continuación, trataremos de precisar el sentido específico que le damos a ese concepto en esta investigación y, sobre todo, los debates conceptuales donde ubicamos su(s) uso(s). ¿De qué frontera hablamos en una época en la que las funciones del Estado no están ya situadas al borde de los territorios, sino que están dispersas un poco por todas partes, allí donde se efectúa o se controla el movimiento de las informaciones, de las personas y de las cosas (Balibar 2003, 19)? Evidentemente, en el actual contexto ambivalente de la globalización en el que se da una explosión de ciudades cosmopolitas a través del globo y, al mismo tiempo, se intensifica el empeño de la mayoría de los Estados por ejercer su soberanía sobre la migración (Sassen 1996), ocurre un cambio profundo de sentido que este término está experimentando (Balibar 2003, 19), principalmente cuando se refiere a las fronteras de un Estado. 

El cambio de sentido tiene que ver primordialmente con el cambio de representaciones. Por ejemplo, las fronteras dejan de ser consideradas marginales como fronteras geográficas de un Estado que delimitan el territorio (nacional) y la soberanía (nacional), con base en la categoría y comunidad imaginada de nación, para volverse centrales como fronteras de lo político. En términos de Balibar (2003, 19), las zonas, las ciudades y los países fronterizos no son marginales con relación a la constitución de un espacio público, sino que, por el contrario, están en pleno centro.

Las fronteras son centrales porque constituyen un crisol de la formación del pueblo (demos), sin el cual no hay ciudadanía (politeia) (Balibar 2003, 19). La frontera se conjuga con constitución del espacio público de la administración central, donde se dan la formación del pueblo y la construcción de la ciudadanía. Las fronteras sirven para definir políticamente al nosotros (pueblo, nación y ciudadanía), ya que son lugares que, por un lado, delimitan los límites soberanos del territorio, de la comunidad política y del espacio público de la administración, y, por el otro, delimitan los puntos de comunicación y de cooperación entre los pueblos, desde distintas modalidades de inclusión y exclusión (Balibar 2003, 21).3

Según Balibar, de allí se desprenden dos opciones: la frontera de exclusión o la frontera de inclusión. Por un lado, se puede proceder a la fijación autoritaria de una frontera de exclusión para restringir la pertenencia al nosotros. Es decir, la pertenencia nacional o la constitución del pueblo en la forma de nación, en la que se acentúa la separación entre las poblaciones consideradas autóctonas y las poblaciones consideradas como extranjeras, heterogéneas, que están racialmente o culturalmente estigmatizadas (Balibar 2003, 21). 

La otra opción es que se puede servir de la frontera como lugar clave, como una especie de vaso comunicante, para proceder a la invención colectiva de una nueva figura de pueblo, en la que se relaciona o se abre 

la pertenencia a comunidades históricas (etnos) y la creación continua de la ciudadanía (demos) a través de la acción colectiva, de la conquista de los derechos fundamentales a la existencia, al trabajo, a la expresión, al mismo tiempo que a la igualdad cívica y a la igualdad respecto a la dignidad de las lenguas, de las clases y de los sexos. (Balibar 2003, 29)

En otras palabras, se puede esclerosar, sedimentar y enclaustrar al pueblo por medio del dispositivo de la pertenencia nacional, al utilizar para ello la frontera como un muro. Este es el dominio del nacionalismo, y de todas sus aberraciones racistas, xenófobas y discriminatorias, que se radicaliza en un discurso de cierre de fronteras geográficas, identitarias y culturales. O se puede inventar nuevas subjetividades y ciudadanías abiertas e incluyentes, al utilizar para ello la frontera como un puente para ampliar, extender y abrir la protección de los derechos humanos, la igualdad y la democracia. Este es el dominio de las redes globales de defensa y promoción de derechos humanos que se consideran sin fronteras y luchan por un mundo sin fronteras. 

La alternativa es, pues, ¿una frontera de exclusión que sirve para separar a los pueblos? o ¿una frontera de inclusión que, al contrario, sirve para crear una nueva ciudadanía que abre y une a los pueblos en torno al espectro universal de los derechos humanos? 

La frontera de inclusión es una frontera garante de los derechos humanos. En pocas palabras, es una frontera donde prima la protección, con base en los estándares del derecho internacional de los derechos humanos. Por otro lado, la frontera de exclusión es una frontera donde predomina el ejercicio del control, de la seguridad y de la separación tajante entre el nosotros y los otros, con base en los principios de fundación del Estado nación, a pesar de que este último haya reconocido e incluido en su legislación interna algunos tratados, convenciones y otros instrumentos de derecho internacional, fundamentados en el principio de universalidad de los derechos humanos y de la dignidad humana por encima de la soberanía nacional. 

Según algunos autores, como Arendt (1998) y Habermas (1999), el principio de la soberanía (absoluta) del Estado nación y la universalidad supranacional de los derechos humanos constituyen una de las mayores contradicciones de la modernidad occidental. De acuerdo con Balibar, todo se juega en la superación de la frontera de exclusión, basada en una noción enclaustrada y nacional de pueblo como comunidad imaginada de pertenencia y filiación (la pertenencia nacional), por medio de la invención de una nueva ciudadanía. Es decir, de un pueblo como sujeto colectivo de la representación, de la decisión y de los derechos que sea capaz de democratizar las fronteras y abrirlas desde contextos históricos contingentes para no esencializar a dicho sujeto (Balibar 2003, 29).

Esta reflexión inaugural, basada en Balibar, nos permite entender el carácter polisémico de la noción de frontera y, por su rol central en la delimitación del espacio público de la administración (Estado), sus funciones primordiales en la construcción del pueblo en la forma de nación (etnos), por medio de la separación y la exclusión de los otros. También plantea paradójicamente el papel de la frontera como puente de cooperación y articulación con otros pueblos y, de allí, las posibilidades que existen de democratizarla y abrirla a través de la invención de una nueva ciudadanía (demos) como un sujeto consciente de sus derechos y de los derechos de todos, sin excepción ni discriminación. 

En la coyuntura actual de desprotección que afecta a migrantes venezolanos, retornados colombianos y colombo-venezolanos en la frontera entre Colombia y Venezuela, nos podemos preguntar en el caso concreto del Norte de Santander qué frontera se ha venido construyendo allí: ¿una frontera de inclusión o una frontera de exclusión? ¿Una frontera que ha servido para estigmatizar y discriminar a los otros que no pertenecen a la nación o para garantizar los derechos de estos incluso en nuestro territorio? ¿Una frontera que despierta e indigna a los ciudadanos ante el histórico abandono estatal o que, más bien, traza en su imaginación [de quienes viven allí] fronteras impermeables entre los grupos a los que pertenecen o apropiándose subjetivamente de las fronteras que se les asignan desde arriba (Balibar 2003, 29)? 

Esta coyuntura migratoria que vivimos desde 2015 en el Norte de Santander es un buen momento para pensar y repensar políticamente la frontera entre Colombia y Venezuela, al entender que esta frontera no es marginal, sino central para Colombia. Por ejemplo, nos debemos preguntar: ¿qué frontera queremos? ¿Una de inclusión o de exclusión? 

De qué tipo de frontera queremos depende en gran parte la respuesta a qué pueblo, nación y ciudadanía (¿abiertos, cerrados?) queremos ser, ya que la identidad se define en gran parte frente a la alteridad. La frontera geográfica es, antes que todo, una frontera que permite definir las principales categorías de lo político. De allí, podemos inferir que es también una frontera epistemológica y política, es decir, un lugar para pensar de manera crítica las categorías de lo político (Estado, nación, pueblo) e incluso para inventar una nueva ciudadanía abierta, incluyente y garante de los derechos humanos. De allí su centralidad y, más aún, en este contexto de Colombia.

Es definitivamente una coyuntura que deja claro que el Estado-nación, este régimen particular de la euromodernidad, no agota ni la esfera de actuación ciudadana de los habitantes de un lado y otro de la frontera, al contrario, la puede potenciar, ni el marco de análisis que debe ser movilizado para comprender dicha coyuntura. Por ejemplo, en nuestra investigación, rompemos con el nacionalismo metodológico para mirar más allá del Estado nación y de las categorías del pensamiento de Estado y, así, incorporar en nuestro análisis el enfoque de integración de los dos pueblos y el enfoque de protección de los instrumentos de derecho internacional sobre migración, refugio y apatridia. 

Los fundamentos teóricos de esta ruptura epistemológica se vienen planteando a partir de los grandes debates contemporáneos en los campos de la sociología, el derecho y la filosofía política, en particular. Estos debates evidencian la reafirmación de la naturaleza soberana del Estado nación, que se sigue manteniendo incluso en el derecho internacional y en la comunidad internacional, pero también sus ambivalencias y limitaciones a la luz del fenómeno migratorio.

Por ejemplo, Arendt (1998) sostuvo en su análisis de la situación de los refugiados y los apátridas en el periodo de entreguerra en Europa que la comunidad internacional es una comunidad de naciones, en la cual prevalece el Estado nación. Por esto, al estar fuera de su propia nación principalmente por culpa de la guerra o al quedarse sin nación, la persona refugiada o apátrida se encuentra fuera de esta comunidad, y de toda comunidad, y se ve impedida a disfrutar del derecho a tener derechos (Arendt 1998). 

Por su parte, Sayad (1999b) argumenta que el pensamiento o las categorías del Estado se fundamentan en el trazado diacrítico de una línea de demarcación radical entre nacionales y no nacionales. Los efectos de esta separación son muy visibles en la inmigración, a tal punto que esta constituye como el límite de lo que es el Estado nacional, límite que le permite ver lo que es intrínsecamente, su verdad fundamental (Sayad 1999b, 6). La inmigración es el contrapunto del Estado que, frente a esta realidad líquida y compleja, encuentra cada vez más dificultades para aplicarle sus categorías (las categorías del Estado, las categorías nacionales), fundamentalmente dicotómicas. Esta función diacrítica del Estado nacional de la que habla Sayad —que consiste en definir, delimitar y separar, por ejemplo, el ser nacional y el ser no nacional, el aquí y el allá, el mismo y el otro, la identidad y la alteridad— crea o reproduce de múltiples maneras

las diferencias culturales de raza, género, generación y localización geopolítica que son contradicciones reprimidas que retornan sobre la política moderna; en este sentido, aun cuando se las presenta constantemente como exteriores a ella, están presentes de manera constante en el hueco de sus prácticas discursivas, legislativas, organizacionales y represivas. (Balibar 1994, 55)

Sin embargo, frente a este Estado que se ha consagrado a crear todo tipo de diferencias y a tratar cada vez más hoy de renacionalizar la migración al mantener su soberanía sobre el control migratorio a través de esta función diacrítica en la era de la globalización en la que todos los campos de su actividad (economía, cultura, etc.) se transnacionalizan (Sassen 1996), surgen comunidades paradójicas (Kristeva 1991) que se ven obligadas a seguir siendo el mismo y el otro y deconstruir esta diacriticidad y sus dicotomías, sin abandonar su cultura original, pero cuya trama de pertenencia [pareciera] tener la elasticidad y resistencia de un tejido (Bhabha 2013, 24).

Estas comunidades paradójicas están fraguadas por la historia de la migración poscolonial, las narrativas de la diáspora cultural y política, los grandes desplazamientos sociales de campesinos y aborígenes, las poéticas del exilio, la sombra de los refugiados políticos y económicos (Bhabha 2002, 21). Estas comunidades trascienden la esfera de la nación moderna al contraponer a la autoridad de esta última un proceso de debate político fluido, abierto y contencioso; por lo general, las líneas que separan el nosotros de ustedes y cierto nosotros de un ellos se trazan a partir de prejuicios implícitos, batallas antiguas, injusticias históricas o el mero mandato administrativo (Benhabib 2004, 178).

Las reflexiones teóricas que acabamos de articular sobre el Estado nación dejan claro que esta institución de la euromodernidad se ve cada vez más fragilizada por nuevas dinámicas transnacionales que emergen en las migraciones —en espacios intersticiales, en el in between, diría Bhabha, o en los borderlands— donde el nosotros y el ellos, los nacionales y los no nacionales, y las diferencias específicas (basadas en el género, la generación, campo/ciudad, izquierda/derecha, etc.) dentro de estas dicotomías dan lugar a nuevas formas de vida y comunidades más fluidas, traslapadas y relacionales. Una de estas formas es, sin duda, la frontera, entendida evidentemente, no como línea limítrofe. Veamos a grandes rasgos cuál ha sido la realidad histórica de la frontera colombo-venezolana.

La realidad histórica de la frontera colombo-venezolana

Colombia y Venezuela comparten una frontera común que tiene una extensión de 2219 kilómetros, relativamente custodiados por los dos Estados y ubicados de manera dispersa a lo largo y ancho de la geografía de siete departamentos limítrofes colombianos (Norte de Santander, La Guajira, César, Boyacá, Arauca, Vichada y Guainía) y cuatro Estados colindantes venezolanos (Táchira, Zulia, Apure y Amazonas). Una primera representación hegemónica de esta frontera la entiende simplemente como un trazado limítrofe entre dos países y Estados nación soberanos. Esta representación, fiel a la categoría del pensamiento de Estado, ha perdurado y subyace en las visiones y concepciones centradas en lo que Balibar llama frontera de la exclusión. 

La investigadora colombiana Socorro Ramírez ha sido una de las voces que le ha apostado a otra representación de la frontera, una representación contrahegemónica, basada en la perspectiva de una frontera de inclusión, una frontera de integración de los dos pueblos y, por lo tanto, lo que llamamos en esta investigación una frontera garante de los derechos humanos. Desde allí, la investigadora colombiana ha propuesto una lectura novedosa de la frontera colombo-venezolana, desde el acercamiento y la relación binacional entre dos pueblos que comparten mucho en común. Es una visión de la integración fronteriza, desde la hermandad y solidaridad. Por ejemplo, Ramírez ha puesto de relieve los esfuerzos comunes, olvidados e invisibilizados, de los dos Estados para superar los conflictos en torno a los límites terrestres, tal como el estatuto fronterizo de 1942 que

estableció cédulas y permisos fronterizos para agricultores, pastores, vaqueros, propietarios, arrendatarios o aparceros vinculados a la explotación de fundos a uno y otro lado, y para estudiantes que, por distancia u otros inconvenientes, no pudiera acceder a la educación en su zona fronteriza… reguló también usos de aguas y recursos ambientales, cooperación judicial y de seguridad. (Ramírez 2016) 

En el mismo sentido, la académica colombiana ha recordado otro acuerdo entre los dos Estados, a saber, el Tratado de Tonchalá, que actualizó los permisos fronterizos y regularizó los flujos migratorios para que las gentes pudieran ejercer lícitamente su oficio y tener residencia legal (Ramírez 2016). Este Tratado, que fue firmado en 1959, contribuyó a deconstruir y trascender el sentido estrecho de la frontera como raya limítrofe, ya que se logró la época de mayor estabilidad y cooperación binacional, que solucionó problemas comunes y logró integración (Ramírez 2016).

Frontera de integración, frontera de cooperación binacional, este ha sido el sentido que investigadores como Socorro Ramírez han imprimido a la frontera colombo-venezolana, a partir de una visión histórica más rica y compleja. De allí el talante particular de su caracterización de la frontera colombo-venezolana.4 

Partiendo de la extensión de esta frontera y su variedad cultural e histórica, Ramírez ha identificado varios ámbitos geográficos, económicos, ambientales y socioculturales, que se distinguen unos de otros, y que hoy nos parece necesario esbozar, de cara a los retos y desafíos que implican para la presencia de los dos Estados. Esto resalta la riqueza, heterogeneidad y complejidad de la frontera colombo-venezolana como una región con opciones y posibilidades que van más allá de los temas preferidos de los Gobiernos de ambos lados, a saber, migración, comercio, aduanas y seguridad, para incluir otras dimensiones cruciales, como cultura y educación, salud, agua y ambiente, infraestructura, turismo y transporte, economía y finanzas (Ramírez 2016). 

Esta clave de análisis muestra la necesidad y pertinencia de retomar las iniciativas binacionales dotadas de una agenda más amplia y acorde con la complejidad de la frontera, como lo fue la Zona de Integración Fronteriza (ZIF), que fue destruida bajo los Gobiernos de Álvaro Uribe y Hugo Chávez entre 2007 y 2008. A título de ejemplo, caracterizaremos algunos ámbitos geográficos del corredor fronterizo para ilustrar este modo de comprender la frontera, ya que este punto no es el principal objeto de estudio de nuestra investigación.

Un primer ámbito es la península caribeña, ubicada en La Guajira compartida (La Guajira-Zulia) y que se caracteriza por tener una importante presencia del pueblo indígena wayúu. Dicho pueblo representa el 20 % de los pueblos indígenas de cada país, con una riqueza de intercambio histórico e identidad que supera los límites definidos por los Estados. De hecho, dichos límites fracturaron las relaciones y cosmovisión de pueblo wayúu, que resistió como una sola nación con el fortalecimiento de su identidad cultural y lingüística. En este ámbito se identifica un paso formal, el cruce de Paraguachón, aunque persisten caminos no habilitados o trochas por donde se movilizan personas y mercancías de contrabando. Esto ha representado una forma de intercambio histórico wayúu, pero que no se escapa igualmente del control de grupos armados. Una característica importante de este ámbito es su riqueza minero-energética. 

En el ámbito Perijá-Catatumbo, constituido por una importante selva húmeda tropical, se trata de la enorme riqueza natural y de la biodiversidad con la cual cuenta esta región, sin embargo, los dos Estados han sido incapaces de articular una posibilidad de protección binacional. Así mismo, la riqueza minero-energética de la zona no ha sido suficientemente explorada como una manera de potenciar la integración fronteriza, antes bien ha generado tensiones territoriales. Esta región ha sufrido los impactos de una fuerte violencia en diversos momentos: el exterminio indígena; el fuerte impacto del conflicto armado que aún se mantiene en la zona, a pesar del proceso de desarme de las FARC; el fuerte control del ELN, así como un reducto disidente del EPL. También el Gobierno colombiano reconoce un grupo armado conocido como Los Pelusos, así como otras células armadas que se mantienen luego del proceso de desmovilización paramilitar. 

En esta misma región de la frontera y del territorio colombiano se identifica una fuerte presencia de cultivos para usos ilícitos y una cadena de cultivo y transformación importante. Según el último informe de la Oficina de la ONU contra las Drogas y el Delito, allí se destaca el aumento del cultivo de coca, con cuatro municipios dentro del top diez de los municipios en Colombia con mayor presencia de cultivos de coca. Así mismo, constituye una ventaja geoestratégica la producción de cocaína en la zona, especialmente por la cercanía de esta zona al lago de Maracaibo y a la salida al Caribe y de allí a los mercados internacionales. En esta región, a pesar de ser un importante paso migratorio entre los dos países, conectados especialmente por ríos y trochas, no se encuentra ningún paso formal establecido entre los dos Estados. 

En el ámbito andino, el que más nos interesa, pues es el más poblado y cuenta con desarrollo relativo e infraestructura, se erige una gran zona urbana binacional con la conurbación de Cúcuta, Villa del Rosario, Ureña, San Antonio y San Cristóbal. Este ámbito se debate en varias paradojas, entre ellas la escasa planificación urbana binacional y la problemática migratoria, que se ha venido agudizando a partir de 2015 con la llegada masiva de migrantes venezolanos y retornados colombianos. 

Incluso en el ámbito andino, donde se circunscribe de manera más intensa nuestra investigación, se identifican tres zonas internas: la zona del Catatumbo, Cúcuta y el área metropolitana, con una importante comprensión del significado de la zona rural de Cúcuta y la zona sur del departamento: Chinácota, Ragonvalia, Herrán, Toledo y la conexión con los demás municipios del sur, fuertemente influenciado en las lógicas fronterizas. 

El ámbito llanero está compuesto por un importante ecosistema compartido, grandes afluentes y una historia de grupos indígenas binacionales importantes, pero donde además la estrecha relación poblacional, como afirma Socorro Ramírez, ha llevado a que los conflictos de uno y otro lado siempre terminen impactando y, sobre todo, convirtiendo a este ámbito en una oportunidad para huir y refugiarse, para unos y otros habitantes de cada país. El ámbito de la Orinoquia-Amazonía representa el ámbito menos poblado, con importantes familias indígenas binacionales y una riqueza natural y fluvial importante, donde los dos Estados se han señalado mutuamente, pero sin lograr una adecuada articulación para la protección de estos ecosistemas estratégicos. 

En fin, la discusión de los ámbitos, a la cual hacemos eco en nuestro texto de investigación, tiene una clara intencionalidad de fondo, que consiste en comprender que, en una frontera tan variada, será siempre necesario adoptar medidas diferenciales, y sobre todo bilaterales. No hay ninguna decisión que se tome a un lado que no tenga repercusión en el otro. La presente investigación representa una aproximación a los escenarios de desprotección en Norte de Santander, pero, sin duda, es muy posible que en los demás ámbitos se encuentren aspectos particulares que merecen un análisis. No pretendemos ser la voz decisiva con respecto a todos los ámbitos en esta materia.

En resumen, una compleja caracterización de la frontera colombo-venezolana lleva inexorablemente a comprender que allí siempre ha existido una gran intensidad de fluidas relaciones humanas, históricas, familiares, socioculturales y comerciales entre dos pueblos, que han hecho sus vidas (binacionales) y tejido intercambios de manera bastante autónoma y con gran cercanía de uno con otro. Esto, con, sin y a pesar de la presencia de los Estados y de las dinámicas de corrupción, contrabando y criminalidad que se han dado en una frontera que cuenta con aproximadamente 250 trochas. 

En esta relación, frontera y línea limítrofe parecieran no pocas veces entrar en conflicto. La primera en cuanto conjunto de relaciones sociales, humanas, culturales y económicas que se tejen en territorios y ecosistemas compartidos. La línea limítrofe en cuanto se delinea como el acuerdo político entre los dos Estados colindantes, muchas veces marcado de manera arbitraria en relación con las comunidades colindantes, como en el caso de Tibú en Norte de Santander, donde literalmente las habitaciones de una vivienda quedan en un país y la cocina y la sala de visitas queda en otro. 

Las ambivalencias de la frontera colombo-venezolana

Se suele decir que la frontera es un espacio de vida que —como bien lo sugiere el sustantivo latín frontis de donde procede— muestra el frontispicio o la fachada de la casa de cada vecino. Es decir, constituye la puerta de entrada hacia el otro. La frontera colombo-venezolana ha sido, antes que todo, un punto de unión y un lugar de relaciones e intercambios entre los dos pueblos que la habitan, tal como lo acabamos de plantear, desde una lectura compleja de dicha frontera. Efectivamente, los dos países fueron parte de la Gran Colombia (conformada también por Ecuador, Panamá y territorios aislados de Perú, Brasil, Nicaragua y Guayana Esequiba), que pertenecía hasta el siglo XVIII a la Corona española, de la cual ambos se independizaron para conformar repúblicas libres. Más allá de los lazos coloniales e independistas, los dos pueblos han compartido muchos vínculos históricos que han llevado a considerarlos no solo vecinos, sino hermanos.

Uno de estos vínculos es indudablemente la vivencia de la frontera común que ha servido para separar los dos países como dos territorios soberanos. Es decir, dos países que cuentan con su propia administración política, legislación, sistema político y económico. Durante las dos últimas décadas, ambos países han tenido sistemas políticos y proyectos económicos bastante opuestos. También la frontera ha servido para unir a los dos países como una región bastante autónoma en términos de dinámicas propias, cotidianas, sentidas, vividas, imaginadas y desarrolladas a menudo en los intersticios de la geografía y la soberanía política de los dos Estados nación y, muchas veces, al margen de los centros de poder en Caracas y Bogotá. La frontera ha oscilado, pues, entre ambos extremos: separación y unión.

Otra ambivalencia de la frontera colombo-venezolana es que ha sido representada a la vez como el efecto de un trazado limítrofe, más imaginario o imaginado que real, que sella la soberanía nacional de cada Estado independiente contra las amenazas internas y externas y, paradójicamente, como un mundo de vida donde se produce un tiovivo de intercambios, movilidades, identidades (entre ellas, las identidades étnicas de pueblos indígenas binacionales), solidaridades y conflictividades en un contexto político-institucional y socioeconómico más bien precario. En pocas palabras, la frontera ha sido representada o como un simple punto y trazado donde termina y empieza el Estado nación o como la región más viva y dinámica del continente. 

La migración permite evidenciar estas y otras ambivalencias de la frontera colombo-venezolana, principalmente en los momentos de crisis internas en los países y de crisis diplomáticas entre jefes de Estado. Por ejemplo, durante el largo conflicto armado entre las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) y el Estado colombiano, que ha marcado más de medio siglo de la historia de Colombia, la frontera colombo-venezolana ha sido un escenario fundamental para que millones de colombianas y colombianos huyan de su país para buscar protección internacional al otro lado de dicha frontera. Más recientemente, desde 2016, cientos de miles de venezolanos y venezolanas vienen cruzando esta misma frontera —sea de manera pendular para abastecerse de alimentos, medicamentos y productos básicos, sea con un proyecto migratorio de larga o mediana duración para establecerse en Colombia o transitar hacia un tercer país— para sobrevivir frente a una profunda crisis humanitaria, la desesperación y el colapso de los medios de vida y de los servicios básicos en su patria. Otro ejemplo de ello es cuando el presidente venezolano Nicolás Maduro decidió, de manera unilateral en agosto de 2015, cerrar la frontera con Colombia, declarar el estado de excepción en los Estados limítrofes y proceder a las deportaciones masivas de ciudadanos colombianos. Esto generó fricciones diplomáticas sin mayor trascendencia entre el régimen del actual mandatario venezolano y el Gobierno colombiano de Juan Manuel Santos.

En los dos ejemplos mencionados, la migración deja ver cómo la frontera es a la vez un salvavidas para ciudadanos de ambos pueblos —que salvan sus vidas al cruzar hacia el otro lado— y un margen de poder —lugar de excepción marcado por abusos y violaciones de derechos humanos— donde se ejerce y culmina la violencia estatal legítima (vía la declaratoria de estado de excepción) contra extranjeros, en este caso, vecinos, que justamente venían al otro país en busca de protección internacional o de mejores condiciones de vida. Paradójicamente la frontera es un puente que lleva hacia la protección internacional y un muro que devuelve a la desprotección.

¿A quiénes ha afectado principalmente la situación de desprotección de las personas en situación de migración forzada en la frontera colombo-venezolana?

Desprotección de personas en situación de migración forzada en la frontera colombo-venezolana

Además de los serios problemas de contrabando,5 corrupción, clientelismo, abandono histórico, violencia, exclusión, pobreza, estigmatización y deficiencia de servicios básicos que han sido sobrediagnosticados,6 la frontera colombo-venezolana ha evidenciado una situación de desprotección profunda y sistemática de los derechos humanos de migrantes, refugiados y personas en situación de migración forzada.

Dicha situación de desprotección aún no ha sido suficientemente investigada, a excepción de algunos informes técnicos producidos por organizaciones internacionales, tales como la Organización de las Naciones Unidas (ONU), el Consejo Noruego para Refugiados (NRC, por su sigla en inglés), el Servicio Jesuita a Refugiados Colombia (JRS Colombia), entre otros, y por algunas entidades del Estado como la Defensoría del Pueblo. Anteriormente, la desprotección de las personas en migración forzada en la frontera colombo-venezolana se evidenciaba en la estampida de ciudadanos colombianos que buscaban— y que aún siguen buscando quienes viven en zonas donde persiste la violencia, como en Catatumbo— en Venezuela la protección que su Estado desgastado por la guerra no era capaz de darles. Desde el 2015, pero con particular acento desde el 2016, esta desprotección se viene observando con la afluencia masiva de ciudadanos venezolanos que buscan la protección internacional en Colombia, por culpa de un Gobierno que ha abandonado la senda de la constitucionalidad, la democracia, el régimen de derechos humanos y el Estado de derecho (CIDH 2017b).

Vale subrayar que en los dos graves casos de desprotección mencionados —cuya gravedad se puede palpar aún más en grupos con vulnerabilidades específicas—, la frontera colombo-venezolana ha servido principalmente a los ciudadanos empobrecidos de ambos países, ya que quienes tienen los medios económicos pueden conseguir los documentos (pasaportes, tiquetes aéreos, etc.) y los fondos necesarios para viajar en avión y establecerse en otro país. Del mismo modo, así como pasa en la mayoría de los procesos migratorios en el mundo, la frontera ha servido también para que grupos de delincuencia organizada transnacional se aprovechen de la desesperación de los migrantes forzados y refugiados para extorsionarlos, abusar de ellos y vincularlos a actividades ilícitas.

Un ejemplo de cómo esta desprotección afecta de manera particular y agravada a los grupos vulnerables es el siguiente: según los resultados preliminares del Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos en Colombia (RAMV), que el Gobierno colombiano realizó con base en el Decreto 542 emitido el 21 de marzo de 2018 por el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, se registró del 6 de abril al 8 de junio del año 2018 un total de 442 462 personas venezolanas, de las cuales 219 799 mujeres y 222 330 hombres. De este total, el RAMV indica las siguientes estadísticas sobre grupos vulnerables: 8209 mujeres embarazadas, de las cuales 6308 no han recibido cuidado prenatal; 7496 mujeres lactantes; 16 812 personas que sufren de enfermedades crónicas (cáncer, diabetes, hipertensión, alteración de salud mental, enfermedad del corazón), y cientos de otras personas venezolanas, que padecen de enfermedades infectocontagiosas como VIH, tuberculosis, enfermedades de transmisión sexual, etc.

El Servicio Jesuita a Refugiados (JRS Colombia) ha acompañado a varias de estas personas vulnerables que llegan de Venezuela y enfrentan serias dificultades para acceder a derechos y servicios básicos que requieren sus casos, tales como: madres gestantes, lactantes y con niños menores; enfermos terminales y crónicos; niños, niñas y jóvenes separados de su núcleo familiar; mujeres víctimas de violencia de género; comunidades indígenas desplazadas por la hambruna; personas LGBTI; refugiados colombianos retornados, etc. Esta obra social de la Compañía de Jesús en Colombia ha desarrollado una labor de documentación del contexto de desprotección en la frontera a través de múltiples informes, como parte de su trabajo de incidencia realizado conjuntamente con otros socios locales, nacionales e internacionales para defender los derechos de esta población vulnerable, con base en los estándares del derecho internacional y en los valores de la hospitalidad y la solidaridad.

Por su parte, el Instituto de Estudios Sociales y Culturales Pensar de la Pontificia Universidad Javeriana (PUJ), que es también una obra social de la Compañía de Jesús en Colombia, ha participado en la elaboración de un informe (Instituto Pensar, CODHES, Pastoral Social-Cáritas Colombia 2015) y en acciones de incidencia política ante las autoridades colombianas en torno al contexto humanitario de la frontera colombo-venezolana. Esta unidad académica de investigación de la Pontificia Universidad Javeriana se ha preocupado principalmente por el hecho de que esta frontera se esté convirtiendo cada vez más en un escenario donde es preciso aplicar la categoría de análisis de vacíos de protección, con el objetivo de aportar a la comprensión de la compleja situación de desprotección de personas en situación de inmigración forzada (como los venezolanos) y de retorno (como los connacionales), desde un enfoque integral de derechos y soluciones duraderas.

Ambas entidades de la Compañía de Jesús en Colombia, el JRS y el Instituto Pensar, vienen trabajando conjuntamente desde el año 2017 en el diseño y la realización de la presente investigación, orientada a comprender la desprotección de personas en situación de migración forzada en la frontera colombo-venezolana y también a formular recomendaciones precisas para la política pública de Colombia para enfrentar los retos de protección de esta población.

Una coyuntura migratoria compleja desde agosto de 2015: consideraciones epistemológicas

El primer reto, de naturaleza epistemológica, que enfrentó el equipo mixto de investigación de ambas entidades jesuitas que hacemos la investigación, se puede resumir con la pregunta: en esta coyuntura migratoria de la frontera colombo-venezolana que se viene complejizando cada vez más desde agosto de 2015,7 ¿por dónde empezar la investigación? Además, desde entonces, esa coyuntura se ha agravado con la degradación de la situación de los derechos humanos en la frontera colombo-venezolana, sumada a la crisis humanitaria provocada en el segundo semestre de 2015 por las deportaciones mencionadas de colombianos y a la llegada masiva, a partir de 2016, de grandes flujos de migrantes venezolanos y retornados colombianos al Norte de Santander, en particular a Cúcuta.

Al equipo mixto de investigación le llamó poderosamente la atención la ambigua y deficiente respuesta del Estado colombiano a esta coyuntura, ya que dicha respuesta ha generado muchas confusiones que complican no solo la acción humanitaria a favor de las personas víctimas, sino cualquier empresa de comprensión, análisis y explicación de dicha coyuntura. A continuación, señalamos las confusiones que más nos impactaron al inicio de la investigación y que acabaron por convertirse en su punto de partida.

Los migrantes venezolanos, ¿qué son?

La gran mayoría de los venezolanos que llegan a Colombia buscan sobrevivir y mejorar su situación económica, tener asistencia médica y hospitalaria y el acceso a alimentos, e incluso aluden a temores fundados de regresar a su país y activan el mecanismo de protección internacional en Colombia. A lo anterior se suma el hecho de que no están siendo reconocidos por el Estado colombiano como refugiados o solicitantes de asilo, a la luz de los acuerdos internacionales y regionales y la misma legislación colombiana.

Sin embargo, es evidente que estos venezolanos no son migrantes voluntarios y sí requieren de cierta asistencia y protección internacional por parte del Estado colombiano, unos más que otros, dependiendo de su condición y grado de vulnerabilidad. En este caso preciso en el cual se les niega que sean calificados para ser refugiados, tampoco se puede afirmar que son simplemente migrantes voluntarios o económicos. Entonces, ¿qué son?

He aquí una primera confusión que no solo complica la comprensión de la coyuntura migratoria de la frontera, sino que mantiene en vilo a miles de venezolanos que vienen emprendiendo el tortuoso proceso de solicitud de asilo en Colombia.

De manera general, y con el ánimo de dar luces sobre la respuesta y operatividad del sistema de asilo en Colombia, cabe señalar que, durante los años 2015 a 2017 y de acuerdo con cifras que el Ministerio de Relaciones Exteriores ha suministrado (CODHES et al. 2018), se evidencia que en este periodo se incrementó de manera considerable el número de solicitudes para el reconocimiento de la condición de refugio al Estado colombiano. Por ejemplo, para el año 2015 se presentaron un total de 286 solicitudes, mientras que para el 2016, un total de 316 solicitudes y para 2017, un total de 625 solicitudes. La cifra de solicitudes se ha duplicado mientras que la tasa de reconocimientos no ha seguido la misma evolución, como se explica en la tabla 1.

Tabla 1. Cifras de solicitudes de refugio



	
Año


	
Total de solicitudes recibidas


	
Solicitudes aprobadas


	
Solicitudes negadas


	
Otras formas de terminación del trámite





	
2015


	
286


	
11


	
44


	
231





	
2016


	
316


	
4


	
1


	
311





	
2017


	
625


	
18


	
3


	
604






Fuente: Elaboración propia con base en una comunicación personal con Migración Colombia



Pese a que estas cifras en sí mismas representan ya una dinámica particular y llaman la atención, esto se agrava aún más ya que al leer cuántas de estas solicitudes han sido aprobadas se evidencia un vacío enorme de cara a lo que el Estado colombiano identifica como persona en necesidad de protección internacional (PNPI), máxime cuando se tiene en cuenta que, en sus instrumentos jurídicos —que se describirán más adelante en el capítulo 2—, el país ha adoptado la definición de refugiado establecida tanto en la Convención de Ginebra de 1951 como en la Declaración de Cartagena de 1984.

Las cifras son las siguientes: año 2015, 11 solicitudes aprobadas; año 2016, 4 solicitudes aprobadas; año 2017, 18 solicitudes aprobadas. Este porcentaje tan bajo de solicitudes de refugio aprobadas es aún más preocupante cuando se lee que hay solicitudes negadas bajo el concepto de otras formas de terminación del trámite. Esto evidentemente no identifica los aspectos puntuales, de forma o de fondo, por los cuales no se continuó con la evaluación del caso; hecho que raya en la arbitrariedad, si se tienen en cuenta de manera estricta los estándares de protección del derecho internacional de los derechos humanos de los refugiados.

La situación no ha cambiado sustancialmente en el año 2018, cuando la apuesta del Gobierno colombiano de Juan Manuel Santos sigue siendo no otorgar estatuto de refugio a los venezolanos, sino brindar cierta regularización temporal vía el permiso especial de permanencia (PEP), que está fuertemente condicionada por unas exigencias estrictas, inalcanzables para la mayoría de los venezolanos (por ejemplo, tener un pasaporte) y limitada, al no ser un documento de residencia. Se sigue confirmando esta afirmación con el nuevo Decreto 1288 publicado el pasado 25 de julio de 2018, sobre la migración venezolana y el retorno colombiano. En suma, hasta ahora la respuesta no ha sido en términos de protección y de soluciones duraderas.

¿Los connacionales retornados son ciudadanos colombianos con derechos constitucionales o no?

Por otro lado, existe un gran vacío en cuanto a la acogida de connacionales que están retornando voluntariamente o siendo devueltos al país forzosamente por culpa de la violencia y la delincuencia generalizada en Venezuela. Por ejemplo, muchos de los colombianos que, como víctimas del conflicto armado migraron hacia el país vecino y ahora se encuentran de regreso, no están logrando acceder a sus derechos como víctimas ni están recibiendo la protección que en muchos casos requieren por parte de su propio Estado.

Tampoco los colombianos —que no siendo víctimas del conflicto interno o que nunca se declararon como tal, pero que migraron hacia Venezuela y que están regresando por su cuenta— están contando en Colombia con garantías suficientes que faciliten su reintegración. Las respuestas a sus necesidades y derechos se canalizan muchas veces a través de la Unidad de Gestión de Riesgos y Desastres o por medio de una cacofonía administrativa, sin que exista aún suficiente claridad entre la arquitectura institucional sobre a quién le toca qué en medio de esta situación crítica, a pesar de la existencia de una entidad creada para este efecto a través del Decreto 1000 de 2013, la Comisión Intersectorial para el Retorno (CIR). 

Aunado a lo anterior, ni siquiera se conoce a ciencia cierta el panorama actual en torno a la identificación de cuántos colombianos han decidido retornar. De acuerdo con las declaraciones hechas el 24 de abril de 2018 por el gerente para la frontera con Venezuela Felipe Muñoz, el funcionario colombiano advirtió que, aunque la cifra no es oficial y corresponde a estimaciones del Gobierno, al menos 200 000 colombianos habrían retornado de Venezuela:

En el tema de retornados la cifra que tenemos es del 30 % por las estimaciones que ha dado Registraduría. Solo Registraduría tiene en los últimos dos años más o menos cerca de 10 000 que han solicitado documentación. Según los cálculos nuestros, debe haber mínimo 200 000 retornados colombianos. (W Radio 2018)

Ante esta dificultad que enfrentan los retornados para acceder a la protección de sus derechos constitucionales como colombianos, nos preguntamos si son realmente ciudadanos o qué son.

Los niños en riesgo de apatridia8

De igual manera, se está constatando que a los hijos e hijas de los migrantes y personas venezolanas en necesidad de protección internacional que están naciendo en Colombia, así como a muchos hijos e hijas de colombianos retornados que nacieron en Venezuela, se les está negando la nacionalidad colombiana bajo el pretexto de no cumplir con todos los requisitos, en particular, el ius domicili, al no tener regularizada su situación migratoria en Colombia por medio de una visa o de otro documento de residencia permanente, exigidos por la legislación nacional, entre otros, la Constitución Política de 1991 y la Ley 43 de 1993.9 Vale la pena aclarar lo siguiente:

El derecho a la nacionalidad tal como lo establece la Constitución colombiana prácticamente no ha sido modificado desde su promulgación en 1886 hasta la adopción de la Constitución más reciente en 1991. La nacionalidad se otorga por nacimiento o por adopción (naturalización). A diferencia de la mayoría de los países de América Latina, Colombia tiene una extensa historia de provisiones legales para el reconocimiento de la nacionalidad por descendencia (ius sanguinis), otorgando automáticamente la nacionalidad colombiana por nacimiento a niños nacidos en el extranjero de un padre colombiano. Sin embargo, la nacionalidad por nacimiento en el territorio (ius soli) no se extiende a todos los niños nacidos en Colombia. Un niño nacido en Colombia debe tener un padre colombiano, o un padre con domicilio en Colombia [el llamado ius domicili] al momento del nacimiento a menos que no puedan obtener la nacionalidad de ningún otro país, en cuyo caso tienen la opción de naturalizarse como colombiano. (Open Society Foundations 2017, 69)

Ante la dificultad para los padres y madres de estos niños de cumplir con dichos requisitos, que vuelven muy restrictivo el ius soli con la exigencia del ius domicili, o de regresar a Venezuela para tramitar allí la nacionalidad venezolana para sus hijos, un alto riesgo de verse relegados a la condición de apátridas se está presentando. Si no son ni colombianos ni venezolanos; ¿de dónde son? ¿Cuál es su nacionalidad? 

Esta situación es tan real que podríamos simplemente basarnos en los resultados del RAMV que arrojaron que, de las 442 462 personas [registradas] que se encuentran en Colombia, 219 799 son mujeres y que 8209 de esas mujeres se encuentran en estado de embarazo. ¿Cuántos de estos niños de mujeres embrazadas estarían en riesgo de apatridia? 

En la actualidad, los menores de padres venezolanos están recibiendo registros civiles temporales, que no son prueba de la nacionalidad colombiana ya que especifican: No apto para la nacionalidad. Esta situación que a los siete años les puede significar problemas de documentación y restricciones reales para la materialización de sus derechos.

En Colombia, se cuenta con el Decreto 330 del 24 de febrero de 2016: Por medio del cual se promulga la Convención para Reducir los Casos de Apatridia, adoptada en Nueva York el 30 de agosto de 1961. Este instrumento internacional obliga a aplicar todas las políticas pertinentes para reducir la población apátrida en el territorio de cada Estado y Gobierno firmante. Sin embargo, vemos que a hoy las circulares emitidas mediante las cuales se garantizó el registro de todos los menores nacidos en el territorio colombiano hijos de padres extranjeros no son suficientes para hacer frente al riesgo de apatridia, una vez este registro civil de nacimiento caduca (luego de siete años). Además, el Estado colombiano niega rotundamente que dichos niños sean apátridas o estén en riesgo de apatridia, mientras que el Estado venezolano mantiene el silencio.

En resumen, en vez de empezar con la movilización de las prenociones (Bourdieu 2007) o juicios previos y conocimientos espontáneos que el equipo mixto de investigación tenía de la frontera colombo-venezolana, nos pusimos a hacer preguntas (mencionadas arriba) que fueron los puntos de partida de nuestra investigación. Entendemos que preguntar es suspender las respuestas y también los juicios para buscar, caminar e investigar en lo abierto por la pregunta (Gadamer 1999). Y lo que nos abrieron las preguntas era un mundo difícil de comprender y lleno de sufrimiento, a saber: la situación de desprotección de muchas categorías de personas en condición de migración forzada en la frontera colombo-venezolana.

Para comprender la complejidad de esta desprotección, requeríamos no solo de los testimonios de las personas víctimas de ella y de las valoraciones de expertos (la evidencia empírica en cuanto tal) para contrastar nuestras prenociones, sino también de la construcción epistemológica del objeto de investigación, así como de planteos metodológicos y análisis teórico-conceptuales sólidos para tener los medios de comprender (Bourdieu 2007, 7).

COMPONENTES DEL DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN: OBJETO DE ESTUDIO, PREGUNTA Y OBJETIVOS

A partir de estas confusiones y preguntas sin respuesta y de la determinación de comprender la situación de desprotección en la frontera colombo-venezolana, el equipo de investigación mixto del JRS Colombia y del Instituto Pensar optó por iniciar nuestro estudio exploratorio justamente allí: donde las categorías clásicas con las que se suele pensar el fenómeno migratorio —por ejemplo, las categorías basadas en las dicotomías entre migración voluntaria y refugio (Louidor 2017)— e incluso las categorías del pensamiento de Estado —las que separan el ser nacional y el ser no nacional (Sayad 1999b)— fallan o se revelan insuficientes e incapaces para pensar y comprender la complejidad de dicho fenómeno.

Seleccionamos, pues, como población objeto de estudio a estos tres grupos mencionados de personas en situación de migración forzada, que son afectados por la situación de desprotección en esta frontera colombo-venezolana y para los cuales no se cuenta con ninguna categoría para nombrarlos y mucho menos para clasificarlos. Partimos de su condición de ser innombrables e inclasificables, el primer factor que explica su desprotección. Nos enfocamos de manera precisa en su situación de desprotección, que empieza justamente desde la falta de nombres o categorías para llamar, clasificar, identificar a cada uno de los tres grupos y para analizar sus necesidades, el reto epistemológico mencionado de corte conceptual-analítica (que es también un reto político y jurídico), hasta la ausencia y carencia de instrumentos jurídicos, política pública, arreglo institucional y entorno social a nivel nacional y local para facilitar su acceso a derechos y servicios básicos, de manera integral y duradera desde un marco de protección.

Decidimos estudiar esta situación de desprotección por medio de la categoría conceptual de vacío de protección, ya que esta permite adoptar un enfoque de derechos humanos y abordar las dimensiones complejas e interrelacionadas, de índole conceptual, analítica, política, jurídica, institucional y social, de los factores que provocan tal desprotección a partir de un análisis fino y sofisticado. Veremos más adelante este punto de manera detallada en el marco teórico y metodológico de la investigación.

De allí se definió el objetivo general de la investigación, que consiste en identificar, caracterizar y enfrentar los vacíos de protección de las tres categorías de personas mencionadas que circulan por la frontera colombo-venezolana, en particular en el Norte de Santander, por medio de la construcción de un sólido marco teórico-metodológico (capítulo 1) y un complejo análisis de la coyuntura migratorio a partir de 2015 (capítulo 2).

Se derivaron tres objetivos específicos:


	Identificar y analizar los vacíos de protección de las tres poblaciones objeto de estudio (capítulo 3).

	Caracterizar las necesidades de protección, generadas por las consecuencias de los vacíos de protección, para estas tres categorías de personas, incluidos grupos específicamente vulnerables dentro de las tres (capítulo 4, primera parte).

	Identificar los retos de protección para la política pública de Colombia y, en particular, para la institucionalidad colombiana (capítulo 4, segunda parte).

	Aportar insumos relevantes y pertinentes para definir los lineamientos conceptuales y metodológicos de una estrategia de formación que pueda contribuir al empoderamiento de líderes comunitarios, funcionarios locales y miembros de organizaciones de la sociedad civil en Cúcuta, a partir de los resultados de la investigación y de cara al establecimiento de mejores estándares de atención y acogida a nivel local (ejercicio que se derivará de la socialización de los resultados de la investigación con actores locales).



Una vez definidos el contexto, las preguntas iniciales y los objetivos de la investigación, pasemos a la elaboración de su marco teórico y metodológico.

COMPONENTES DEL MARCO TEÓRICO

Justificación

Como bien lo indican los componentes del diseño de la investigación mencionados, el principal objetivo consiste en identificar y caracterizar los vacíos de protección de tres categorías de personas que circulan por la frontera colombo-venezolana en el Norte de Santander:

• Connacionales retornados o repatriados.

• Migrantes venezolanos, en particular aquellos que han sido forzados a ingresar por la frontera del Norte de Santander debido a la crisis generalizada en su país de origen Venezuela. Esta categoría no cubre solamente a solicitantes de refugio y refugiados reconocidos, sino también a refugiados de facto, de acuerdo con la nomenclatura de la Iglesia católica.

• Niños en riesgo de apatridia, en particular los hijos e hijas de venezolanos nacidos en territorio colombiano. 

Los vacíos de protección constituyen la categoría conceptual clave desde la cual comprenderemos los factores, que son básicamente de cuatro índoles —conceptual-analítica, jurídica, político-institucional y social—, que provocan directa o indirectamente la situación de desprotección de los derechos humanos de las tres categorías de la población de estudio. A partir de la caracterización de los vacíos de protección, se identificarán y analizarán las necesidades de protección de las tres categorías mencionadas, con especial atención enfocada en los pliegues de vulnerabilidad que quedan invisibilizados, sobre todo cuando se mira la frontera desde una mirada externa, superficial y oficial. Por ejemplo, la condición étnica (comunidades indígenas), generacional (niños), familiar (familias binacionales), de género (mujeres gestantes y lactantes), salud (enfermos terminales, crónicos y psiquiátricos), etc. 

De las necesidades de protección se derivarán los principales retos para que, desde la política pública de Colombia y la necesaria articulación entre las entidades de la arquitectura de la institucionalidad y sus dos escalas, local y central, se facilite el acceso a derechos de estas categorías de personas, a partir de un enfoque de protección, soluciones duraderas, articulación institucional y multiescalar (regional, nacional y local). Vacíos, necesidades y retos de protección se entrelazan, pues, de manera estrecha como un proceso de círculos en donde el nivel de arriba permite comprender el nivel de abajo como un subnivel, pero a su vez el nivel de abajo (el subnivel) permite completar el de arriba. Expliquemos este punto, con la ayuda de la figura 1.

Figura 1. Categorías conceptuales de la investigación
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Fuente: Elaboración propia



Del análisis estructural de los vacíos de protección (nivel 1), podremos profundizar en la identificación y caracterización de necesidades específicas de protección de grupos vulnerables dentro de las tres poblaciones objeto de estudio (nivel 2, que es un subnivel del nivel 1). Dichas necesidades de protección permitirán a su vez capturar pliegues de vulnerabilidad (subjetivos e íntimos) no identificados en el análisis general de los vacíos de protección y, por lo tanto, complementarán el análisis desarrollado en el nivel 1 y ayudarán a afinar los retos de protección que se le plantearán a la política pública (nivel 3, que es un subnivel del nivel 2).

Por otro lado, los retos de protección (nivel 3) complementarán los dos niveles 1 y 2, al permitir identificar acciones concretas que las autoridades colombianas deberían realizar para corregir, mejorar y facilitar mecanismos, procesos y procedimientos orientados a satisfacer las necesidades de protección (nivel 2) y llenar los vacíos de protección (nivel 1). Vale subrayar que dichos retos de protección derivan como un subnivel de ellos dos, ya que parten a la vez de los resultados del análisis de los vacíos de protección (nivel 1) —donde se condensan los factores que explican fallas, lagunas, carencias, acciones contraproducentes en el accionar de la institucionalidad y las comunidades de llegada— y de la identificación de las necesidades específicas de protección (nivel 2), donde se palpan las consecuencias de estos vacíos sobre las vidas concretas y cotidianas de las personas.

En resumen, la justificación del uso de la categoría conceptual de vacíos de protección, conjuntamente con las otras dos categorías derivadas de ella (necesidades y retos de protección), se relaciona con la necesidad de comprender la compleja situación de desprotección de personas en situación de migración forzada en la frontera colombo-venezolana desde agosto de 2015 aproximadamente, a partir de un enfoque de derechos humanos. Asimismo, se relaciona con la necesidad de aportar, desde dos obras de la Compañía de Jesús en Colombia, JRS e Instituto Pensar de la PUJ, elementos de propuestas y recomendaciones sobre esta situación a actores locales, organizaciones de la sociedad civil y de la cooperación internacional del Norte de Santander y principalmente a entidades del Estado encargadas de la política pública migratoria y fronteriza de Colombia.

Una vez planteada la justificación de la categoría de vacíos de protección, que resulta fundamental para sustentar tanto la fundamentación teórica de la investigación como su operativización metodológica por medio de categorías de análisis y variables observables en la realidad a través de métodos y técnicas de investigación, enseguida presentamos el marco teórico de nuestra investigación. Empezamos con la genealogía del concepto de vacíos de protección.

Vacíos de protección como categoría conceptual de nivel intermedio

La noción de vacío de protección (protection gaps, en inglés) ha sido clave en el accionar del ACNUR como estrategia de análisis. El ACNUR (2008) plantea que dicha noción parte del cruce entre, por una parte, los estándares internacionales de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 (ONU 1951) y su Protocolo de 1967 (ONU 1967) y, por la otra, el trato que los Estados dan a los refugiados. De este cruce se puede identificar, según el ACNUR, ciertos vacíos o —mejor aún en inglés— gaps (en inglés, gaps significa no solo vacíos, en términos de carencias, insuficiencias y faltas, sino también brechas, disparidades, discrepancias, deficiencias, distancias, etc.) en la aplicación de los estándares de protección internacional de los derechos de los refugiados y solicitantes de asilo.

Los vacíos de protección utilizados como estrategia de análisis le permiten a esa agencia de la ONU tener un marco claro para identificar los factores que inciden en esta falta de protección para fortalecer la implementación de los instrumentos internacionales de refugio y las capacidades de los Estados para recibir y proteger refugiados (ACNUR 2008). ACNUR (2008) sintetiza los estándares de protección de los refugiados, en los cuales suele haber vacíos (gaps) en ocho grandes puntos:


	Ambiente favorable para la protección

	Registro y determinación del estatus

	Documentación civil y personal

	Seguridad frente a la violencia y la explotación

	Libertad de movimiento y acceso a asistencia legal

	Necesidades y servicios básicos

	Participación de la comunidad y su autogestión

	Oportunidades para las soluciones duraderas



Vale subrayar algunos aspectos determinantes del primer punto (ACNUR 2008), que es el que más nos interesa en la investigación, tales como:


	Garantía de no deportación

	Identificación de las causas del desplazamiento forzoso

	Reconocimiento de los derechos de los refugiados en la legislación nacional del país de acogida

	Capacidad administrativa adecuada para abordar los asuntos relacionados con refugiados y solicitantes de asilo

	Implicación de todos los actores relevantes en los temas de protección, buena disposición de la población local para acoger a refugiados y solicitantes de asilo

	Reconocimiento de las necesidades y eventuales aportes de refugiados y solicitantes de asilo a las estrategias de desarrollo nacional y regional 



El uso estratégico que ACNUR hace de la noción de vacío de protección le permite también identificar y enfrentar, en contextos situados, el conjunto de factores que impiden el acceso de los refugiados y solicitantes de asilo a sus derechos y a la protección internacional, desde su llegada a los países de acogida hasta la selección e implementación de soluciones duraderas a su condición de desprotección. Se trata eminentemente de un uso enfocado en la aplicación de los estándares de protección internacional ya establecidos en los instrumentos del derecho internacional y en el acumulado de conocimientos empíricos derivados de su aplicación en contextos situados a través del globo. 

Sin embargo, uno de los principales nodos del problema abordado en nuestra investigación y, en general, en el estudio de las migraciones contemporáneas (desde la década de los años 90 aproximadamente) consiste en que los solicitantes de asilo y refugiados están inmersos dentro de las mismas corrientes migratorias regionales y mundiales (ACNUR 2006, 1). De allí que la protección internacional de los refugiados presupone entender mejor el complejo fenómeno de la migración, y en particular, la composición de los flujos migratorios mixtos10 (ACNUR 2006, 2). En otras palabras, ¿cómo diferenciar en los flujos mixtos a refugiados, solicitantes de asilo o quienes necesitan de protección internacional, de los demás migrantes? 

Este problema categorial exige elaborar o renovar, de manera fina y sofisticada, perspectivas analíticas, conceptuales o teóricas que se ajusten más a la complejidad y la sutileza de nuestras propias prácticas, como diría el filósofo de derecho estadunidense Ronald Dworkin (2002, 101). Por ejemplo, en el caso de una de nuestras tres poblaciones de estudio, a saber, las personas venezolanas que llegan a la frontera de Venezuela con Colombia, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ya expresó su preocupación por prácticas tales como rechazos en fronteras, expulsiones o deportaciones colectivas que afectan

personas venezolanas [que] se han visto forzadas a huir de Venezuela como consecuencia de violaciones a derechos humanos, la violencia e inseguridad, y la persecución por opiniones políticas...[y de] los efectos que vienen ocasionando la crisis generada por la escasez de alimentos, medicamentos y tratamientos médicos; y la dificultad para el cobro pensiones, entre otros. (2017a, 2018)

Es decir, prácticas violatorias del derecho internacional de los derechos humanos de los refugiados, en contra de personas venezolanas en necesidad de protección internacional, las llamadas PNPI. El uso mencionado que ACNUR hace de la noción de vacío de protección no tiene, pues, suficiente alcance teórico-conceptual para ayudar a comprender y solucionar uno de los problemas que enfrentan cada vez más los extranjeros en necesidad de protección. Se trata de lo siguiente: si bien algunos de ellos no califican para ser considerados refugiados con base en la Convención de 1951 y su Protocolo de 1967, tampoco se pueden calificar simplemente como migrantes económicos.

En nuestra investigación, caracterizamos este problema categorial como vacío conceptual-analítico de protección, ya que es desde allí —desde la falta de nombres para nombrarlos y claves y categorías jurídicas para analizar sus necesidades, por ejemplo, si dichas necesidades son de asistencia o de protección, y definir sus derechos— que empieza la desprotección de sus derechos. Lo entendemos como un factor importante de desprotección de las poblaciones objeto de estudio.

Uno de los posicionamientos frente a este problema que vale la pena subrayar es el de la CIDH. Este organismo regional caracterizó acertadamente como migración forzada el fenómeno de la reciente llegada masiva de las personas venezolanas a Colombia y a otras partes del mundo. Asimismo, recomendó reconocerles la condición de refugiado prima facie o de manera grupal o garantizar su ingreso al territorio para satisfacer necesidades humanitarias urgentes (CIDH 2018, 4). La problemática categorial relacionada con la definición y categorización de la población es el primer eslabón de la dificultad real para determinar, reconocer y garantizar el estatuto de refugiados y solicitantes de asilo. Planteamos que dicha dificultad categorial y real exige no tanto renunciar a la noción de vacío de protección, para una nueva noción o utilizar otra, sino más bien complejizarla más allá de un simple uso estratégico. Se hace, pues, necesario elaborar de manera sofisticada (más allá de su uso estratégico) el contenido teórico-conceptual de dicha noción para adecuarla tanto a los grandes debates académicos y político-jurídicos en torno a las migraciones contemporáneas como al contexto actual de la globalización.

Además, en dicho contexto, se ha vuelto cada vez más obsoleta la categoría de refugiado, en particular la que es definida en la Convención de 1951 como

toda persona que, como resultado de acontecimientos ocurridos antes del 1.º de enero de 1951 y debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera acogerse a la protección de tal país; o que, careciendo de nacionalidad y hallándose, a consecuencia de tales acontecimientos, fuera del país donde antes tuviera su residencia habitual, no pueda o, a causa de dichos temores, no quiera regresar a él. (ONU 1951, art. 1)

Hoy día un plexo de motivos y factores provocan el desplazamiento forzado transfronterizo. Estos incluyen, además de la persecución, la pobreza, la inseguridad alimentaria […] el terrorismo o las violaciones y abusos de los derechos humanos, así como los efectos adversos del cambio climático o de desastres naturales, algunos de los cuales pueden estar vinculados al cambio climático, u otros factores ambientales o la combinación de varios de esos motivos, tal como la ONU lo reconoce en la Declaración de Nueva York (2016).

Además, después del fin de la Guerra Fría, donde se podía diferenciar de manera relativamente clara al refugiado (se asumía que provenía de países o regímenes socialistas) del migrante voluntario o económico, un gran número de especialistas en migración, en particular quienes son parte de la International Association for the Study of Forced Migration (IASFM),11 se preguntaron si no ha llegado el momento de renunciar a este viejo concepto de refugiado y de definir una categoría nueva (migrantes forzados) y un nuevo marco jurídico para protegerlos (IASFM 2015). De hecho, desde la Iglesia católica, los académicos y otros sectores se han hecho múltiples propuestas de nuevos nombres o categorías y de otra categorización o clasificación (refugiados de facto, survival migration, etc.) de toda esta amplia gama de personas extranjeras que requieren protección internacional (Iglesia católica 1992, Betts y Kaytaz 2009).12

En el texto, Los refugiados: un desafío a la solidaridad, la Iglesia católica propone el concepto de refugiados de facto, que reconoce las siguientes causales que pueden llevar a un extranjero a buscar y necesitar la protección internacional en otro país como refugiado: conflictos armados (internos), políticas económicas erróneas, desastres naturales o motivos humanitarios (Comisión Episcopal de Migraciones 1992).

Desde nuestra investigación optamos por convertir la noción de vacío de protección en un concepto de nivel intermedio (Portes 2010),13 que permite a la vez construir nuestro objeto de estudio y englobar en él no solo a refugiados de iure —aquellos que cuentan con el reconocimiento del Estado de llegada y, por lo tanto, con el estatus de refugiados—, sino a toda una amplia gama de personas en situación de migración forzada en la frontera colombo-venezolana, en particular, familias mixtas, migrantes venezolanos y sus hijos en riesgo de apatridia, en necesidad de protección internacional.14 Los retornados colombianos deben estar bajo la protección de sus derechos constitucionales como ciudadanos. Lo explicamos a continuación.

Frente al contexto complejo y global de las migraciones contemporáneas y a los nuevos problemas que plantean (como el que acabamos de mencionar), requerimos, pues, de una noción que, por una parte, no se limite a la simple descripción de segmentos y fragmentos aislados del fenómeno migratorio o a la aplicación rígida de estándares internacionales del derecho internacional, y por otra, que tampoco se convierta en una conceptualización abstracta y etérea, lo que llama Portes una metaasunción teórica, de una realidad tan situada y sentida para las personas, como lo es la migración.

Ni totalmente abstracto o teórico, al desconocer las coyunturas o contextos situados, ni totalmente concreto o empírico, sin tener en cuenta la complejidad de la realidad en su conjunto y los diferentes debates teóricos o jurídico-políticos a que da lugar, el concepto de nivel intermedio propuesto por Alejandro Portes (2010) permite justamente construir una noción con las siguientes características:


	Por un lado, una capacidad bastante abstracta para escapar de la tiranía del detalle.

	Por el otro, una flexibilidad suficientemente elástica y maleable para ser falsificable, modificable y enriquecida por investigaciones aplicadas en contextos situados y desde la confrontación con la realidad. 



El concepto de nivel intermedio permite y facilita el diálogo crítico y creativo entre la construcción teórico-conceptual, en el proceso del diseño y la implementación de la investigación, y la realidad empírica o vivida. Justamente la noción de vacío de protección que construimos para esta investigación es un concepto que definimos de manera precisa como un conjunto de dificultades, obstáculos, fallas, carencias, insuficiencias, debilidades, disparidades, incongruencias y acciones contraproducentes de múltiples índoles (conceptual, analítica, jurídica, política, institucional, social), que impiden que un grupo de personas acceda al disfrute de sus derechos fundamentales y, así, se vea arrojado a una situación de desprotección.

Dicho concepto de nivel intermedio articula una necesidad teórica real de nombrar, comprender y analizar de manera estructural una realidad empírica en un contexto situado, por ejemplo, la situación de desprotección que se ha observado en la coyuntura migratoria de la frontera colombo-venezolana a partir de agosto de 2015, desde la identificación y caracterización de múltiples factores. A su vez, este análisis estructural de los factores se completa con: 1) un diagnóstico vívido de las necesidades específicas de protección sufridas por estas personas de carne y hueso, y 2) una identificación de retos de protección para la política pública de Estados y Gobiernos, en concreto, para la institucionalidad de Colombia.

A continuación, detallamos en el marco metodológico cuál es el contexto situado que queremos comprender en la frontera colombo-venezolana, en particular en el Norte de Santander, para luego presentar cómo el concepto de vacío de protección nos permite acercarnos mejor a dicha comprensión, a partir de la construcción de nuestro objeto de estudio y la operativización metodológica desde categorías de análisis y sus respectivas dimensiones y variables.

MARCO METODOLÓGICO

Un contexto situado

Nuestra investigación parte de la idea de articular la actividad investigativa en estudios migratorios desarrollada por el Instituto de Estudios Sociales y Culturales Pensar de la Pontificia Universidad Javeriana (PUJ) y la labor que realiza en terreno desde hace varios años el Servicio Jesuita a Refugiados (JRS Colombia) en términos de acompañamiento (humano, psicosocial y pastoral), servicio humanitario y defensa de los migrantes y refugiados (incidencia) en el Norte de Santander.

Esta articulación se ha fraguado en torno a la necesidad de comprender y enfrentar la problemática de la desprotección de las personas en situación de migración forzada que se ha venido agravando cada vez más en la frontera colombo-venezolana, desde agosto de 2015, fecha en la cual más de 20 000 migrantes colombianos fueron deportados o retornados, forzosamente y sin el respeto al debido proceso, por el Gobierno del presidente Nicolás Maduro.

Caractericemos de manera somera la complejidad de esta coyuntura migratoria en cuatro puntos:


	Ha llegado a distintos puntos del Norte de Santander un gran número de personas con diferentes perfiles migratorios, entre ellas una cantidad cada vez mayor de migrantes venezolanos, connacionales colombianos y colombo-venezolanos, de primera, segunda e incluso tercera generación. Esta situación ha planteado a todos los actores implicados, en particular investigadores, organismos humanitarios, organizaciones internacionales y de la sociedad civil y los mismos migrantes venezolanos y colombianos retornados, varias preguntas, unas más difíciles que otras. Por ejemplo, las siguientes:

	Dado el evidente desgaste en la capacidad de respuesta institucional de Colombia en los tres últimos años, al menos en el área metropolitana de Cúcuta, ¿qué debe ocurrir para que el Estado colombiano asuma con eficacia la necesidad de reformar la política migratoria, con miras a atender la compleja realidad migratoria que afronta el país? ¿Cuáles son los efectos de las respuestas de la institucionalidad colombiana en torno a la protección de los derechos humanos de los migrantes? ¿Qué condiciones deben darse para plantear un posible ejercicio de gobernanza local, en términos de atención a la situación de crisis migratoria y vulnerabilidades de las comunidades de acogida? ¿Cuáles externalidades, más allá de la respuesta institucional, afectan, y en qué medida, la protección de los derechos humanos de los migrantes forzados?, etc.15 

	Muchos de estos flujos humanos de distintos perfiles migratorios que llegan a la frontera hacen frente a un plexo de abusos, violaciones a sus derechos humanos y vulnerabilidades, unas visibles y otras invisibles o invisibilizadas. Del mismo modo, existen muchas carencias, insuficiencias, faltas, brechas, prácticas y acciones contraproducentes en muchos aspectos (legal, político, institucional, social, etc.) que han impedido el acceso de estas personas, en particular de las tres categorías mencionadas, al disfrute de sus derechos.

	Existen muchos retos de protección que plantea esta situación de desprotección de estas categorías de personas, en particular para los Estados de tránsito o de acogida. 



Por ejemplo, el primer reto que la CIDH identifica en su Resolución 2/18 (2018) es el siguiente:

Garantizar el reconocimiento de la condición de refugiado a las personas venezolanas con temor fundado de persecución en caso de retorno a Venezuela, o que consideran que su vida, integridad o libertad personal estarían amenazadas debido a la situación de violencia, violaciones masivas de derechos humanos y perturbaciones graves del orden público, en los términos de la Declaración de Cartagena sobre Refugiados de 1984. Este reconocimiento debe darse a través de procedimientos justos y eficientes que garanticen el derecho de los solicitantes de asilo a recibir asistencia para satisfacer necesidades básicas o permitirles trabajar para su auto sostenimiento durante el estudio de su solicitud. (CIDH 2018, 3)

Con respecto al reto mencionado, la CIDH y el ACNUR ya habían expresado la misma preocupación en una declaración conjunta que publicaron en ocasión del Día Mundial del Refugiado, el 20 de junio de 2017:

En los últimos cinco años el número de personas solicitantes de asilo ha crecido de manera alarmante en un 782,11 % en las Américas, al tiempo que se ha observado una disminución en el número de personas que han sido reconocidas como refugiadas en la región del casi 9 %. La CIDH y el ACNUR expresan su preocupación por la gran disparidad que existe entre el drástico aumento en el número de personas solicitantes de asilo y la disminución en el número de personas que han sido reconocidas como refugiadas. (ACNUR y CIDH, 2017)


	La falta de reconocimiento de la condición de refugiados a favor de las personas venezolanas, en concreto, genera o intensifica a su vez los obstáculos para obtener protección internacional, junto con otras consecuencias fatales, tales como:



la discriminación, las amenazas a su vida e integridad personal, la violencia sexual y de género, los abusos y explotación, la trata de personas, la desaparición de migrantes y refugiados, el hallazgo de fosas clandestinas en zonas fronterizas y rutas migratorias con restos que se presumen de personas venezolanas y la falta de documentos de identidad; así como obstáculos en el acceso a asistencia humanitaria, particularmente acceso a vivienda, salud, alimentación, educación y otros servicios básicos. (CIDH 2018, 2)


	La dificultad o casi imposibilidad de obtener protección internacional expone a los migrantes venezolanos a un gran plexo de vulnerabilidades que llevan a abusos y violaciones de sus derechos humanos en los países adonde llegan y durante las trayectorias migratorias.



En conclusión, esta complejidad de la coyuntura migratoria de la frontera, que acabamos de caracterizar brevemente en cuatro puntos, teje un universo de dificultades de orden conceptual, jurídico y político que, a la vez, no permiten una comprensión, lo más adecuada y completa posible, de ese contexto y evidencian la necesidad de hacer un exigente esfuerzo de análisis.

Categorías de análisis, dimensiones y variables

De allí varias preguntas, de naturaleza epistemológica y metodológica, que resultan claves para nuestra investigación: ¿cómo definir y delimitar nuestro objeto de investigación para una mejor aproximación a la coyuntura migratoria de dicho contexto de la frontera? ¿Qué categorías de análisis usar para comprender esa coyuntura? ¿Qué variables utilizar para estudiarla de manera observable en la realidad? ¿Qué informaciones y datos cuantitativos y cualitativos se necesitan para esta tarea investigativa? ¿Dónde buscarlos? ¿Con qué métodos y técnicas recogerlos? ¿Desde qué claves interpretarlos y darles sentido?

Tabla 2. Construcción del objeto de estudio



	
OBJETOS DE ESTUDIO

Vacíos de protección: todo aquello que impide a una persona y/o una categoría de personas el acceso a sus derechos





	
Tres categorías de personas que enfrentan vacíos de protección


	Migrantes venezolanos, en particular refugiados reconocidos, de facto y solicitantes de asilo

	Connacionales deportados o retornados

	Personas en riesgo de apatria, en particular hijos e hijas de venezolanos nacidos en territorio colombiano




	
Cuatro dimensiones de los vacíos de protección que se estudian en la investigación


	Conceptual

	Jurídica

	Político-institucional

	Social








Fuente: Elaboración propia



Es allí donde el concepto de nivel intermedio de vacío de protección se vuelve clave y útil para construir nuestro objeto de estudio, al permitir enfocarnos en todo aquello que impide que esta diversidad de flujos humanos de diferentes perfiles migratorios tenga acceso a sus derechos humanos. Lo común que nos interesa comprender de esta gran diversidad de personas, que tienen diferentes perfiles migratorios, sufren de distintos abusos o violaciones a sus derechos y no tienen garantizado el reconocimiento de su condición de refugiados, conciudadanos o de su derecho a la nacionalidad (colombiana o venezolana), es lo siguiente: la desprotección de sus derechos fundamentales.

Dentro de esto común (la desprotección de sus derechos) que comparten todos los flujos, perfiles y categorías de personas que, en nuestro caso concreto, llegan a la frontera de Colombia con Venezuela, existen diferencias y semejanzas, dependiendo, por ejemplo, de cuáles derechos no tienen protegidos dichas categorías de personas. De allí la necesidad de definir a cuáles categorías de personas se va a estudiar en la investigación. Además, no basta con saber cuáles derechos de cuáles categorías están desprotegidos, es necesario identificar qué dimensión(es) de estos vacíos se va(n) a estudiar para poder definir las variables para estudiar cada dimensión (véase la tabla 2).

Cuáles categorías de personas (que escogemos por las razones esgrimidas) que sufren la desprotección de sus derechos fundamentales y cuáles dimensiones de los vacíos de protección (que justificaremos en el transcurso de la investigación) que explican esta desprotección son dos elementos que definen con precisión nuestro objeto de estudio.

Una vez construido el objeto de investigación en torno a los vacíos de protección, podemos desglosar el andamiaje metodológico, ya que el mismo concepto de vacío de protección señala una situación de desprotección de derechos que se precisa analizar en dos aspectos fundamentales:


	La identificación y caracterización de las categorías de personas en términos de su desprotección específica, lo que nos lleva a vulnerabilidades diferenciales que llamamos en nuestra investigación pliegues de vulnerabilidad.

	El análisis de los factores que provocan esta desprotección sobre esas personas o categorías de personas en determinados contextos situados (la coyuntura migratoria de la frontera colombo-venezolana a partir de agosto de 2015) y desde algunas dimensiones específicas de dichos vacíos de protección, que son conceptual-analítica, jurídica, político-institucional y social, que expondremos más adelante.



Desde este preciso análisis de los factores en cuatro dimensiones, el concepto de vacío de protección lleva también a vislumbrar las necesidades de protección de algunas poblaciones específicas, así como los desafíos orientados a establecer o restablecer los estándares de protección, en los cuales hay vacíos. Son desafíos en todos los niveles para los actores locales y de la sociedad civil, las políticas públicas, los mismos migrantes y refugiados, las comunidades locales, los medios de comunicación, etc. Nos centraremos en los retos de protección, cuyo principal garante es la institucionalidad colombiana.

De esta manera, el marco de operativización metodológica de la investigación se deriva del marco teórico previamente desarrollado. Se tratará, pues, de una metodología cualitativa que servirá para levantar un diagnóstico de los vacíos de protección de las tres categorías de personas objeto de estudio, en las cuatro dimensiones señaladas, y de las necesidades específicas de algunos grupos vulnerables dentro de las tres categorías mencionadas (los pliegues de vulnerabilidad). Asimismo, un diagnóstico de los retos para la institucionalidad de Colombia, que debe facilitar el acceso de estas categorías a sus derechos, con base en las necesidades de protección identificadas y los vacíos de protección caracterizados.

Es un diagnóstico exploratorio, ya que busca obtener una primera aproximación a la coyuntura migratoria que se ha presentado desde agosto de 2015 en la frontera colombo-venezolana, específicamente en el Norte de Santander, desde un enfoque que ha sido poco utilizado (el de protección de derechos) en los estudios anteriores y con el propósito de abrir el camino para investigaciones posteriores en esta línea y para futuras acciones de formación e incidencia política del JRS Colombia.

De allí la pregunta sobre qué categorías de análisis utilizar para estudiar de manera observable o empírica, en la realidad de la frontera, las cuatro dimensiones escogidas de los vacíos de protección de las tres categorías seleccionadas. Las categorías de análisis y variables de investigación, relacionadas con las dimensiones de los vacíos de protección, serán las siguientes:

Tabla 3. Categorías de análisis y variables de las dimensiones de los vacíos de protección



	
Dimensiones de los vacíos de protección


	
Categorías de análisis


	
Variables 





	
Conceptual-analítica

El nombramiento de las categorías poblacionales desprotegidas en situación de migración forzada y el análisis de la coyuntura migratoria de la frontera desde agosto de 2015




	
1. Nombre o categoría

2. Claves de análisis, lectura, comprensión o interpretación




	
1. Existencia o no de términos (nombres o categorías) para nombrar y catalogar a cada población víctima que enfrenta vacíos de protección:

¿Hay algún nombre u otra categoría semántica para nombrarla? ¿Cuál es? ¿Qué implicaciones tiene sobre la población víctima (invisibilidad, estigmatización, ideologización, parcialización, etc.)?

2. Claves de análisis de las necesidades de protección de dicha población víctima:

¿Desde qué clave se analizan las necesidades de protección de la población víctima? O, en otras palabras, ¿cómo se nombra la situación que enfrenta tal población?





	
Jurídica

El análisis del marco jurídico de los instrumentos legales en diversas escalas




	
1. Instrumentos legales de protección y sus diferentes escalas

2. Interpretación restrictiva o amplia

3. Naturaleza de los instrumentos


	
1. Existencia de instrumentos jurídicos de protección a nivel nacional, regional e internacional, aplicables a la coyuntura

2. ¿Interpretación restrictiva o amplia de los instrumentos existentes? ¿Identificación de los vacíos legales existentes en los instrumentos analizados?

3. Decretos, leyes, resoluciones, declaraciones, comunicados, autos, medidas (Presidencia) u otro(s)





	
Político-institucional

El análisis de la articulación de la arquitectura institucional






	
Articulación de la arquitectura institucional (rol y relación entre instituciones y entre las dos escalas, central y local, de Gobierno) para aplicar los instrumentos y medidas


	
Existencia o no de políticas públicas nacionales (con recursos, condiciones institucionales, capacidad técnica, etc.) y espacios institucionales o interinstitucionales para aplicar los instrumentos y medidas





	
Social

El análisis de las texturas de hospitalidad y solidaridad y de los brotes de discriminación y xenofobia


	
Desafíos para la convivencia e integración local


	
Existencia o no de disposición favorable y mecanismos comunitarios en lo local para la integración social de la población víctima de vacíos de protección de sus derechos y para prevenir discriminación, xenofobia, etc.








Fuente: Elaboración propia

Técnicas de investigación aplicadas

Articuladas con la naturaleza cualitativa de la investigación y las categorías y variables anteriormente definidas para operativizar las dimensiones de los vacíos de protección, las técnicas de investigación que se usarán para recoger información pertinente para ello son las siguientes:

Tabla 4. Técnicas de investigación aplicadas



	
Técnicas de investigación


	
Qué tipo de técnicas


	
Para recoger qué tipo de información


	
Objetivo





	
1. Revisión documental


	
Técnica de lectura y documentación


	
Qué se ha escrito, cómo se ha abordado, analizado, comprendido e interpretado en dichos escritos la coyuntura migratoria de la frontera colombo-venezolana desde agosto de 2015


	
Hacer un estado de arte sobre dos puntos: 1) revisar análisis de contexto sobre la frontera, 2) análisis de los marcos jurídicos y políticos de la situación de las tres poblaciones en estudio, de manera multiescalar





	
2. Entrevistas en profundidad semiestructurada


	
Técnicas de conversación o narración


	
Qué hacen en privado y qué piensan, sienten y creen —más allá de la afiliación institucional— las personas entrevistadas


	
Tener opiniones y valoraciones más profundas de dichos expertos, incorporando y enriqueciendo el diagnóstico con aspectos que no se pueden contemplar a partir de documentos técnicos y posturas oficiales





	
3. Grupos focales


	
Técnicas de conversación o narración


	
Qué hacen en privado y qué piensan, sienten y creen, a partir de la confrontación de opiniones y puntos de vista entre quienes comparten una misma condición o situación personal o grupal


	
Conocer de primera manera cómo los vacíos de protección afectan las vidas de las personas y sus concepciones y vivencias de la frontera y de la migración





	
4. Observación participante


	
Técnicas de observación o participación




	
Qué hace la gente en público


	
Tener un primer acercamiento a la manera como los indígenas de la comunidad yukpa viven su desarraigo y sus problemas de salud y seguridad en Cúcuta; observar cómo venezolanos interactúan con la comunidad y la institucionalidad en Norte de Santander, y cómo estas dos interactúan con los venezolanos (por un lado, hospitalidad, no violencia, aceptación y acogida, por otro hostilidad, indiferencia, rechazo y violencia)








Fuente: Elaboración propia con información de Miguel Valles (2003, 205)

En el marco de la investigación, hicimos la revisión documental de algunos artículos, libros e informes técnicos, escritos desde la academia y otros actores especializados, sobre la coyuntura mencionada de la frontera colombo-venezolana, con el objetivo de buscar y analizar cómo dichos textos pueden aportar a nuestra investigación. También revisamos de manera casi exhaustiva comunicados, decretos, circulares y resoluciones, expedidos por distintas entidades de la institucionalidad colombiana. 

Realizamos en el Norte de Santander once entrevistas semiestructuradas en profundidad a funcionarios de Gobierno y Estado, centros de salud y de acogida de migrantes, organismos internacionales, organizaciones de la sociedad civil y universidades. Completamos dichas entrevistas con dos que hicimos en Bogotá a un funcionario del ACNUR y a un colaborador de la oficina central de Cáritas-Pastoral Social. Además, hicimos cinco grupos focales y recogimos decenas de historias de vida de población con necesidades específicas, tales como madres gestantes y lactantes, migrantes venezolanos en un centro de acogida, niños venezolanos que estudian en un colegio de Cúcuta, líderes de comunidades rurales y barrios urbanos que acogen a personas venezolanas, etc. (véase la tabla 5).

Finalmente, la investigación contó con la observación participante de los miembros de la oficina del JRS Colombia en el Norte de Santander, que han tenido un contacto permanente y privilegiado con las personas que se han acercado a la institucionalidad colombiana para pedir acompañamiento, ayuda, asesoría y orientación. Muchas de estas personas llegan al JRS Colombia, después de haber ido a las instituciones del Estado colombiano a buscar ayuda, pero sin éxito. Como lo explicaremos más adelante, hicimos observación participante con la comunidad indígena yukpa. En esta observación participó el investigador del Instituto Pensar y fue la que más se usó en la investigación.

Estas son las instituciones de proveniencia de quienes fueron entrevistados a profundidad:


	Universidad Simón Bolívar

	Universidad Católica del Táchira

	Defensoría del Pueblo (Norte de Santander)

	OCHA (Norte de Santander)

	Consejo Noruego para Refugiados

	Cancillería Programa Colombia Nos Une

	Personería Municipal de Puerto Santander

	ACNUR (Oficinas de Cúcuta y Bogotá)

	Registraduría Departamental del Norte de Santander

	Urgencias Hospital Erasmos Meoz

	Centro de Migraciones (Escalabrinianos)

	Centro Regulador de Urgencias y Emergencias-CRUE (Instituto Departamental de Salud de Norte de Santander)



Tabla 5. Grupos focales





	
Grupo focal


	
Total de participantes


	
Procedencia





	
Niños, niñas, adolescentes y jóvenes venezolanos de la Institución Educativa Belén


	
12


	
Tres de San Cristóbal- Estado Táchira; uno de Caracas; dos de Maracaibo-Estado Zulia; uno de La Fría-Estado Táchira; uno del Mérida-Estado Mérida; dos de Valencia-Estado de Carabobo; uno del Estado Anzoátegui y uno del Estado Miranda





	
Líderes comunitarios de la zona urbana


	
6


	
Asentamiento la Fortaleza, Barrio Valles del Rodeo, Barrio Manuela Beltrán, Barrio la Divina Pastora, Barrio las Delicias y Vereda La Prosperidad





	
Madres gestantes y lactantes


	
5


	
Puerto la Cruz-Estado Anzoátegui, Estado Miranda, de Colón-Estado Carabobo, Estado Falcón y Estado Zulia





	
Migrantes venezolanos en el Centro de Migraciones


	
8


	
Uno del Estado Táchira, los demás no especificaron el Estado de procedencia de Venezuela





	
Migrantes venezolanos en zona rural


	
8


	
Una familia del Estado Monagas, tres del Estado Táchira, dos de Maracaibo y dos del Estado Zulia








Fuente: Elaboración propia

Consideraciones metodológicas finales

Finalmente quisiéramos hacer unas consideraciones metodológicas para subrayar de modo general la manera cómo aplicamos los instrumentos de investigación. 

El equipo de investigación recorrió Cúcuta y sus periferias, así como los municipios aledaños del Norte de Santander (Puerto Santander y Banco de Arena), para conocer de primera mano la realidad de los migrantes venezolanos y retornados colombianos. Como se puede ver en el mapa adjunto (véase la figura 2), las zonas recorridas son atravesadas por el conflicto armado entre grupos ilegales y por distintas actividades ilícitas; zonas adonde llegan migrantes venezolanos (sin conocer el contexto y de manera desesperada) y adonde no pueden volver retornados colombianos.

Figura 2. Mapa de Norte de Santander

[image: img4.png]

Fuente: La Opinión (2018)



A lo largo del mes de junio de 2018, estuvimos realizando entrevistas en profundidad a especialistas y actores que conocen muy bien la realidad de la frontera. Todos los entrevistados —principalmente aquellos que son también funcionarios del Estado y el Gobierno colombianos, y de organismos internacionales— quisieron mantener su anonimato, ya que consideraron que en las entrevistas con nosotros se aventuraron a dar explicaciones y hacer reflexiones que van más allá de sus funciones en las instituciones que representan. Por este motivo, decidimos no señalar en el texto sus nombres (mucho menos, sus afiliaciones institucionales) en los testimonios u opiniones que nos dieron. 

Con respecto a la observación participante, la aplicamos principalmente a la comunidad indígena yukpa durante aproximadamente dos meses, en el marco de algunas visitas a su establecimiento provisional en el barrio Nuevo Escobar. Quisimos comprender mejor el contexto de esta comunidad al observar ciertas situaciones en estudio —principalmente el desarraigo y las dificultades para vivir, en particular, las dificultades relacionadas con la salud y la seguridad—, ya que los investigadores no hablamos su idioma y los indígenas tienen un conocimiento limitado del español.

Gracias a la labor de acompañamiento que el JRS Colombia viene dando a esta comunidad, los investigadores pudimos ganar el acceso a la comunidad y participar en algunas reuniones de sus miembros con sus caciques. Hicimos una participación pasiva, pero tomamos notas de campo en clave de tener una fotografía de la situación en estudio (Erlandson et al. 1993). Con la observación participante, buscábamos comprender de manera específica el contexto de la salud de los indígenas desde el desarraigo. Nos interesaba, en particular, cómo interpretaban y hacían frente a sus enfermedades y sus situaciones particulares, por ejemplo, el embarazo.

Finalmente, los grupos focales y las historias de vida fueron realizados con la intención de profundizar en la manera cómo los vacíos de protección afectaban a las vidas de algunos grupos vulnerables. En particular, la mayoría de las historias de vida fueron recogidas por colaboradores del JRS Colombia, en el marco de la documentación de casos de migrantes venezolanos y retornados colombianos. Esto nos permitió tener un panorama subjetivo, vital y existencial de los vacíos de protección.

Por otro lado, el grupo focal con los niños, niñas, adolescentes y jóvenes venezolanos nos permitió ahondar en la vivencia profunda de su desarraigo en Colombia. Ellos no tenían palabras para expresar este sentimiento, por ello, realizaron dibujos para intentar representarlo.

Como se evidencia, todos los instrumentos aplicados se realizaron con base en una relación de confianza con los actores. No solo respetamos los protocolos de ética que tienen las dos entidades —Pontificia Universidad Javeriana y Servicio Jesuita a Refugiados (JRS Colombia)— para el trabajo con la gente (que acompañamos), sino que también tratamos de resolver de la mejor manera en el texto lo que Bourdieu identifica como el reto más difícil para estas situaciones, a saber: un sentimiento de inquietud en el momento de hacer públicas ciertas palabras privadas, confidencias recogidas en un vínculo de confianza que solo puede establecerse en la relación entre dos personas (2007, 3).

Notas

1 Entendemos por coyuntura no simplemente un momento transitorio, sino, tal como se plantea en los estudios culturales, un espacio problemático, o una problemática, e incluso una especie de crisis producida por una acumulación/condensación de contradicciones e impugnaciones interpuestas y contrapuestas que afectan una formación nacional-social como un todo (Hall 1988). De manera precisa, una coyuntura es la descripción de una formación social como fracturada y conflictiva, a lo largo de varios ejes, pianos y escalas, que busca constantemente equilibrios temporales o estabilidades estructurales a través de una variedad de prácticas y procesos de lucha y negociación. Es el producto complejo de múltiples líneas de fuerza, determinación y resistencia, con diferentes temporalidades y espacialidades. Sin embargo, una coyuntura debe ser construida, narrada, fabricada (Grossberg 2012). La coyuntura que queremos construir, narrar y fabricar en esta investigación es la problemática de la desprotección de derechos humanos en el Norte de Santander que tiene una temporalidad de larga duración histórico-estructural —que incluso comienza desde antes de las independencias de ambos países— y también una temporalidad de corta duración —que inicia con la migración masiva de venezolanos y retornados colombianos desde agosto de 2015—. Además, tiene una espacialidad amplia que cubre la frontera colombo-venezolana y sus borderlands (por ejemplo, aquellas con las comunidades indígenas binacionales), y otra espacialidad específica que se concreta en el Norte de Santander. Construimos nuestra coyuntura en los intersticios entre estas diferentes temporalidades y espacialidades, aunque nos centramos en el Norte de Santander en el periodo que inicia desde agosto de 2015 hasta el 31 de julio de 2018.



2 En esta parte del texto centrada en la frontera como concepto, nos basamos en varios textos de Étienne Balibar, principalmente en aquellos artículos, reflexiones e intervenciones del filósofo francés que están recogidos en su libro Nosotros, ¿ciudadanos de Europa?



3 Por ejemplo, en el documento CONPES 3805, el Gobierno colombiano de Juan Manuel Santos señala que las fronteras nacionales son más que una línea divisoria o limítrofe y se definen como un territorio complejo, marcado por las relaciones internas y con los países vecinos (2014, 14). 



4 En esta parte del texto enfocada en la realidad histórica de la frontera colombo-venezolana, nos basamos en los diferentes escritos de la académica colombiana Socorro Ramírez, entre ellos: Ecuador: miradas binacionales. Bogotá: IEPRI y Academia Diplomática; 2008. Venezuela hoy: miradas binacionales. Bogotá: IEPRI de la Universidad Nacional de Colombia y Universidad del Rosario; 2009. Colombia-Ecuador: políticas de desarrollo y paz para la frontera. Bogotá: IEPRI de la Universidad Nacional de Colombia, OEA y PNUD; Ramírez, Socorro y José María Cadenas, ed. 2006. Colombia y Venezuela: retos de la convivencia. Bogotá: Grupo Académico Colombia-Venezuela, IEPRI de la Universidad Nacional de Colombia y Caracas: Centro de Estudios de América de la Universidad Central de Venezuela; Ramírez, Socorro y Cesar Montufar, ed. 2007. Colombia - Ecuador: cercanos y distantes. Bogotá: IEPRI de la Universidad Nacional de Colombia y Universidad Andina Simón Bolívar.



5 Vale subrayar que el tema del contrabando ha sido el objeto de estudio de las principales universidades de la frontera colombo-venezolana. Los estudios más recientes sobre el tema son los siguientes: Albornoz Arias, Neida Coromoto, Rina Mazuera Arias y Carolina Ramírez Martínez. 2016. . Cúcuta: Ediciones Universidad Simón Bolívar; Albornoz Arias, Neida Coromoto ., ed. 2017. Maracaibo: Ediciones Astro Data; Mazuera Arias, Rina . 2017. . Maracaibo: Ediciones Astro Data.



6 Uno de estos diagnósticos fue hecho por el mismo Gobierno colombiano de Juan Manuel Santos en el documento del Consejo Nacional de Política Económica y Social, CONPES, 3805 del 10 mayo de 2014.



7 Recordemos que la fecha de agosto de 2015 marcó un parteaguas en la historia reciente de la relación entre Colombia y Venezuela, luego de la decisión unilateral (tomada el 21 de agosto de 2015) del presidente venezolano Nicolás Maduro de cerrar la frontera entre ambos países, declarar el estado de excepción en los estados limítrofes y ordenar la deportación masiva de ciudadanos colombianos (estimados a más de 20 000) para estabilizar la situación de la frontera y luchar contra el paramilitarismo.



8 El ACNUR subraya lo siguiente: Una persona apátrida es aquella que no es nacional de ningún Estado. La nacionalidad es el vínculo jurídico entre un sujeto y el Estado, del que se derivan derechos y obligaciones, como el que los Estados deben proteger a sus nacionales (ACNUR 2015).



9 Ley 43 de 1993. Por medio de la cual se establecen las normas relativas a la adquisición, renuncia, pérdida y recuperación de la nacionalidad colombiana; se desarrolla el numeral séptimo del artículo 40 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones. 1.° de febrero de 1993. Diario Oficial n.º 40 735.



10 La OIM define los flujos mixtos como movimientos de población complejos, que incluyen a refugiados, solicitantes de asilo, migrantes económicos y otros migrantes. Esencialmente, los flujos mixtos están relacionados con movimientos irregulares, en los que con frecuencia hay migración de tránsito, con personas que viajan sin la documentación necesaria, atraviesan fronteras y llegan a su destino sin autorización. Dichos movimientos tienen lugar en todas partes del mundo y también despiertan mucho interés en el público en general, especialmente cuando ocurren tragedias, debido a las peligrosas condiciones a las que se enfrentan los migrantes en situación de tránsito, en el mar o en regiones fronterizas. Los flujos migratorios mixtos irregulares son un reto considerable para los Estados, no solo porque violan su prerrogativa soberana de determinar qué ciudadanos no nacionales pueden entrar en su territorio y bajo qué condiciones, sino también porque las personas que participan en esos movimientos son más propensas a sufrir privaciones, violaciones de derechos humanos y discriminación, y requieren por ello asistencia individualizada y especial (OIM 2009, 1).



11 Para más información, véase el sitio web de IASFM en el siguiente enlace: http://iasfm.org/ 



12 Para un debate en profundidad sobre el tema, véase Louidor 2017.



13 Esta categoría, concepto de nivel intermedio, ha sido planteada y desarrollada por Alejandro Portes en múltiples textos. Sin embargo, el más reciente donde la renueva es el siguiente: Portes, Alejandro. 2010. . Princeton: Princeton University Press.



14 La necesidad de protección internacional surge cuando una persona se encuentra fuera de su propio país y no puede regresar a él porque estaría en peligro, y su país no puede o no quiere protegerla. Los riesgos que dan origen a una necesidad de protección internacional incluyen clásicamente los de persecución, amenazas a la vida, libertad o integridad física derivadas de conflictos armados, graves desórdenes públicos o diferentes situaciones de violencia. Otros riesgos pueden surgir de: hambruna vinculada con situaciones de conflicto armado; desastres naturales o antropogénicos; así como la apatridia. Con frecuencia, estos elementos están interrelacionados y se manifiestan con el desplazamiento forzado (ACNUR 2017, 1).



15 Estas son preguntas que hemos recogido en distintas sesiones de reunión entre los miembros del JRS Colombia y también con miembros de otras instituciones en Cúcuta.


CLAVES DE ANÁLISIS, GRISES Y PUNTOS CIEGOS EN TORNO A LA COYUNTURA MIGRATORIA DE LA FRONTERA COLOMBO-VENEZOLANA

El segundo capítulo presenta: 1) algunas visiones y concepciones de actores institucionales entrevistados en torno a la coyuntura migratoria que se ha enfrentado en la frontera colombo-venezolana, desde agosto de 2015, a través de claves de análisis, grises y puntos ciegos que evidencian la extrema complejidad y dificultad para alcanzar una adecuada comprensión de dicha coyuntura, y 2) el análisis multiescalar de los instrumentos jurídicos de protección, a nivel internacional, regional y nacional, que podrían o deberían ser utilizados para enfrentar la desprotección de los derechos humanos de los tres grupos objeto de estudio.

INTRODUCCIÓN

Aunque siempre ha sido invisibilizada la mayor parte del tiempo, en periodos de tensiones diplomáticas entre los Gobiernos de Venezuela y Colombia y de crisis migratorias muy notorias, la frontera colombo-venezolana ha llamado la atención de medios de comunicación y del conjunto de la sociedad de ambos países. Por ejemplo, la coyuntura que investigamos, desde agosto de 2015 hasta el 31 de julio de 2018, ha sido uno de los pocos momentos que ha mantenido en alerta a la prensa y la sociedad de ambos países.

En el presente capítulo, en un primer momento presentaremos un plexo de visiones y concepciones que se ha movilizado para dar cuenta de la complejidad de la coyuntura migratoria mencionada en la frontera colombo-venezolana. En un segundo momento, articulamos un análisis jurídico multiescalar en términos de identificar los principales instrumentos legales a nivel internacional, regional y nacional, que constituyen el marco de protección de derechos humanos, el punto de partida epistemológico de nuestra investigación, y que, idealmente, podrían o deberían ser aplicados para hacer frente a la coyuntura migratoria mencionada.

MÚLTIPLES VISIONES DE LA COYUNTURA MIGRATORIA ACTUAL EN LA FRONTERA

De la revisión documental y las entrevistas semiestructuradas que hicimos en la investigación, encontramos muchas visiones y concepciones de la frontera colombo-venezolana, en particular, de la coyuntura migratoria que se vive allí desde agosto de 2015. Dichas visiones y concepciones nos permitieron, entre otras cosas, contrastar nuestras propias prenociones como investigadores y, sobre todo, evidenciar la complejidad de dicha coyuntura y la dificultad de comprenderla.

Claves de lectura

A partir de dichas entrevistas, identificamos una serie de claves, desde las cuales se ha analizado la problemática de la frontera en esta coyuntura actual. Agrupamos de esta manera las lecturas articuladas, desde las siguientes claves de análisis (véase la tabla 6):


	La clave económica, que ve como principal reto de la frontera la necesidad de generar empleo y seguridad.1 

	La clave de seguridad, planteada en términos de que la seguridad atraerá inversión y reducirá el impacto del conflicto armado.2

	La clave enfocada en facilitar el acceso a derechos al fortalecer la protección de los derechos y de la dignidad humana de todas y todos sin excepción. Esta clave insiste mucho en el acceso al derecho de la documentación como la puerta de entrada a todos los demás derechos (salud, educación, trabajo, etc.).

	La clave que señala la necesidad de crear y aplicar medidas de reglamentación y sensibilización masiva para concretar el acceso a derechos.

	La clave regional, según la cual la coyuntura migratoria que se vive en la frontera es parte de una crisis de la migración venezolana en toda la región de América Latina y el Caribe, y más allá, en Norteamérica y Europa.

	La clave centrada en las serias dificultades institucionales para facilitar el acceso de colombianos a rutas establecidas para el retorno.

	La clave que resalta la dificultad de identificar a aquellas personas venezolanas en necesidad de protección en los flujos mixtos que llegan a la frontera.

	La clave enfocada en la necesidad de adoptar una visión a largo plazo y de búsqueda de soluciones duraderas, en particular sobre los problemas de documentación.

	La clave que insiste en lo limitado y reducido que resulta el acceso a derechos y servicios, en particular para la salud.

	La clave planteada en términos de reconocer la necesidad de asistencia humanitaria en la frontera. 



Tabla 6. Claves de análisis



	
Seguridad


	
Acceso a derechos





	
Economía


	
Clave regional - América





	
Problemas de reglamentación y dificultades institucionales


	
Flujos mixtos





	
Asistencia Humanitaria


	
Falta de visión a largo plazo y soluciones duraderas






Fuente: Elaboración propia

Se podría sugerir que las claves de análisis que más se mencionan son estas dos, que evidentemente se oponen: la de seguridad y aquella del acceso a derechos. Sin embargo, no podemos concluir que hay una polarización entre las claves o visiones expresadas, ya que hallamos un gran número de puntos de vista que matizan y complejizan los retos y problemas fundamentales que, según los entrevistados, enfrenta la frontera. 

Sorprende mucho que las lecturas que se articulan sobre la frontera no se presenten en blanco y negro, sino que señalan muchos grises —que oscilan, transitan y confluyen entre las dicotomías y los extremos— de la compleja coyuntura que se vive desde agosto de 2015 en la frontera y varios puntos ciegos, que impiden lograr una correcta y completa comprensión de dicha coyuntura. 

Grises de la compleja coyuntura

Los extremos o dicotomías, entre los cuales se perciben grises, se relacionan con, entre otros:


	Fenómenos que se siguen produciendo en la frontera, pero que cada vez más pasan desapercibidos y no encajan en una sola perspectiva, tal como la situación de los migrantes pendulares, en particular aquellos que no quieren dejar Venezuela (hasta ahora), tampoco desean emigrar y residir en Colombia: van y vienen de Venezuela a Colombia (no es ni inmigración ni emigración).

	Prácticas que siguen despistando a quienes quieren comprender lo que está pasando en la frontera. Por ejemplo, el hecho de investigar y gobernar la frontera desde los grandes centros de poder —Bogotá y Caracas—, sin tener en cuenta la voz y la realidad de la misma frontera, que son reivindicadas por autoridades, entidades y poblaciones locales (centralismo versus regionalismo).

	Planteos parciales de los problemas de la actual coyuntura de la frontera, que no miran el carácter o trasfondo estructural e histórico de dichos problemas. Por ejemplo, las dificultades que siempre han existido allí para el acceso a servicios básicos tales como la salud (visión histórico-estructural versus visión coyuntural).

	Falta de sensibilidad frente a los nuevos retos de la frontera. Por ejemplo, la poca experiencia y experticia de Colombia como país receptor de migrantes o las condiciones difíciles (persistencia de la violencia y el conflicto armado, sumado a la llegada masiva de inmigrantes venezolanos) en las que se está dando el retorno de los colombianos. Se critica el que esta nueva coyuntura sea analizada con las mismas claves clásicas o tradicionales (novedad versus lo tradicional).

	Asimilación de discursos y formas de comprensión de la migración forzada desde la perspectiva globalizada de las narrativas europeas y de los países del norte que obvian la tradición de protección que ha existido en la región (caso del éxodo colombiano), descontextualizan y deslocalizan el fenómeno mixto venezolano desde las perspectivas propias y particulares. 

	Influencia de las tensas relaciones políticas y diplomáticas entre los dos Gobiernos, y la forma como dicha tensión captura o instrumentaliza las posibilidades de respuesta humanitaria. Un claro ejemplo de este asunto es que sea el Ministerio de Relaciones Exteriores el que asume el liderazgo de la respuesta.



Estos son grises que impiden mirar la frontera desde un solo punto de vista. Por el contrario, exigen una variedad de puntos de vista, que entran a menudo en conflicto y que no siempre encajan en una perspectiva más amplia o conciliadora.

Puntos ciegos

Además de los grises señalados, que varían, diversifican y traslapan las visiones y concepciones de esta coyuntura migratoria, algunos entrevistados dejan claro la necesidad de integrar distintas claves de análisis (las que se dejan articular) y, sobre todo, superar puntos ciegos para comprender lo que está pasando en la frontera.

Por ejemplo, una de las académicas entrevistadas en Cúcuta resaltó la necesidad de incorporar varias miradas al señalar lo siguiente:

[…] cuando tú dices cuáles son los retos fundamentales que tiene esta frontera, pues efectivamente implica soluciones desde diferentes enfoques, es decir, no es solamente lo económico, la inversión privada, no [son] solamente incentivos, sino también es una parte de seguridad; pues si no hay seguridad la gente no va a invertir, el resto de colombianos o extranjeros no lo [van] a hacer porque, bueno, está la guerrilla, está la extorsión […] (Anónimo, datos sin publicar, 16 de mayo de 2018)

Sin embargo, lo que más llama la atención es que varios entrevistados subrayan una serie de problemas que no permiten capturar la complejidad de la coyuntura de la frontera. Son como puntos ciegos, de los cuales no somos conscientes, pero que inciden en la dificultad de lograr una correcta comprensión. Identificamos algunos de esos puntos ciegos.

Un entrevistado subrayó como uno de los grandes puntos ciegos la incongruencia del Gobierno colombiano, que pronuncia discursos de solidaridad con los colombianos retornados y con los migrantes venezolanos, pero dichos discursos no se ven reflejados en medidas concretas, administrativas, presupuestales, aterrizadas en y articuladas con lo local. Por esto, explicó el entrevistado, esta incongruencia entre el discurso de solidaridad y la realidad o lo cotidiano en la frontera pone un velo de confusión y no deja ver lo que pasa realmente con el acceso de los extranjeros a servicios, por ejemplo, salud y educación. Afirmó lo siguiente:

En cuanto al tema de acceso a derechos de todas las personas que están llegando de Venezuela, de los venezolanos con necesidades humanitarias, pues poder ahondar eso […] cómo ese discurso de Estado, pues si Santos todo el tiempo dice sí somos un país solidario, que estamos aquí abiertos para recibirlos, pero que se pudiera ver en detalle si eso es verdad, porque, pues no, no es verdad. No podemos ser solidarios en un país en el que ponen todas las trabas del mundo para dar atención en salud a un extranjero que está de manera irregular […] no es solidario un país que, a pesar de que genera una circular por ahí, no hacen lo posible para sensibilizar a todos los rectores del país, y decirles: ¡Hey!, hay que recibir a los niños venezolanos y es en serio. Si no, usted tiene unas sanciones porque usted es un funcionario público y usted no puede vulnerar derechos […] O sea, esa solidaridad es muy en el discurso, pero en la realidad no está. (Anónimo, datos sin publicar, 18 de mayo de 2018)

Otro entrevistado resalta cómo la problemática migratoria que Colombia está enfrentando hoy con los venezolanos está siendo cada vez más abordada, por ejemplo, por la Corte Constitucional, de la misma manera como fue afrontado el tema del desplazamiento forzado interno, hace veinte años. El punto ciego consiste en que no se ha podido ver que se está tomando el modelo del desplazamiento forzado interno para aplicar a la problemática de la migración venezolana. Al respecto, el entrevistado señaló lo siguiente:

Mira […] en el 2001-2002, yo estaba trabajando con los desplazados, recién arrancaba la política del desplazamiento. Para mí, es idéntico coger el modelo, entonces ¿qué está pasando? Yo siempre digo, si nosotros queremos analizar la política migratoria, tenemos que ir al análisis de lo que pasó en el desplazamiento forzado. ¿En qué sentido? Cuando el funcionario no sabía cómo atender un desplazado, cuando no había política pública para desplazamiento, cuando la ley 387 de 1997 todavía no se confirmaba ni había decretos parlamentarios, luego entonces a raíz de todos esos vacíos la Corte Constitucional declara el estado de cosas inconstitucional, que no demora en hacerlo [...] [La Corte Constitucional] no declaró esta vez estado de cosas inconstitucional, pero no demora ya la Corte Constitucional a sacar fallos, a ordenar, en fin, al vacío institucional y legislativo […] y eso va a suceder, por eso los fallos de la prostitución, los fallos de los niños, los fallos de la educación, de los riesgos de apatridia. La Corte Constitucional va a tomar el mismo modelo que tomó en el desplazamiento. (Anónimo, datos sin publicar, 17 de mayo de 2018)

Varios entrevistados llamaron la atención sobre los riesgos que existen con la persistencia del conflicto armado en el departamento del Norte de Santander, dada la amenaza de que los grupos armados ilegales recluten a migrantes venezolanos para la siembra de la coca y la perpetración de actos violentos. Uno de los entrevistados opinó sobre cómo la cucutización de la emergencia en la frontera no deja ver más allá de Cúcuta, para darse cuenta de los riesgos y las amenazas relacionados con la internacionalización del conflicto armado con la eventual participación de migrantes venezolanos. Explicó lo siguiente:

Claro, hay algo que nosotros llamamos descucutizar la emergencia, comprender que no todo pasa en Cúcuta y su área metropolitana. Pasa en Arauca, en La Guajira, en Colombia. Tenemos un territorio como el Catatumbo, donde el mayor riesgo es de protección por reclutamiento tanto de colombianos como venezolanos. Lo que yo veo es que va a haber dentro de poco una internacionalización del conflicto armado colombiano. El venezolano que no sabía cómo hacer coca, cómo procesarla, ahora sepa hacerlo, logrando tener rutas, plantaciones, igual con el uso de las armas. […] Es ver cómo ese conflicto interno colombiano se internacionaliza a territorio venezolano. Yo no digo que no existieran ya en Venezuela estas problemáticas, pero es como las personas del común que migraron por hambre se [acercan] a las economías ilícitas, [y el] conflicto armado interno empieza a coger un valor agregado que antes no tenía. (Anónimo, datos sin publicar, 17 de mayo de 2018)

Finalmente, vale subrayar la referencia de casi todos los entrevistados a la negativa del Gobierno colombiano del presidente Juan Manuel Santos a reconocer la existencia de una crisis humanitaria en el Norte de Santander como uno —incluso, el principal— de los puntos ciegos para la comprensión y la intervención en cuanto a la complejidad de esta coyuntura. Los testimonios de los entrevistados fueron unánimes. A continuación, algunos de estos testimonios:

El año pasado, en una mesa con donantes en una reunión con el PMU [Puesto de Mando Unificado] en diciembre, el PMU comenzó diciendo que no reconoce que aquí hay una emergencia [...] No hay crisis, tenemos todo listo [...] nos enseñaron un salón de carpas de provisiones y terminaron su presentación en que nos iban a ayudar. Pero, los donantes dijeron, si no hay crisis, ni emergencia, que entonces para qué nos necesitan, si lo tienen controlado. Nuestra pelea siempre fue porque ellos decían que no va a haber crisis. Ellos tenían la idea de que la crisis era que llegaran los 20 000 venezolanos todos en combo. Pero ya están aquí los 20 000, pero no llegaron en combo, pero ¡están aquí! ¿Cuándo vamos a decir que hay una crisis? (Anónimo, datos sin publicar, 17 de mayo de 2018) 

El Estado dice por su parte que es normal, que no pasa nada. Nosotros sí internamente lo decidimos [declarar la crisis humanitaria en la frontera], para poder mover personal, recursos, porque ahorita nosotros tenemos una epidemióloga que viene de Estados Unidos para ayudarnos con todo el tema de frontera y nosotros tenemos por ahí una alerta debajo de la mesa, porque los casos de malaria se están subiendo de una forma abrupta. (Anónimo, datos sin publicar, 6 de junio de 2018) 

Resulta que la nación [referencia al Gobierno central] se ha encargado de decir: Aquí no está pasando nada, aquí lo que hay es un interflujo migratorio, y por lo tanto no hay una condición de emergencia. Sin embargo, para nosotros como sector salud, según los parámetros internacionales, la hemos clasificado como una emergencia compleja, ya que comprende toda situación grave de carácter humanitario, sea política, social, económica, que se pueda presentar. De los 2900 km que compartimos nosotros de la frontera, tenemos cuatro pasos de personas que son internacionales, pero tenemos más de 150 trochas […] que a cualquier parte del departamento ellos pueden ingresar sin ningún inconveniente, haciendo prácticas de venta, no informan que tienen que ver con el contrabando y otras que se derivan, este fue el panorama del 2015. (Anónimo, datos sin publicar, 6 de junio de 2018) 

Tenemos una concepción que se ha manejado desde el PMU donde se ha dicho como que tampoco podemos generar mucha miel. O sea, si yo dejo una estructura destinada para garantizar una prestación del servicio, pues es muy probable que eso genere la posibilidad de que eso aumente la migración y eso es lo que maneja el PMU. Si yo ahorita que no estoy dando nada, se vienen, ¿cómo será cuando yo empiece a brindar algo? Entonces se vendrán más y eso es parte de los conceptos que el PMU maneja. (Anónimo, datos sin publicar, 6 de junio de 2018)

En resumen, si bien las visiones y concepciones que tienen los distintos actores de la frontera colombo-venezolana hacen una referencia mayor a la seguridad y al acceso a derechos como dos principales claves de análisis de esta compleja coyuntura migratoria, subyace la idea de que dicha coyuntura es compleja porque no todo es blanco y negro. Existen grises y puntos ciegos que empañan una correcta comprensión y, por lo tanto, obligan a hacer un gran ejercicio de análisis de contexto. ¿Dónde ubicamos nuestra propia comprensión de la coyuntura migratoria de la frontera?

ANÁLISIS MULTIESCALAR DE LOS INSTRUMENTOS JURÍDICOS

Frente a esta complejidad de distintas visiones y puntos ciegos con respecto a la dificultad —y por lo tanto, la necesidad de hacer un gran esfuerzo analítico— para comprender la coyuntura migratoria que se viene viviendo desde agosto de 2015 en la frontera colombo-venezolana y, en particular, la situación de desprotección de las personas en situación de migración forzada, nos podemos preguntar sobre los instrumentos jurídicos a nivel internacional, regional y nacional que existen en la actualidad para proteger los derechos humanos de estas personas. Allí es donde esencialmente ubicamos nuestra comprensión de dicha coyuntura migratoria. Pero antes, veamos cómo los distintos textos escritos sobre la coyuntura de la frontera abordan de manera residual dicho enfoque de protección de derechos.

Un estado de arte dominado por textos sobre economía, comercio y contrabando

Para empezar, los resultados de la revisión documental que hicimos, a través de la lectura de un muestreo, significativo, mas no exhaustivo, de artículos y otros textos de investigación sobre la actual coyuntura,3 evidencian una carencia o una no profusión del enfoque de derechos o de protección de derechos en el análisis de dicha coyuntura.

La mayoría de los textos revisados se enfocan en dar a conocer y describir la situación coyuntural de la frontera, pero de fondo muestran poca profundización en lo que se está haciendo o lo que se va a hacer y se puede hacer para abordar los problemas de la frontera desde el enfoque de protección. Por lo tanto, las recomendaciones y conclusiones apuntan más bien a soluciones generales, centradas en la necesidad de una política pública y acuerdos bilaterales para el comercio binacional, la seguridad, la migración, la lucha contra el contrabando, etc. Hay un especial énfasis de la mayoría de dichos textos revisados en los temas de economía, comercio, contrabando y corrupción, por encima de otros temas, tales como la situación psicológica y ambiental que ha desencadenado la problemática de la frontera, los mecanismos de protección que se están implementando para garantizar los derechos de las personas que están llegando allí y la evaluación o el balance de las políticas públicas con respecto al tema migratorio. 

Es importante resaltar la diversidad de informes, boletines y notas que diferentes organizaciones e instituciones han estado emitiendo para hacer seguimiento con respecto a la situación humanitaria de la frontera. Los boletines han buscado actualizar y reconocer qué es lo que está pasando en la frontera y qué derechos siguen siendo vulnerados o no están siendo garantizados en su totalidad. De igual forma, hacen recomendaciones constantes de acciones que las entidades gubernamentales y estatales deben optar o seguir reforzando para velar por los derechos humanos de la población migrante y retornada colombiana. La mayoría de dichos informes buscan juntar toda la información que distintos organismos vienen trabajando en la frontera, tales como Defensoría del Pueblo, ACNUR, JRS, Diócesis de Cúcuta, CNR, PMA, Scalabrinianos, OIM, entre otras, con el fin de hacer declaraciones y acciones de incidencia política más acertadas y completas sobre el contexto (véase la tabla 7). Finalmente, vale subrayar un gran número de declaraciones de posicionamiento público o informes humanitarios que distintas entidades de la sociedad civil han hecho de manera individual sobre la situación en la frontera colombo-venezolana.4 

Además, las organizaciones de defensa de derechos humanos se han dedicado a documentar los casos de violaciones a los derechos humanos, principalmente por la negación de accesos a servicios y derechos contra migrantes venezolanos, en particular en la frontera colombo-venezolana. Por esto, se han convertido en interlocutores principales ante la Corte Constitucional colombiana y esta corte las nombra en varias de las sentencias que viene emitiendo sobre la materia. De las organizaciones que sobresalen son: Centro de Estudios Derecho, Justicia y Sociedad (DeJusticia), Asociación de Migrantes de Venezuela (Asovenezuela), Programa Venezolano de Educación-Acción en Derechos Humanos (PROVEA), la Coalición de Organizaciones por el Derecho a la Salud y la Vida (CodeVida), Women´s Link Worldwide (WLW), Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento (CODHES), FUNDACOLVEN, Amnistía Internacional y Human Rigths Watch.

En medio de este panorama diverso y rico de textos sobre distintas aristas de la coyuntura migratoria de la frontera, nuestro estudio se enfoca en identificar y analizar los vacíos de protección que enfrentan tres categorías de personas en movilidad forzada en la frontera colombo-venezolana, así como sus necesidades de protección desde la especificidad de sus vulnerabilidades y los retos de protección que plantean esencialmente para la política pública de Colombia. 

Tabla 7. Textos revisados



	
Nombre


	
Autor


	
Año





	
El diferencial cambiario en la frontera Norte de Santander, Colombia y Venezuela. ¿La economía o la política?


	
Jhon Antuny Pabón León, Liliana Marcela Bastos Osorio, Johanna Milena Mogrojevo Andrade


	
2015





	
Informe: Situación humanitaria en frontera colombo-venezolana (Norte de Santander). Total de informes: 12


	
OCHA


	
Desde 2015 a 2018





	
Informe: Crisis humanitaria en la frontera y la respuesta de Naciones Unidas


	
PNUD


	
Septiembre de 2015





	
Frontera cerrada: consecuencias y perspectivas


	
María Teresa Belandría


	
2016





	
Las políticas públicas en el contexto fronterizo de Norte de Santander


	
Liliana Marcela Bastos, Lucy Gómez, Johanna Milena Mogrojevo Andrade


	
2016





	
Idas y venidas: el flujo migratorio entre Colombia y Venezuela 1999-2015 


	
Gladys Pacheco Ríos 


	
2016





	
El impacto migratorio y de seguridad en Colombia por el colapso de Venezuela 


	
Evan Ellis


	
2017





	
Factores estatales que inciden en la problemática de la frontera Cúcuta-Ureña, San Antonio


	
Mayra Farley Morena Mesa


	
2017





	
Dinámica fronteriza: entre la construcción y la reconstrucción social 


	
Víctor Inciarte


	
2017





	
Boletín informativo sobre la dinámica de la frontera: Norte de Santander 


	
UMAIC


	
Abril de 2017





	
Informe Flash MIRA: Municipio de Cúcuta, situación de frontera: Asentamientos Humanos 


	
Equipo Humanitario Cúcuta


	
Mayo de 2017





	
Boletín informativo sobre la dinámica de la frontera: Norte de Santander 


	
UMAIC


	
Junio de 2017





	
Informe contexto frontera colombo-venezolana 2017 


	
Servicio Jesuita a Refugiados — Oficina Regional para Latinoamérica y el Caribe


	
2017-2018





	
Mensajes claves frontera ELC NDS: visita presidencial


	
Equipo Local de Coordinación: Norte de Santander


	
2018





	
Nota de orientación sobre el flujo de venezolanos 


	
ACNUR


	
Marzo de 2018





	
Comunicado a la opinión pública nacional e internacional: ESMAD inicia procedimiento de desalojo contra la comunidad indígena Yukpa en sector del Escobal y Puente Internacional en Cúcuta


	
ONIC


	
Marzo de 2018





	
Petición informe, procedimientos y acciones realizados para atender situación de emergencia de población yukpa nacidos en Venezuela, ubicados en el sector del Escobal y Puente Internacional Simón Bolívar en Cúcuta


	
ONIC


	
Marzo de 2018





	
Informe sobre la movilidad humana venezolana: realidades y perspectivas de quienes emigran 


	
Yovanny Bermúdez S. J. (SJR, Venezuela), Rina Mazuera Arias, Neida Albornoz Arias y Miguel Ángel Morffe Peraza


	
9 de abril a 6 de mayo de 2018








Fuente: Elaboración propia



Nuestra investigación habla el lenguaje de la protección de derechos humanos desde tres categorías conceptuales: vacíos, necesidades y retos de protección. Busca aportar a la comprensión de la realidad de la desprotección, frente a la cual la institucionalidad colombiana ha brindado respuestas que no han logrado abordar dicha realidad desde el enfoque de protección, centrado en los derechos humanos. Estos son, de acuerdo con la doctrina del derecho internacional de los derechos humanos, universales (van más allá del origen nacional y de cualquier otra limitación específica), integrales (son un todo) y buscan la dignificación de la vida del ser humano (ONU 1948).

Al hablar de vacíos de protección, aparece en primer lugar la dimensión jurídica, en concreto, los factores jurídicos que hacen referencia a la existencia (o no), la interpretación (amplia o restringida) y las condiciones de aplicación de los instrumentos legales (de protección) en las tres escalas: internacional, regional y nacional. Entonces, ¿cuáles son los marcos legales de protección de los derechos humanos de la población migrante, en particular, los inmigrantes y los retornados, en Colombia? Para responder a esta pregunta, articulamos enseguida un análisis jurídico multiescalar, luego de presentar a grandes rasgos una pequeña historia de la política migratoria colombiana.

Inicios de la política migratoria colombiana

Los inicios de la política migratoria de Colombia datan del año 2003 aproximadamente, con la creación de la Comisión Nacional Intersectorial de Migración por el Decreto 1239 de 2003,5 firmado por el expresidente Álvaro Uribe Vélez. Si bien esta política iniciada no incorporó ni elementos de derechos humanos ni el enfoque de protección a lo largo de los dos mandatos del expresidente mencionado, sí tiene elementos valiosos que vale subrayar.

El primer aspecto loable de esta iniciativa gubernamental es que reconoció que tener una política migratoria es parte de una necesidad institucional que hay que satisfacer para atender a la población colombiana en el exterior. Sin embargo, vale matizar que esta iniciativa se dio desde una fuerte estigmatización contra los refugiados y exiliados de la guerra, en particular las víctimas del paramilitarismo y de los actores del Estado (Iranzo Dosdad y Louidor 2018). Un segundo aspecto interesante de esa política migratoria fue la creación de una comisión especial con funciones muy técnicas que debían, por ejemplo, promover estudios relacionados con las necesidades sociales, demográficas, económicas, científicas, culturales, de seguridad, de orden público y sanitario y estudios sobre profesiones que sean consideradas como de utilidad o beneficio para el país, o que promuevan el fortalecimiento de la comunidad de investigadores en el país.6 

Además, planteó por primera vez la situación de los colombianos en el exterior y la necesidad de revincularlos con el país y orientarlos respecto de estrategias en torno a los derechos de la protección y seguridad social, a fin de preservar la historia laboral y demás beneficios a que pueden acceder los trabajadores.7 

Un tercer aspecto igualmente interesante consiste en que esa política migratoria debió fincarse en los acuerdos o tratados y demás compromisos internacionales adquiridos por Colombia, con incidencia en el tema migratorio, para velar por su aplicación.8 Quizás lo que más se debe resaltar del Decreto 1239 mencionado sea el hecho de que por primera vez un Gobierno colombiano plantee la necesidad de dotar a Colombia de una política migratoria y, para tal efecto, crea una comisión para diseñar dicha política, con base en un diagnóstico bastante bien documentado y en la revisión de acuerdos y tratados internacionales firmados por el país en la materia.

Sin embargo, esa iniciativa loable adoleció seriamente de un enfoque de derechos humanos y de protección de estos. Del mismo modo, brilló por su ausencia la referencia a cientos de miles de refugiados colombianos, que tuvieron que huir del país a raíz del conflicto armado entre el Estado y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) y de la violencia de los paramilitares (Iranzo Dosdad y Louidor 2018). Vale subrayar que, además del Decreto 1239, el Gobierno del expresidente Álvaro Uribe Vélez impulsó la elaboración de un documento maestro de la Política Integral Migratoria (PIM), que fue sometido el 24 de agosto de 2009 a consideración del Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES). Dicho documento, llamado Documento CONPES 3603 de 2009,9 dio un paso más al definir para dicha política migratoria integral (anunciada por el decreto mencionado) los lineamientos, estrategias y acciones de intervención para los colombianos que viven en el exterior y los extranjeros que residen en el país, desde dos enfoques: 1) dar un tratamiento integral a cada una de las dimensiones de desarrollo de esta población y 2) mejorar la efectividad de los instrumentos utilizados para la implementación de estrategias y programas referentes a la población migrante.

Sin embargo, había que esperar el inicio del mandato del Gobierno de Juan Manuel Santos, que dio un giro a la política migratoria, desde su visión de convertir a Colombia en un polo de desarrollo. La migración fue parte intrínseca de la imagen que dicho Gobierno se propuso vender como muestra de que el país ya estaba listo para entrar en los grandes escenarios de la globalización, como la OCDE, tal como lo plantea el Plan Nacional de Desarrollo (2010-2014). Para esto, incorporó el derecho internacional de los derechos en todos los campos de su actuación, incluida la migración. El optimismo de dicho Gobierno se manifiesta desde el primer párrafo del mencionado documento:

El contexto histórico que enmarca este Plan Nacional de Desarrollo es diferente al de otras administraciones. Estamos frente a un optimismo auténtico en nuestro futuro, una confianza incomparable en las potencialidades del país y una imagen en el exterior que es claramente positiva. De ser percibidos en el mundo como un Estado fallido nos convertimos en una economía emergente, atractiva para la inversión y para el turismo. Pasamos además a formar parte, desde hace poco, de un selecto grupo de naciones, los CIVETS —Colombia, Indonesia, Vietnam, Egipto, Turquía y Suráfrica—, percibidas en el planeta como economías con grandes expectativas de crecimiento para las próximas décadas. Adicionalmente, hemos iniciado el proceso para ingresar a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE); algo impensable hace tan solo unos años. (Plan Nacional de Desarrollo 2011, 21)

Los derechos humanos y el derecho internacional humanitario se convierten en dos principales líneas estratégicas del nuevo Plan de Desarrollo, que se propuso la creación de un Sistema Nacional de Derechos Humanos (DD. HH.) y Derecho Internacional Humanitario (DIH) y la elaboración de los Componentes de la Política Nacional Integral de DD. HH. y DIH. Hay que señalar también como un evento mayor la disolución del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) el 31 de octubre de 2011 y su sustitución por la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia, por medio del Decreto 4062 de 2011.10 

Migración Colombia fue presentada como un organismo civil de seguridad, con personería jurídica, autonomía administrativa, financiera y patrimonio independiente, con jurisdicción en todo el territorio nacional, adscrita al Ministerio de Relaciones Exteriores.11 Su objetivo consiste en ejercer las funciones de autoridad de vigilancia y control migratorio y de extranjería del Estado colombiano, dentro del marco de la soberanía nacional y de conformidad con las leyes y la política que en la materia defina el Gobierno Nacional.12 Además, se intentó no solo desecuritizar la gestión migratoria, sino multilaterizarla, a través de la Ley 1465 de 2011,13 por la cual se crea el sistema nacional de migraciones y se expiden normas para la protección de los colombianos en el exterior. Dicho sistema se define 

como un conjunto armónico de instituciones, organizaciones de la sociedad civil, normas, procesos, planes y programas, desde el cual se deberá acompañar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de la Política Migratoria con el propósito de elevar el nivel de calidad de vida de las comunidades colombianas en el exterior, considerando todos los aspectos de la emigración y la inmigración.14 

Este nuevo enfoque de la política migratoria colombiana, establecida por el Gobierno de Juan Manuel Santos, da un lugar privilegiado al derecho internacional de los derechos humanos y a los escenarios de integración regional. Desde entonces, ya se pudo hablar de un marco legal internacional de protección de los derechos humanos, aunque el tema de la aplicación e implementación a través de la arquitectura de la institucionalidad, con una legislación y una política pública diseñadas para tal efecto, y la articulación entre las autoridades centrales y locales será el talón de Aquiles de dicho Gobierno, tal como lo veremos más adelante en el siguiente capítulo.

Marco legal internacional

Por primera vez en Colombia se estableció una política institucional de derechos humanos para el tema migratorio, conforme con el Plan Nacional de Desarrollo. Dicha política se basa en los siguientes instrumentos jurídicos, que conforman su marco legal a nivel internacional (Migración Colombia 2013):

Declaración Universal de Derechos Humanos. 10 de diciembre de 1948. 

Convenio de la OIT Relativo a los Trabajadores Migrantes. Número 97. 1 de julio de 1949.

Convención Relativa al Estatuto de los Refugiados. 28 de julio de 1951. Protocolo relativo al Estatuto de los Refugiados. 31 de enero de 1967.

Convención sobre Derechos Políticos de las Mujeres. 31 de marzo de 1953.

Acuerdo sobre el Refugio de los Hombres del Mar. 1957. Protocolo sobre el Refugio de los Hombres del Mar. 1973.

Convenio de la OIT relativo a la Discriminación en Materia de Empleo y Ocupación. Número 111. 25 de junio de 1958.

Convención sobre la Reducción de los Casos de Apatridia. 30 de agosto de 1961.

Convenio de la OIT relativo a la Igualdad de Trato de Nacionales y Extranjeros en materia de Seguridad Social. Número 118. 28 de junio de 1962.

Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial. 21 de diciembre de1965.

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y Protocolo Facultativo. 16 de diciembre de 1966.

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 16 de diciembre de 1966.

Convenio de la OIT (núm. 143) sobre las Migraciones en Condiciones Abusivas y la Promoción de la Igualdad de Oportunidades y de Trato de los Trabajadores Migrantes. Número 143. 24 de junio de 1975.

Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación en contra de las Mujeres. 18 de diciembre de 1979.

Convenio para la Protección de las Personas con respecto al Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Personal. 28 de enero de 1981.

Convenio de la OIT sobre el Establecimiento de un Sistema Internacional para la Conservación de los Derechos en materia de Seguridad Social. Número 157. 21 de junio de 1982.

Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. 10 de diciembre de 1984. 

Convención relativa a la Cooperación Internacional en Materia de Asistencia Administrativa a los Refugiados. 3 de septiembre de 1985.

Declaración sobre los Derechos Humanos de los Individuos que no son Nacionales del País en que Viven. 13 de diciembre de 1985.

Convención sobre los Derechos del Niño. 20 de noviembre de 1989.

Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migrantes y Miembros de sus Familias. 18 de diciembre de 1990.

Resolución de la Comisión de Derechos Humanos de la ONU 1999/44-Derechos Humanos de los Migrantes. 27 de abril de 1999.

Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Trasnacional. 12 a 15 de diciembre de 2000.

Protocolo de Palermo para Prevenir, Suprimir y Castigar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Menores, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Trasnacional. 12 a 15 de diciembre de 2000.

Protocolo contra el Tráfico de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Trasnacional. 12 a 15 de diciembre de 2000.

Reglamento Sanitario Internacional. 23 de mayo de 2005.

Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 13 de diciembre de 2006.

Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra la Desaparición forzada. 20 de diciembre de 2006.

Quizás a nivel internacional haya que subrayar, para fortalecer el punto de partida epistemológico de nuestra investigación basado en el enfoque de protección de derechos, que el mundo está viviendo hoy una grave crisis migratoria que los Estados y Gobiernos han tenido serias dificultades para enfrentar, desde un enfoque de protección de los derechos humanos. Esto señaló la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) en la llamada Declaración de Nueva York para los Refugiados y los Migrantes, documento que fue aprobado por los jefes de Estado y Gobierno y altos representantes, reunidos el 19 de septiembre de 2016 en la sede de la ONU en Nueva York.

La mencionada Declaración de la ONU deja también claro que en esta crisis migratoria global lo que está en juego es, ni más ni menos, la protección de los derechos humanos de todos los refugiados y migrantes, independientemente de su condición o estatus, legal o indocumentado, porque todos son titulares de derechos. Por lo tanto, hizo el siguiente llamado: […] en nuestra respuesta [como Estados y Gobiernos] respetaremos plenamente el derecho internacional y el derecho internacional de los derechos humanos y, cuando proceda, el derecho internacional de los refugiados y el derecho internacional humanitario (ONU 2016).

La Organización de las Naciones Unidas propuso que los Estados y Gobiernos de los cinco continentes lleguen en el año 2018 a un doble Pacto Global de migrantes y refugiados, en el cual todos los Estados miembros consensuen principios y estrategias para hacerles frente a las crisis de refugiados y lograr una migración segura, ordenada y regular. Los Estados y Gobiernos del continente americano se han implicado en este proceso de preparación del Pacto Global. Por ejemplo, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) organizó una reunión regional los pasados días 30 y 31 de agosto en Santiago de Chile, con la presencia de expertos y con la asesoría de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) y de agencias de la ONU, con el objetivo de producir una relatoría con mensajes y recomendaciones para los Estados y Gobiernos de la región de cara al Pacto Global.

Por su parte, la sociedad civil colombiana se ha movilizado para hacer propuestas dirigidas al Pacto Global. Por ejemplo, varias organizaciones se reunieron en Bogotá los pasados días 31 de enero y 01 de febrero de 2018, para aportar en el proceso de construcción de los Pactos Globales en migración y refugio (Declaración Colombiana 2018). En su comunicado titulado Declaración Colombiana en el Pacto Global de Migrantes y Refugiados 2018 y publicado al final de la reunión, las entidades colombianas que lo firmaron hicieron estas 10 recomendaciones al Estado colombiano, que vale la pena citar en su totalidad:


	Poner en marcha, de manera urgente, las medidas identificadas en los diferentes instrumentos de política migratoria internacional y el sistema de refugio ratificados por el Estado, donde se garantice el enfoque de género y los enfoques diferenciales [al implementar] medidas afirmativas que promuevan la igualdad y eliminen la discriminación histórica. Construir una política de lucha contra la xenofobia y eliminación de todo tipo de estigmatización a personas migrantes y refugiadas.

	Consolidar una política pública migratoria y una política de asilo desde un enfoque de derechos, eficaz, oportuna, integral y coordinada, que contemple estándares elevados de protección internacional, que promueva la acogida en las comunidades, que facilite mecanismos de regularización migratoria y donde se reconozca en su sentido más amplio la calidad de refugiado.

	Reconocer el desplazamiento transnacional como hecho victimizante en el marco del conflicto interno colombiano e implementar una estructura adecuada para garantizar el acceso a las víctimas del conflicto que se encuentran en el exterior a las medidas de atención, asistencia y reparación. Esto implica adecuar escenarios y espacios tanto en Colombia como en los países receptores, para que la población víctima del conflicto armado colombiano pueda participar en el sistema de verdad, justicia y reparación integral, con enfoque de género y enfoques diferenciales. La participación transnacional y la infraestructura para ello son medidas que deben asegurarse, no [solo] en el papel de las personas migrantes y refugiadas como testimonio, sino también en todas las fases del proceso del sistema.

	Ajustar legal y administrativamente la política pública de retorno para los connacionales que deseen regresar [para garantizar] los principios de voluntariedad, dignidad y garantías plenas de seguridad y sostenibilidad, donde el fin último sea reparar integralmente a las víctimas.

	Adoptar estrategias estructurales en materia de prevención a múltiples formas de violencia en los territorios con enfoque de género y diferencial, de tal forma que se tomen medidas para evitar la configuración de nuevos desplazamientos internos, desplazamientos transnacionales, trata de personas, trabajo forzado, redes delictivas involucradas con actividades económicas ilícitas y tráfico de migrantes.

	Avanzar en la consolidación de un sistema de caracterización sobre migraciones y refugio que incluya estadísticas de la población migrante y refugiada, de tal modo que contribuya a la identificación de políticas públicas coherentes con las realidades desde un enfoque de derechos.

	Realizar reformas de carácter institucional a las entidades con competencia en materia migratoria, de manera que se consolide un enfoque de derechos y una estructura protectora en las entidades públicas [incluidos], de manera particular formación a funcionarios frente a los derechos, la imprescindible acción sin daño y el enfoque de género y diferencial de personas migrantes y refugiadas.

	Elevar los estándares de protección internacional y procedimientos para el reconocimiento de la condición de refugio, a través de reformas normativas, administrativas y sistemas de calidad, de manera particular frente al acceso a derechos de las personas solicitantes de asilo.

	Consolidar la política de lucha contra la trata de personas con enfoque de género [al analizar] las condiciones, necesidades, problemáticas y barreras diferenciales de las que son víctimas las mujeres ante este crimen, de tal modo que se mejore la coordinación nación-territorio en el tema y [,] en aquellos departamentos [que se identifiquen] con mayor riesgo de sufrir este hecho, operativizar los comités departamentales para abordarlo de manera integral y oportuna.

	Garantizar un tratamiento igualitario frente al acceso a los derechos económicos, sociales y culturales a las personas nacionales, así como también a personas migrantes y refugiadas en territorio colombiano. La sostenibilidad fiscal y falta de recursos no puede justificar prácticas institucionales que vulneren los derechos humanos de personas migrantes y refugiadas. (Declaración Colombiana 2018)



Marco legal a nivel regional

A nivel del continente americano y de la región de América Latina y del Caribe, el Gobierno de Juan Manuel Santos ha participado activamente en espacios y mecanismos diplomáticos e internacionales en torno al tema migratorio. Hay un esfuerzo serio por conjugar esfuerzos para abordar de manera mancomunada los retos migratorios en el continente. La política institucional de derechos humanos para el tema migratorio señaló estos instrumentos jurídicos que conforman su marco legal a nivel regional (Migración Colombia 2013).

OEA y otros espacios continentales

Convención de los Estados Americanos sobre Asilo Político. 26 de diciembre de 1933.

Tratado de los Estados Americanos sobre Asilo Político y Refugio. 1939.

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. 1948.

Convención Interamericana sobre Asilo Territorial. 28 de marzo de 1954.

Convención Interamericana sobre Asilo Diplomático. 28 de marzo de 1954.

Convención Americana sobre Derechos Humanos: Pacto de San José de Costa Rica. 7 a 22 de noviembre de 1969.

Declaración de Cartagena sobre Refugiados. 19 a 22 de noviembre de 1984.

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 9 de diciembre de 1986.

Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en el Área de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: Protocolo de San Salvador. 17 de noviembre de 1988.

Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores. 18 de marzo de 1994.

Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas. 9 de junio 1994.

Convención Interamericana sobre la Prevención, Castigo y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres. 9 de junio de 1994.

Declaración de Río de Janeiro sobre la Institución del Refugio. 10 de noviembre de 2000.

Opinión Consultiva sobre Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 17 de septiembre de 2003.

Declaración y Plan de Acción de México para Fortalecer la Protección Internacional de los Refugiados en América Latina. 16 de noviembre de 2004.

Declaración de Brasilia sobre la Protección de Personas Refugiadas y Apátridas en el Continente Americano. 11 de noviembre de 2010.

Comunidad Andina de Naciones, CAN

Decisión 397: Uso de la Tarjeta Andina Migratoria. 16 de septiembre de 1996.

Decisión 398: Transporte Internacional de Pasajeros por Carretera. 17 de enero de 1997.

Decisión 399: Transporte Internacional de Mercancías por Carretera. 17 de enero de 1997.

Decisión 459: Política Comunitaria para la Integración y el Desarrollo Fronterizo. 25 de mayo de 1999.

Decisión 501: Zona de Integración Fronteriza. 22 de junio de 2001.

Decisión 502: Centros Binacionales de Atención en Frontera (CEBAF). 22 de junio de 2001.

Decisión 503: Reconocimiento de Documentos Nacionales. 22 de junio de 2001.

Decisión 504: Pasaporte Andino. 22 de junio de 2001.

Decisión 525: Características Técnicas Específicas Mínimas de Nomenclatura y Seguridad del Pasaporte Andino. 7 de julio de 2002.

Decisión 526: Ventanillas Entrada Aeropuertos. 7 de julio de 2002.

Decisión 529: Crea el Comité Andino para la Prevención y Atención de Desastres. 7 de julio de 2002.

Decisión 545: Instrumento Andino de Migración Laboral. 24 de junio de 2003.

Decisión 548: Mecanismo Andino de Cooperación en Materia de Asistencia y Protección Consular y Asuntos Migratorios. 24 a 25 de junio de 2003.

Decisión 561: Modificación de la Decisión 398 Transporte Internacional de Pasajeros por carretera (Condiciones Técnicas para la Habilitación y Permanencia de los Ómnibuses o Autobuses en el Servicio). 25 a 26 de junio de 2003.

Decisión 583: Sustitución de la Decisión 546, Instrumento Andino de Seguridad Social. 7 de mayo de 2004.

Decisión 613: Asociación de la República de Argentina, de la República Federativa de Brasil, de la República del Paraguay y de la República Oriental del Uruguay, Estados Parte del MERCOSUR, a la Comunidad Andina. 7 de julio de 2005.

Decisión 750: Sistema Estadístico de la Tarjeta Andina de Migración. 27 de mayo de 2011.

Decisión 755: Sistema de Información Estadística sobre las Migraciones en la Comunidad Andina. 22de agosto de 2011.

Decisión 768: Sistema de Información de Estadísticas de Turismo de la Comunidad Andina. 7 de diciembre de 2011.

Resolución 1507 de la Secretaría General: Publicación del Acuerdo de Colombia y Ecuador para ampliación de la zona de integración fronteriza colombo-ecuatoriana para efectos turísticos a la totalidad de cada uno de los territorios nacionales de ambos países miembros; así como las notas reversales que contienen dicho Acuerdo. 5 de octubre de 2012.

Mercado Común del Sur, MERCOSUR

Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados Partes del MERCOSUR, Bolivia y Chile. 6 de diciembre de 2002.

Decisión 18/08: Acuerdo sobre Documentos de Viaje de los Estados Partes del MERCOSUR y Estados Asociados. 30 de junio de 2008.

Decisión 14/11: Acuerdo Modificatorio del Anexo del Acuerdo sobre Documentos de Viaje de los Estados Partes del MERCOSUR y Estados Asociados. 28 de junio de 2011.

Guía de actuación regional para la detección temprana de situaciones de trata de personas en pasos fronterizos del MERCOSUR y Estados Asociados. 2012.

Ahora miremos cómo ha sido, en lo corrido del tiempo, la interpretación e implementación de la política colombiana en materia migratoria, basada en algunos instrumentos jurídicos de derecho internacional migratorio que ha suscrito y ratificado Colombia, en este momento coyuntural de migración de población proveniente de Venezuela.

A este propósito, la OIM (2004, 5) sostiene que, en la gestión de los procesos migratorios, los Estados tienen un conjunto de responsabilidades internacionales que limitan o restringen su campo de acción en la formulación de políticas migratorias. Es así como deben tomar conciencia de que la migración debe ser gobernada, en un sentido que atienda tanto al alcance global del fenómeno como a la intensidad de la protección necesaria para garantizar efectivamente la dignidad humana; y de que para ello es necesario la cooperación entre Estados y comprometerse con las normas internacionales que ofrecen los medios para proteger los derechos humanos, a la vez que equilibrar los intereses de los migrantes con los intereses del Estado de donde migra. (Ciurlo 2015, 222)

En un continente donde el derecho de buscar y recibir asilo está consagrado en la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre de 1948 (art. XXVII15) y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969 (art. 22.716), hablar de la protección de refugiados no resulta ni ajeno a los países ni desconocido para quienes se ven obligados a huir de sus lugares de origen en busca de protección internacional. Es por esto que existe una vasta práctica regional de brindar protección al perseguido, y esto forma parte intrínseca del ordenamiento jurídico, institucional y, en ocasiones, social, que se han basado en principios humanitarios de la solidaridad regional. Por esto, hoy día países como Perú, Chile, México, Ecuador y la misma Colombia, en mayor o menor medida y con interpretaciones amplias o restrictivas, han identificado acciones de protección, en particular, ante la migración forzada venezolana.

América Latina cuenta, pues, con un sólido marco normativo para la protección de refugiados y otras personas necesitadas de protección internacional. En efecto, en la actualidad veintiocho (28) Estados son partes de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y 30 Estados son Partes del Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados de 1967. Igualmente, algunos Estados han ido más allá de las discusiones y en la práctica han incorporado el derecho de asilo en sus constituciones. La gran mayoría tiene legislación interna en materia de refugio, y un total de doce países han incluido la definición de refugiado recomendada por la Declaración de Cartagena sobre los Refugiados de 1984 en su normativa interna.

Nuestro continente ha contribuido al desarrollo progresivo del derecho internacional de refugiados al contemplar diversos enfoques y analizar de manera conjunta entre los Estados las diversas realidades que ha traído consigo la movilidad humana, así como a través de la aplicación de estándares y normas internacionales de derechos humanos. Esto, aunado a la complementariedad entre las distintas ramas del derecho internacional. En este sentido, podemos resaltar tres instrumentos fundamentales, que, si bien no son de carácter vinculantes, son lo que se llama soft law, han sido adoptados en contextos distintos y se han convertido en marcos estratégicos y operativos para garantizar un tratamiento humanitario a refugiados y otras personas necesitadas de protección.

A la luz del análisis que nos convoca, tomaremos en cuenta solo tres de estos instrumentos que Colombia ha ratificado en la materia, a saber: 1) Declaración de Cartagena, Cartagena, Colombia, 19 a 22 de noviembre de 1984; 2) Declaración y Plan de acción México, Ciudad de México, México, 16 de noviembre de 2004, y 3) Declaración y Plan de Acción Brasil, Brasilia, Brasil, 2 a 3 de diciembre de 2014.

Declaración de Cartagena de 1984

La Declaración de Cartagena sobre Refugiados es un instrumento regional de protección adoptado en 1984 por varios países de América Latina.17 El encuentro de estos países permitió discutir en esa oportunidad las realidades de la región en torno a los conflictos armados y actos violentos que en ese momento se vivían y, en ese sentido, discutieron e identificaron la necesidad de construir y adoptar un marco legal común y de cooperación que respondiera a la crisis humanitaria que estaban generando las distintas dinámicas de violencia. De allí, identificaron lineamientos en términos de protección para los refugiados en el contexto de crisis humanitaria.

El documento reafirma la importancia del derecho de asilo y el principio de no devolución. Busca acciones tripartitas y de facilitación en casos de repatriación voluntaria a través de acciones conjuntas entre el Estado receptor, el Estado expulsor y el ACNUR. Pretende abarcar la protección y el tratamiento que ha de brindarse a los refugiados durante todo el ciclo del desplazamiento forzado, a través de la búsqueda activa de soluciones duraderas, donde se logre la integración de los refugiados a la vida productiva del país, así como la necesidad de coordinar y armonizar los sistemas universales y regionales con esfuerzos nacionales.

Aunado a esto, desarrolla un concepto mucho más amplio de la definición de refugiado que venía siendo acogida a partir de la Convención de 1951, que se centró en la persecución por motivos de raza, religión, nacionalidad, grupo social u opinión política como elementos fundamentales para la solicitud de protección internacional. En cambio, la Declaración de Cartagena subraya:

De este modo, la definición o concepto de refugiado recomendable para su utilización en la región es aquella que además de contener los elementos de la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967, considere también como refugiados a las personas que han huido de sus países porque su vida, seguridad o libertad han sido amenazadas por la violencia generalizada, la agresión extranjera, los conflictos internos, la violación masiva de los derechos humanos u otras circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden público. (Conclusión III)

Pone la centralidad en la protección internacional en su amplio sentido al hacer énfasis en las condiciones objetivas imperantes en el país de origen y no en las condiciones subjetivas del solicitante. Reconoce que existen personas que requieren protección, pero que las realidades de su salida no se recogen dentro de los criterios de la Convención del 1951. Su importancia ha sido subrayada en distintas resoluciones de la Organización de Naciones Unidas, la Organización de los Estados Americanos y el Comité Ejecutivo del ACNUR, que la señalaron como una herramienta flexible y pragmática para brindar protección a quienes la necesitan y merecen, y que salvaguarda los legítimos intereses de los Estados en materia de seguridad nacional y estabilidad regional.

Declaración y Plan de Acción México

Por otro lado, veinte países latinoamericanos adoptaron la Declaración y el Plan de Acción de México en torno a fortalecer la protección de los refugiados en América Latina. Esta declaración estableció una serie de medidas para identificar soluciones duraderas e innovadoras para los refugiados en la región. Destaca la importancia de la cooperación y la solidaridad internacional y de la responsabilidad compartida en la región en torno a temas técnicos, humanitarios y presupuestales, y se articula en los componentes de protección y soluciones duraderas.

Este es un instrumento regional importante, pues hace un llamado muy amplio en términos de la protección y a quiénes proteger. En este sentido, identifica tanto a los desplazados internos, refugiados, como otros perfiles de personas, como sujetos de especial protección.

Respecto de la protección internacional, el Plan de Acción México favorece la investigación y el desarrollo doctrinal a efectos de profundizar el conocimiento del Derecho Internacional de los Refugiados en Latinoamérica, así como la formación y el fortalecimiento institucional. Se da prioridad al desarrollo de programas de formación, dirigidos a funcionarios de Estado y a la sociedad civil organizada.

El componente de soluciones duraderas señala la importancia de la difusión de buenas prácticas en la región, propiciando la cooperación sur-sur, así como la necesidad de atender dos situaciones específicas con el apoyo de la comunidad internacional. Por un lado, la situación de un número creciente de refugiados asentados en los grandes núcleos urbanos de América Latina. Por el otro, la situación de un gran número de personas colombianas necesitadas de protección que conviven en las zonas fronterizas de Ecuador, Panamá y Venezuela, en su mayoría indocumentadas y en espera de una acción urgente de protección y asistencia humanitaria dada su alta vulnerabilidad.

Para atender la situación de los refugiados urbanos y del creciente número de personas necesitadas de protección se proponen tres programas específicos, a saber: un programa de autosuficiencia e integración local, Ciudades Solidarias; un programa integral de Fronteras Solidarias, y un programa de Reasentamiento Solidario.

Declaración y Plan de Acción Brasil

Los Gobiernos de América Latina y el Caribe, con ocasión del 30.º aniversario de la Declaración de Cartagena sobre Refugiados de 1984, acordaron trabajar juntos para mantener los estándares de protección más altos a nivel internacional y regional, implementar soluciones innovadoras para las personas refugiadas y desplazadas, y ponerle fin a la difícil situación que enfrentan las personas apátridas en la región. El Plan convierte ese compromiso en programas específicos que deben ser aplicados en los países firmantes.

Este instrumento analizó y reconoció las nuevas realidades y el contexto de América Latina y el Caribe, que están obligando a personas a huir en busca de protección. En función a dicha realidad, los Estados plantearon nuevas estrategias para ampliar las oportunidades de integración local, reasentamiento, repatriación voluntaria y programas regionales de movilidad de trabajadores, al igual que para garantizarles sus derechos a los refugiados y desplazados internos.

A través de ocho capítulos, el Plan de Acción de Brasil plasma el compromiso de mejorar y fortalecer las acciones estatales, de tal modo que contribuyan a la efectiva respuesta a las necesidades de los refugiados así:


	Analizar la situación de las personas refugiadas, desplazadas y apátridas en América Latina y el Caribe. 

	Mejorar los procesos y procedimientos en torno a la Protección Internacional de las personas refugiados y solicitantes de asilo (Programa Asilo de Calidad y Fronteras Solidarias).

	Soluciones integrales, complementarias y sostenibles con la adopción de cuatro programas que permitan a la población refugiada dar por terminada su situación de desplazamiento.

	Solidaridad con el Triángulo Norte de Centroamérica en la búsqueda de implementación de soluciones duraderas.

	Solidaridad Regional con el Caribe para una respuesta integral de protección internacional y soluciones duraderas.

	Acabar con la apatridia a través de acciones de prevención, protección y resolución.

	Cooperación Regional.

	Implementación y seguimiento y por último un llamado a que se abra la puerta de entrada para que la sociedad civil contribuya con la realización de diagnósticos respecto del seguimiento al PAB, así como promover articulación regional y la incidencia.



Marco legal a nivel nacional

Ahora tenemos claro lo que cada uno de estos instrumentos representa en términos de lo que significa el paso hacia una definición más amplia en torno a las situaciones por las cuales una persona es considerada como refugiada, en torno a las garantías para el acceso a derechos, la protección, soluciones duraderas e integración local, que son aspectos fuerza de estos tres instrumentos. Se pasará enseguida a documentar cómo se ha visto reflejada la implementación de estos en el ámbito nacional, cómo ha conversado con el nivel local y cuáles sus repercusiones para las tres categorías de personas objeto de estudio.

La movilidad humana en Colombia se puede analizar a la luz de los diferentes momentos de violencia interna, donde encontramos el desplazamiento forzado interno, masivo o individual, e incluso el desplazamiento transfronterizo. Esto respondió a lo que ha significado la materialización de violaciones a los derechos a la vida, libertad, integridad y seguridad en el país.

Esta situación particular ha generado que el Estado colombiano haya dispuesto y adaptado su institucionalidad para trabajar en torno a lógicas internas de movilidad en medio del conflicto al buscar garantizar unos mínimos en la consecución de derechos fundamentales, que hoy se hace evidente a partir de lo que consagra la Ley 1448 de 2011.18 Esa ley tiene por objeto:

establecer un conjunto de medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas, individuales y colectivas, en beneficio de las víctimas de las violaciones contempladas en el artículo 3.° de la presente ley, dentro de un marco de justicia transicional, que posibiliten hacer efectivo el goce de sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición.

Al día de hoy, después de seis años de su implementación, aún se contemplan retos y vacíos por superar por parte de la institucionalidad. Por otro lado, encontramos aquellos connacionales que de manera consciente se vieron ante la necesidad de salir hacia países como Venezuela, Ecuador, Estados Unidos, España, entre otros, empujados por la difícil situación económica interna y atraídos por lo que, en términos económicos, representaba el auge de la economía petrolera, las nuevas oportunidades laborales, la reunificación familiar e incluso nuevas oportunidades en términos de educación.

En este contexto se han generado unas movilizaciones internas y unos flujos migratorios hacia el exterior de manera constante. Podríamos decir que en principio esta es la razón fundamental por la cual la Política Pública Migratoria en el país no ha logrado configurar ni los acuerdos internacionales asumidos ni los instrumentos internacionales ratificados por el Estado colombiano en materia de garantizar estándares de protección y acompañamiento integral a todos aquellos que quieren retornar e ingresar a nuestro país en búsqueda de protección internacional, puesto que ha concentrado su trabajo y esfuerzo en responder a las víctimas del conflicto armado interno en Colombia.

Lo anterior no busca señalar que el Estado colombiano no ha venido preparándose para atender de la mejor manera las situaciones que conlleva la llegada masiva de personas que a hoy identifican a Colombia como un buen escenario de acogida para restablecerse. Pero sí es preciso señalar que aún hace falta robustecer la política migratoria, de tal modo que pueda configurar un instrumento que logre reunir la integración del derecho internacional de los refugiados con la materialización de rutas, mecanismos y procesos claros en torno a lo que implica la llegada de flujos migratorios hacia Colombia en clave de protección de derechos humanos.

Esta primera conclusión se identifica a la luz de realizar un análisis en torno a la estructura de la actual política migratoria colombiana (Cancillería 2018), que cuenta con las siguientes normas19 que la materializan:

Documento CONPES 20 3603 de 2009

Tal como lo mencionamos anteriormente, este Documento CONPES de Política Integral Migratoria, PIM, integra los lineamientos, estrategias y acciones de intervención para los colombianos que viven en el exterior y los extranjeros que residen en el país, y busca 1) dar un tratamiento integral a cada una de las dimensiones21 de desarrollo de esta población y 2) mejorar la efectividad de los instrumentos utilizados para la implementación de estrategias y programas referentes a la población migrante.

Ley 1465 de 201122 

Por su parte, esta ley crea el Sistema Nacional de Migraciones para acompañar al Gobierno nacional en el diseño y la ejecución de políticas públicas, planes, programas, proyectos y otras acciones encaminadas a fortalecer los vínculos del Estado con las comunidades colombianas en el exterior.

Ley 1565 de 201223 

Por medio de esta ley se dictan disposiciones y se fijan incentivos para el retorno de los colombianos residentes en el extranjero. A través de ella se crean incentivos de carácter aduanero, tributario y financiero concernientes al retorno de los colombianos, y se brinda un acompañamiento integral a aquellos colombianos que voluntariamente desean retornar al país. Esta ley ha contemplado una serie de decretos que buscan reglamentar artículos específicos, tales como: Decreto 1000 de 2013, Decreto 2064 de 2013 y Decreto 2192 de 2013.

Decreto 1067 de 2015

Por medio de este decreto se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo de Relaciones Exteriores. Reglamenta, entre otros, los flujos migratorios de entrada al país. 

Todos estos instrumentos, sin lugar a dudas, constituyen una muestra de cómo el Estado colombiano se ha venido preocupando tanto por aquellos que están fuera del país como por aquellos extranjeros que ven en Colombia una opción de vida. A partir del Decreto 1239 de 2003, que anuncia la política migratoria integral, pasando por el documento CONPES de 2009, para llegar al Decreto 1067 de 2015, es preciso señalar que, en la práctica, todos los lineamientos allí planteados, que además pretenden abordar diferentes dimensiones, operativamente hablando se han visto cortos para atender de manera integral y oportuna la magnitud de la migración venezolana y el retorno de los colombianos.

Por un lado, podemos señalar que la PMI contempla un ejercicio amplio de articulación y coordinación entre todas las instituciones del Estado, ya que cada una respondería en el marco de sus competencias a temáticas específicas. En lógica de evaluación de la implementación de esta política, se debería arrojar un balance alentador ante coyunturas, como las que hoy nos ocupa este estudio.

Sin embargo, hoy las realidades son otras. Nos encontramos con una segunda situación que perjudica y tiende a restringir la respuesta institucional ante la migración. Se trata de la débil coordinación interinstitucional entre los diferentes órdenes y escalas, nacional, regional y local, aunada al problemático tema de la asignación de recursos para tales efectos en los territorios. Dichos recursos han sido insuficientes tanto para atender la inmediatez, como para que, en un corto y mediano plazo, se consoliden soluciones duraderas y de integración. Esto genera una brecha importante en torno a cómo ha sido la aplicación en territorio colombiano de los instrumentos y cómo la política existente en la materia no responde con amplia protección a garantizar derechos fundamentales ni para extranjeros ni, de manera oportuna e integral, para aquellos connacionales que han retornado.

Es cierto que esta PMI ha intentado subsanar vacíos de protección al desarrollar decretos reglamentarios para temas específicos, dentro de los cuales se destacan el Decreto 1067 de 2015. Sin embargo, los mecanismos que impulsarían su ejecución no están estructurados de manera sólida y han tenido en la práctica que ser traducidos por la expedición de resoluciones, circulares y directrices conjuntas entre las diferentes carteras del Gobierno, cuyas interpretaciones y alcances emanan del Gobierno como respuesta coyuntural y no como una decisión de política de Estado. En este sentido, ha quedado a merced y discrecionalidad gubernamental su implementación, particularmente en lo local, donde ya de por sí las entidades se enfrentan con falencias estructurales en torno al desarrollo normativo para garantizar el goce efectivo de derechos a sus propios ciudadanos. Aunado a esto, se gestan lógicas internas que los enfrentan con realidades sobre qué población atender y hasta dónde llegar.

Si bien partimos de que los instrumentos internacionales acogidos por Colombia en la materia señalan unos principios básicos y unos lineamientos en torno a lo que sería lograr garantizar una migración ordenada y segura, reconocemos que estos también se basan en el principio de la libre autodeterminación de los Estados para acogerlos. Sin embargo, esto no impide que estos compromisos internacionales se vean contemplados en su máxima expresión en las medidas que se tomen para hacer frente a la situación, donde inclusive se contemplen mecanismos de cooperación con otros países, al menos de la región, para que los riesgos que contempla una migración puedan contrarrestarse de la manera más integral posible (véase el Plan de Acción Brasil, capítulo 7).

Frente a lo que representa el Decreto 1067 de 2015,24 que contempla los criterios de refugio de la Convención de 1951 y de la Declaración de Cartagena, este instrumento jurídico colombiano no es del todo garantista. En la práctica, no es claro si el Ministerio de Relaciones Exteriores la adopta o no, ya que, como se mencionó en el capítulo anterior y por señalar algún ejemplo, la brecha entre el número de solicitudes de refugio frente a las solicitudes aceptadas es enorme, máxime cuando es claro que, a la luz del concepto de refugiado de la Declaración de Cartagena, se podría perfectamente incluir al ciudadano venezolano en busca de protección internacional en nuestro país en la categoría de refugiado.

En términos operativos y palpables, el proceso para el reconocimiento como refugiado en el país es extenso y el decreto contempla como falencia el tiempo que se toma la institución para aceptar o no una solicitud. Se evidencian casos en los que aceptar la condición de refugiado ha demorado alrededor de dos años, tiempo en el cual el solicitante tiene una restricción importante en términos de acceso a derechos laborales, puesto que el salvoconducto que se les otorga durante el estudio del caso les impide acceder a un trabajo formal, y además limita su movilidad ya que el solicitante no podrá salir de la jurisdicción desde la cual emprendió su trámite.

Aunado a lo anterior, este proceso contempla varios procedimientos y elementos adicionales que, en términos de protección, obstaculizan aún más el acceso a derechos. Por ejemplo, solo se puede solicitar refugio ante el Ministerio de Relaciones Exteriores, que está ubicado en la capital del país, lo que genera así más demoras en el trámite. Por otro lado, y ya en el procedimiento como tal, se contempla el siguiente paso: que la Comisión Asesora para la determinación de la condición de refugiado (CONARE) emitirá un concepto en torno a aceptar o no una solicitud de refugio. Sin embargo, este concepto no es vinculante para el Ministerio de Relaciones Exteriores y en todo caso es este último quien tiene la última decisión.

Ahora bien, respecto del riesgo de apatridia, es preciso señalar que el derecho a la nacionalidad en Colombia se adquiere por el lugar del nacimiento (ius soli), por la nacionalidad de los padres (ius sanguinis) y por el domicilio (ius domicili). Sin embargo, la Constitución Política colombiana y las normas asociadas a la nacionalidad tienen ciertas restricciones al ius soli. Es decir, los hijos de extranjeros que nacen en territorio colombiano no adquieren la nacionalidad colombiana si sus padres se encuentran en situación migratoria irregular o no cuentan con visa de residente. A estos niños, el Estado colombiano les emite su registro civil de nacimiento (partida de nacimiento), pero este documento es temporal y válido hasta por siete años.

Esta situación contempla unos vacíos de protección importantes. Si el caso le sucede a una pareja que se encuentra solicitando asilo, el salvoconducto que les entrega el Estado colombiano mientras avanza el estudio del caso no es equiparable a una visa, así que tendrían que pensar en acercarse a su consulado y poner en riesgo sus vidas. Inclusive si no se encuentran residiendo en donde está ubicado el consulado, movilizarse hacia otra ciudad para solucionar la situación del menor puede afectar su proceso de reconocimiento como refugiados.

En casos de hijos nacidos en Colombia cuyos padres son solicitantes de asilo a los que les han negado la condición de refugiados, se han presentado dificultades para salir del país ya que no tienen un documento válido para salir, por ejemplo, el pasaporte. Ahora, en torno a lo que representa el retorno de los colombianos desde Venezuela, es preciso indicar que nos encontramos con cuatro tipos de perfiles de retornados. A saber:


	Aquellos colombianos que, con ocasión del conflicto armado, decidieron salir del país e irse en búsqueda de protección internacional al vecino país y que, a la fecha, por las situaciones que sean, no están incluidos en el Registro Único de Víctimas.

	Aquellos colombianos que, con ocasión del conflicto armado, decidieron salir del país, pero que sí se encuentran incluidos en el Registro Único de Víctimas.

	Aquellos colombianos que emigraron a Venezuela en búsqueda de mejores condiciones de vida y con un nivel económico estable.

	Aquellos colombianos que fueron expulsados de Venezuela en el año 2015.



Para estos últimos, es preciso señalar que la respuesta institucional de cara a esta situación fue corta, en torno a las medidas coyunturales que se tomaron, puesto que la acción de declarar el estado de emergencia por el presidente de la República (Juan Manuel Santos) a los municipios fronterizos con Venezuela, como medida para contrarrestar la deportación, solo contempló un periodo de treinta días. En este corto tiempo no es posible un proceso integral y robusto en términos de integración local asociada a la vinculación en la gestión del desarrollo y de restablecimiento de derechos. Además, la medida no contempló o generó de manera inmediata acciones para aquellos que regresaron por sus propios medios y sin acompañamiento institucional.

Frente al primer perfil señalado, al llegar a territorio colombiano, estos colombianos se encuentran con múltiples desafíos, en especial los relacionados con aquellas situaciones de violencia que en algún momento motivaron su salida del país. Los instrumentos jurídicos aún no logran abordar de manera absoluta este hecho, que estaría estrechamente relacionado con cómo el Estado previene que las dinámicas de violencia que se gestan en los territorios no se materialicen nuevamente. Aunado a lo anterior, y teniendo en cuenta que estas personas no están incluidas en el Registro Único de Víctimas, RUV, la ruta estaría enmarcada dentro de los 4 enfoques de retorno que contempla la Ley 1565 de 2012: 1) retorno productivo, 2) retorno laboral, 3) retorno solidario, y 4) retorno humanitario o causa especial. Se hace la salvedad de que el retorno solidario se articula con lo establecido en la Ley 1448 de 2011, cuya entrada es el RUV por el hecho victimizante de desplazamiento forzado. Esta salvedad deja en desprotección a aquellas víctimas de otros hechos victimizantes, algo que abordaremos más adelante.

Aquellos colombianos que sí están incluidos en el RUV, con la salvedad de que solo se reconoce para tal fin el hecho victimizante de desplazamiento forzado, pueden acceder a la ruta de retornos y reubicaciones contemplada en el artículo 66 de la Ley 1448 de 2011 (Ley de Víctimas y Restitución de Tierras) de manera voluntaria y en cualquier momento. Sin embargo, este proceso solo se puede realizar a través del consulado y siempre y cuando no se haya tramitado previamente el proceso de retorno y reubicación.

Además de lo ya señalado anteriormente en cuanto a que se desconocen otros hechos victimizantes, es preciso indicar varias falencias y dificultades. Una de estas es la falta de conocimiento de esta ruta, aunado a que en la actualidad muchos colombianos temen iniciar algún ejercicio abierto con el consulado y generar un retorno desde el país vecino. A esta se suman los tiempos de respuesta institucional y sus condiciones. Por ejemplo, para el tema de apoyos económicos, el acompañamiento psicosocial y la asistencia y asesoría para un proceso de integración local, los tiempos aún son poco oportunos y no se contempla un ejercicio juicioso de acompañamiento. Además, solo se presta atención cuando la persona se encuentre en territorio colombiano, y el servicio queda a la disponibilidad presupuestal y la capacidad técnica, financiera y operativa del ente territorial adonde llegue el solicitante.

Ahora bien, para aquellos colombianos retornados y que cuentan en Venezuela con una estabilidad económica y que ahora regresan al país, el retroceso en su nivel de vida es un riesgo constante. Si bien la ley de retorno contempla prebendas e incentivos económicos y un acompañamiento en iniciativas productivas, lograr una estabilidad desde el inicio es difícil, puesto que estos colombianos se enfrentan a las realidades económicas de la informalidad, la incompatibilidad entre los negocios autónomos, la dependencia de un empleador, la ausencia de ofertas específicas de empleo acordes a las competencias adquiridas y los tiempos de espera de las notiﬁcaciones de acceso al beneﬁcio para retornados, previsto en la legislación o en el proceso de inscripción y evaluación de los programas de ﬁnanciación de emprendimientos con fondos semilla.

Todo esto, aunado a que, de manera general, sea cual fuera el perfil de retornado, se enfrenta además a una respuesta institucional poco oportuna, poco coordinada y con un paquete general de oferta de servicios que no contempla particularidades del retornado.

Notas

1 Es preciso acotar que Venezuela fue para Colombia el segundo socio comercial más importante después de Estados Unidos. Esto ciertamente incentivaba la vocación comercial de Cúcuta, al igual que su ubicación como puerto de tránsito. En este ámbito, la posibilidad de salida internacional por los puertos venezolanos representaba igualmente una ventaja comparativa para el carbón extraído en el Norte de Santander. Aún se respira la nostalgia y añoranza por lo que fueron estas épocas en la región. En este marco, en una suerte de adaptación, en la región se han fortalecido las actividades económicas informales como mecanismo de subsistencia. Sin embargo, se escuchan pocos planes desde lo local para superar la difícil situación económica. 



2 El Norte de Santander es, junto a Chocó y Tumaco, una de las zonas del país donde el conflicto armado y la violencia no parece disminuir en el escenario pos FARC. En el caso del Norte de Santander, se sugiere una explicación importante y es la siguiente: más allá de la disputa entre los aparatos armados que subsisten, que controlan amplias zonas de la región (ELN, EPL, Rastrojos, Clan del Golfo) y que generan importantes efectos humanitarios (desplazamiento forzado, amenazas y asesinato a líderes sociales, desaparición forzada, entre otros), la frontera se convierte, como asegura Ariel Ávila (2018), en un subsistema que se constituye en un lugar estratégico de los mercados ilegales, como narcotráfico, minería ilegal, contrabando y tráfico de armas. El tráfico de migrantes y la trata de personas resultan rápidamente en una importante fuente de ingresos económicos ilícitos. Este escenario de violencia armada y su cruce permanente con las economías ilícitas requieren una estrategia de seguridad que vaya más allá de las probadas con poco éxito, tipo Plan Colombia, que vienen con refuerzo de esquemas de seguridad militar, pero sin garantías de seguridad humana. 



3 Hicimos en las páginas anteriores unas referencias a los libros de investigación publicados por la Universidad Católica del Táchira y la Universidad Simón Bolívar.



4 Por ejemplo, el JRS Colombia y el Instituto Pensar respaldamos el comunicado ¡Es tiempo de la solidaridad! (22 de febrero de 2018).



5 Decreto 1239 de 2003. Por el cual se crea la Comisión Nacional Intersectorial de Migración. 20 de mayo de 2003. Diario Oficial n.º 45 193.



6 Decreto 1239 de 2003.



7 Decreto 1239 de 2003.



8 Decreto 1239 de 2003.



9 El Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) fue creado por la Ley 19 de 1958. Esta es la máxima autoridad nacional de planeación y se desempeña como organismo asesor del Gobierno en todos los aspectos relacionados con el desarrollo económico y social del país. Para lograrlo, coordina y orienta a los organismos encargados de la dirección económica y social en el Gobierno. No dicta decretos, sino que da lineamientos y orientación para la política macro. 



10 Decreto 4062 de 2011 [Departamento Administrativo de la Función Pública]. Por el cual se crea la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia, se establece su objetivo y estructura. 31 de octubre de 2011.



11 Decreto 4062 de 2011.



12 Decreto 4062 de 2011. 



13 Ley 1465 de 2011. Por la cual se crea el Sistema Nacional de Migraciones y se expiden normas para la protección de los colombianos en el exterior. 30 de junio de 2011. Diario Oficial n.º 48 116.



14 Ley 1465 de 2011.



15 Artículo XXVII: Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero, en caso de persecución que no sea motivada por delitos de derecho común y de acuerdo con la legislación de cada país y con los convenios internacionales.



16 Artículo 22. Derecho de Circulación y de Residencia: 7. Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero en caso de persecución por delitos políticos o comunes conexos con los políticos y de acuerdo con la legislación de cada Estado y los convenios internacionales.



17 Belice, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá y Venezuela.



18 Ley 1448 de 2011. Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones. 10 de junio de 2011. Diario Oficial n.º 48 096. 



19 Jerarquía normativa en Colombia: 1) Constitución Política, 2) ley, 3) decreto, 4) resolución, 5) circulares, mandatos, acuerdos, acto administrativo, entre otros.



20 El Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) fue creado por la Ley 19 de 1958. Esta es la máxima autoridad nacional de planeación y se desempeña como organismo asesor del Gobierno en todos los aspectos relacionados con el desarrollo económico y social del país. Para lograrlo, coordina y orienta a los organismos encargados de la dirección económica y social en el Gobierno. No dicta decretos, sino que da lineamientos y orientación para la política macro.



21 Dimensiones: educativa, cultural, participativa y comunitaria, social, económica, seguridad institucional e información.



22 Ley 1565 de 2012. Por medio de la cual se dictan disposiciones y se fijan incentivos para el retorno de los colombianos residentes en el extranjero. 31 de julio de 2012. Diario Oficial n.º 48 508.



23 Decreto 1067 de 2015. Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo de Relaciones Exteriores. 26 de mayo de 2015. Diario Oficial n.º 49 523.



24 En el capítulo siguiente, desarrollamos más estas ideas en los vacíos jurídicos. Aquí simplemente queremos señalar la falta de adecuación de este decreto con los instrumentos jurídicos a nivel regional.


VACÍOS DE PROTECCIÓN

En este tercer capítulo se presenta: 1) la respuesta institucional que se ha dado a la coyuntura migratoria de la frontera colombo-venezolana desde agosto de 2015, y 2) los vacíos de protección que hemos identificado y analizado a través de esta respuesta.

RESPUESTA INSTITUCIONAL A LA COYUNTURA MIGRATORIA 

La respuesta del Gobierno colombiano del presidente Juan Manuel Santos a la coyuntura migratoria de la frontera colombo-venezolana sigue casi el mismo patrón desde agosto de 2015, aunque con algunas leves variaciones.

A través del puesto de mando unificado (PMU) y desde un enfoque de emergencia

En primer lugar, se aborda la situación humanitaria a través del puesto de mando unificado (PMU), dirigido, en un primer momento por el Ministerio de Relaciones Exteriores, y a partir de febrero de 2018, por el gerente para la zona de frontera, dependiente de la Presidencia de la República, así como por medio de una importante presencia y acción de la Unidad Nacional para la Gestión de Riesgos de Desastres (UNGRD). El PMU es considerado un órgano de emergencia que centraliza la respuesta humanitaria y articula la labor de instituciones del Estado y agencias internacionales. Una de las tareas principales del PMU consiste en hacer seguimiento a las acciones definidas por el Gobierno central y coordinar las reuniones periódicas en las que participan veinte entidades de orden nacional, local, de control, humanitarias e internacionales para hacer el balance y reajuste de la respuesta. Es una entidad que tiene una vocación altamente ejecutiva, y a veces meramente informativa, tal como lo comentan varios entrevistados que hacen parte de las reuniones lideradas por el PMU. 

Durante la crisis humanitaria provocada por el retorno masivo de más de veinte mil colombianos en agosto de 2015, el Gobierno colombiano activó el plan de emergencia al aplicar la Ley 1523 de 20121 para catástrofes naturales. Esto, además, permitió a los municipios de Cúcuta y Villa del Rosario utilizar fondos de respuesta de emergencia por un periodo de seis meses. Sin embargo, la situación de emergencia que se ha presentado a partir de 2016 con la llegada de cientos de miles migrantes venezolanos no se ha beneficiado de esta declaratoria de estado de excepción. Esta declaratoria les habría permitido a las entidades locales del Estado utilizar recursos de sus presupuestos para atender esta emergencia (para ampliar el acceso de los venezolanos al servicio de salud, por ejemplo), sin miedo a ser acusados por peculado y otros cargos por malversación de fondos.

El elemento común en esa respuesta gubernamental durante los tres últimos años a través del PMU consiste en abordar la coyuntura desde el enfoque y la arquitectura institucional de emergencia, como si se tratara de un desastre, pero sin una declaratoria de emergencia: una paradoja evidente. En consecuencia, se pone poca atención a la protección de los derechos humanos, al enfoque diferencial y a las vulnerabilidades específicas de las personas y, en general, a la situación de desprotección de personas en situación de migración forzada que caracteriza la frontera.

Es importante precisar que las funciones del PMU están delineadas en el Decreto 3888 de 2007,2 artículo 8, que define las siguientes responsabilidades: 


	Coordinar a los organismos y entidades de socorro y apoyo y velar por el adecuado cumplimiento de normas y procedimientos preestablecidos.

	Establecer y coordinar el centro de comunicaciones interinstitucionales.

	Solicitar a las autoridades de Policía, del Batallón de Policía Militar y otras, colaboración para aislar, acordonar y mantener desalojada la zona del desastre.

	Iniciar las operaciones de rescate, identificación, clasificación y estabilización de los heridos.

	Coordinar, con la Red de Urgencias y con sus instituciones, el transporte de los heridos.

	Informar oficialmente a los medios de comunicación sobre características del desastre o emergencia y las medidas que se adopten.

	Informar al Comité Operativo y al Comité Directivo de Emergencia sobre el desarrollo de las actividades.



Como se observa, al cruzar las funciones del PMU y las exigencias del contexto señalado anteriormente, se evidencia una falta de correspondencia entre las acciones necesarias y las medidas que pueda tomar este escenario de coordinación, más aún, bajo la premisa de que dichas funciones o responsabilidades no tienen marco de acción, dada la no declaratoria de emergencia. En este mismo escenario, las autoridades regionales y municipales explicitadas en la ley para la respuesta de emergencia quedan sin competencia para responder. Por otra parte, el papel de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas ha sido secundario, cuando sabemos su rol fundamental para aquellos colombianos víctimas del conflicto armado que retornan al país. Del mismo modo, el rol de la Defensoría del Pueblo tampoco ha sido destacado. Ambas entidades del Estado, dotadas de una misión centrada en la defensa, promoción y garantía de derechos, tienen un perfil bastante bajo en la respuesta, ya que esta se enfoca en la emergencia frente al desastre, la acción humanitaria y la gestión de riesgos.

Cuando se produjeron los retornos masivos de colombianos en agosto de 2015, la Presidencia colombiana publicó los siguientes decretos para intentar garantizar derechos, tales como el derecho a la reunificación familiar para facilitar la permanencia en el país de ciudadanos venezolanos que sean cónyuges o compañeros permanentes de colombianos (Decreto 17723), el derecho a la vivienda (Decreto 18194), al empleo (Decreto 18215) y a la salud (Decreto 17686), entre otros (véase la tabla 8).

A partir de 2016, con la llegada masiva de migrantes venezolanos, el Gobierno y entidades del Estado de Colombia han multiplicado decretos, circulares y resoluciones para regular de manera administrativa dicha migración y abordar diferentes problemas relacionados con ella. He aquí un listado, no exhaustivo, de estos instrumentos (véase tabla 8 a continuación).

Tabla 8. Decretos sobre la migración venezolana en Colombia desde 2016



	
Nombre u objeto


	
Tipo de instrumento


	
Número


	
Fecha


	
Entidad


	
Finalidad





	
Directrices para la inscripción extemporánea en el registro civil de hijos de colombianos nacidos en Venezuela


	
Circular


	
121


	
12 de agosto de 2016


	
Registraduría Nacional del Estado Civil


	
Facilitar la expedición de registro civil mediante procedimientos excepcionales, específicamente a los colombianos retornados de la República Bolivariana de Venezuela





	
Alcance y ampliación al término de vigencia de la Circular n.° 216 del 12 de agosto de 2016


	
Circular


	
216


	
21 de noviembre de 2016


	
Registraduría Nacional del Estado Civil


	
Continuar garantizando la inscripción en el registro civil de nacimiento de los menores de edad con derecho a la nacionalidad colombiana que regresen al país





	
Alcance y ampliación al término de vigencia de la Circular n.° 216 del 21 de noviembre de 2016


	
Circular


	
025


	
20 febrero 2017


	
Registraduría Nacional del Estado Civil


	
Continuar garantizando la inscripción en el Registro Civil de Nacimiento de los menores de edad con derecho a la nacionalidad colombiana que regresen al país y aquellos que aún se encuentran en Venezuela





	
Medida excepcional para la inscripción extemporánea de hijos de colombianos nacidos en Venezuela


	
Circular


	
064


	
18 de mayo de 2017


	
Registraduría Nacional del Estado Civil


	
Continuar garantizando la inscripción en el Registro Civil de Nacimiento de los menores de edad con derecho a la nacionalidad colombiana que regresen al país y aquellos que aún se encuentran en Venezuela





	
Por el cual se sustituye el capítulo 6 del título 2 de la parte 9 del libro 2 del Decreto 780 de 2016


	
Decreto


	
866


	
25 de mayo de 2017


	
Ministerio de Salud y Protección Social


	
Transferencia de recursos para las atenciones iniciales de urgencia prestadas en el territorio colombiano a los nacionales de los países fronterizos





	
Por medio del cual se crea un permiso especial de permanencia 


	
Resolución


	
5797


	
25 de julio de 2017


	
Ministerio de Relaciones Exteriores


	
Establecer mecanismos de facilitación migratoria que permitan a los nacionales venezolanos permanecer en Colombia de manera regular y ordenada





	
Costos asociados a la expedición de la tarjeta de movilidad fronteriza para ciudadanos venezolanos 


	
Resolución


	
1248


	
25 de julio de 2017


	
Migración Colombia


	
Establecer el valor para el cobro de dicho documento





	
Por la cual se implementa el permiso especial de permanencia (PEP) […] y se establece el procedimiento para su expedición a los nacionales venezolanos 


	
Resolución


	
1272


	
28 de julio de 2017


	
Migración Colombia


	
Preservar el orden interno y social, evitar la explotación laboral y velar por el respeto de la dignidad humana





	
Por medio de la cual se incluye el permiso especial de permanencia (PEP) como documento válido de identificación en los sistemas de información del Sistema de protección social 


	
Resolución


	
03015


	
18 de agosto de 2017


	
Ministerio de Salud y Protección Social


	
Incluir en las estructuras de datos de los sistemas de información del Sistema de Protección Social el PEP 





	
Alcance y ampliación al término de vigencia de la Circular n.° 64 del 18 de mayo de 2017 


	
Circular


	
145


	
17 de noviembre de 2017


	
Registraduría Nacional del Estado Civil


	
Continuar garantizando la inscripción en el Registro Civil de Nacimiento de los menores de edad con derecho a la nacionalidad colombiana que regresen al país y aquellos que aún se encuentran en Venezuela





	
Por la cual se implementa un nuevo término para acceder el permiso especial de permanencia (PEP) 


	
Resolución


	
361


	
6 de febrero de 2018


	
Migración Colombia


	
Conceder nuevos términos para expedir y solicitar este mecanismo de facilitación migratoria





	
Alcance y ampliación al término de vigencia de la Circular n. ° 145 


	
Circular


	
87


	
17 de mayo de 2018


	
Registraduría Nacional del Estado Civil


	
Continuar garantizando la inscripción en el Registro Civil de Nacimiento de los menores de edad con derecho a la nacionalidad colombiana que regresen al país y aquellos que aún se encuentran en Venezuela








Fuente: Elaboración propia



Iniciar el registro 

En consonancia con los requerimientos legales para la atención de desastres, se ha priorizado la apertura del registro de los afectados. Así, la respuesta del Gobierno suele incluir también la acción de registrar a las personas que llegan en los flujos migratorios para confeccionar una base de datos que serviría para mejorar dicha respuesta institucional. Por ejemplo, el 25 de agosto de 2015, la Unidad Nacional para la Gestión de Riesgos de Desastres fue la encargada de activar el Registro Único de Damnificados (RUD). No obstante, se presentaron muchos problemas relacionados con la falta de un modelo de registro para recoger la información sensible y necesaria bajo protocolos de seguridad y confidencialidad y de acuerdo con la condición de protección internacional de esas personas retornadas.

Sin embargo, con la llegada de los flujos migratorios venezolanos, el Gobierno colombiano esperó hasta marzo de 2018 para emitir el Decreto 5427 a través del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, con el fin de crear el Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos en Colombia (RAMV), que deberá servir como insumo para el diseño de una política integral de atención humanitaria. 

Vale subrayar que el RAMV ha sido apoyado por varias organizaciones internacionales con presencia en Colombia, entre ellas, el ACNUR, la OIM y la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID). El RAMV se realizó del 6 de abril al 8 de junio del año 2018 y en diferentes territorios de Colombia, principalmente en las zonas de fronteras. Se espera que tanto el RUD como el RAMV sirvan para no solamente tener una caracterización sociodemográfica de ambas poblaciones, sino también para diseñar una política institucional que sea capaz de abordar los vacíos, las necesidades y retos de protección, en concreto en el Norte de Santander, que identificamos y analizamos más adelante en nuestra investigación. Sin embargo, los dos esfuerzos establecidos para el registro no terminan de cruzarse, ni de coordinarse mutuamente.

En resumen, la respuesta del Gobierno colombiano ha sido de carácter provisional por medio de decretos, circulares y resoluciones que buscan atacar en lo inmediato la emergencia en términos de riesgos y desastres, a través de una estructura diseñada para tal fin (el Puesto de Mando Unificado, PMU, en el Norte de Santander) y con base en un modelo de registro que no está claramente fundado en criterios de protección de derechos o bajo protocolos de seguridad y confidencialidad. 

VACÍOS DE PROTECCIÓN

En la siguiente sección, presentaremos los resultados del ejercicio de análisis de los vacíos de protección que recogimos principalmente de las entrevistas semiestructuradas y los grupos focales. 

Vacíos conceptual-analíticos

Los vacíos conceptuales y analíticos señalan las categorías o claves (su existencia o no), desde las cuales se nombra y clasifica a las personas o grupos de personas que se encuentran en el estado de desprotección y se analiza su situación. En este sentido, el sociólogo argelino-francés Abdemalek Sayad sostiene que

el fenómeno migratorio en su totalidad, emigración e inmigración, solo puede ser pensado, descrito e interpretado a través de las categorías del pensamiento de Estado. Este modo de pensamiento se inscribe totalmente en la línea de demarcación, invisible o apenas perceptible, pero cuyos efectos son considerables, que separa de modo radical nacionales y no-nacionales: o sea, por una parte, quienes tienen naturalmente o, como dicen los juristas, quienes tienen de estado la nacionalidad del país (su país), es decir, del Estado del cual son nacionales, del territorio sobre el que se ejerce la soberanía de este Estado; y, por otra parte, quienes no poseen la nacionalidad del país en el cual tienen su residencia. (1999a, 396)

Queda claro que la migración es un campo donde se muestra la soberanía del Estado sobre un territorio y sobre un pueblo. Una soberanía que consiste en demarcar y fijar, con base en la separación del (de los) otro(s) territorio(s) y de los otros. El pensamiento de Estado configura las estructuras mentales (categorías), con las cuales se nombra y analiza a quienes llegan al territorio: son nacionales o no nacionales (extranjeros), y estos son migrantes voluntarios o refugiados. Efectivamente son categorías del pensamiento de Estado, categorías nacionales que, como bien lo menciona Balibar, sirven para demarcar, separar y excluir al usar justamente la frontera para este fin. 

Pero, ¿qué pasa cuando estamos frente a una frontera geográfica como la frontera colombo-venezolana, donde los límites territoriales y nacionales se mezclan e incluso son confusos, donde del otro lado (venezolano) están llegando flujos migratorios mixtos y también inmigrantes, retornados y colombo-venezolanos (ciudadanos binacionales)? Efectivamente cuando las categorías del pensamiento de Estado no sirven y son cuestionadas por la misma realidad, aparecen entonces en todo su esplendor los vacíos para nombrar, clasificar y categorizar, así como un plexo de claves de análisis que se plantea para llenar dichos vacíos, tal como lo acabamos de ver en la primera sección del capítulo anterior. Señalemos algunos de estos vacíos conceptuales-analíticos. 

En primer lugar, se presenta la dificultad de definir si es una inmigración o un retorno. Por ejemplo, con respecto a las familias mixtas que son compuestas por colombianos y venezolanos y que están llegando al lado colombiano de la frontera, ¿se trata de un retorno a su territorio y a la nación de Colombia de la que serían parte o, más bien, de una inmigración a un territorio que no les pertenece y al que no pertenecen? Recordemos que han estado retornando a Colombia personas que salieron del país hace veinte, treinta e incluso cuarenta años, cuando eran niños. O incluso tercera o cuarta generación de colombianos que habían huido hacia Venezuela, con derecho a la nacionalidad colombiana por derecho constitucional, pero con dificultades administrativas y legales para adquirirla, sin obviar la situación de débil arraigo con Colombia. 

La situación particular de los hijos de las familias mixtas colombo-venezolanas que enfrentan serias dificultades para acceder al derecho a la nacionalidad colombiana (por ser hijos de nacionales colombianos) muestra también la gran complejidad para que se categoricen, y que de allí se reconozcan también como ciudadanos colombianos, a las personas ubicadas en la frontera jurídica entre el ser nacional y no-nacional. Por ejemplo, uno de los entrevistados especialistas en la materia señaló, de manera perpleja: 

[…] el tema peculiar es cuando el papá murió sin sacar su cédula de ciudadanía [colombiana]. Eso es un problema grave porque la ley no le permite tener o transmitir su nacionalidad [a su hijo o hija]. La norma dice que debió haber adquirido su cédula de ciudadanía para poder darles la nacionalidad a los hijos. ¿Y, pues, la ley no lo permite? Entonces, pues, no sé, yo en mi concepto pienso que así no debería ser [porque es colombiano]. Yo creo que con tutelas se puede facilitar la nacionalidad, pero bueno la ley no lo permite. (Anónimo, datos sin publicar, 6 de junio de 2018) 

Otro ejemplo de esta frontera jurídica gris es la negativa del Estado colombiano a reconocer la situación de apatridia en la que se encuentran muchos hijos de venezolanos nacidos en territorio colombiano, en particular los hijos de los solicitantes de asilo. No son nacionales porque sus padres no están domiciliados de manera regular y permanente en Colombia, pero ellos nacieron en el territorio colombiano y sus padres no pueden ni volver a su país Venezuela ni acudir a un consulado en Colombia por ser perseguidos por el régimen del presidente Nicolás Maduro. 

Por el momento, queremos resaltar la negativa mencionada. El testimonio de un entrevistado funcionario del Estado colombiano fue contundente: Aquí no se ha dado esa figura de apátrida. No […] Desde su valoración personal, explica lo siguiente sobre el procedimiento de legalidad que debe hacer el migrante venezolano:

Sí, pero [el] ingreso a cualquier país del mundo usted tiene que hacerlo de manera legal. El problema que se está presentando acá, creo yo, no sé si yo esté equivocado, nosotros estamos siendo facilistas en el buen sentido de la palabra para que la persona llegue a Colombia y se quede en Colombia y se realice en Colombia, pero el procedimiento de legalidad no lo están haciendo. Eso es lo que yo más he intentado decirles a las personas, ustedes están dando una facilidad. Un ejemplo, un millón de venezolanos que están llegando acá a estudiar, ellos llegan a estudiar acá pero no están legales acá, ese estudio a futuro cuando ellos vayan a ir a la universidad, ¿[les] va a servir? ¿Si ellos no están legalizados? Y eso es lo que yo les estoy diciendo: Tengan cuidado porque ustedes están dando unas soluciones, en este momento mediáticas, pero a diez años cuando todo esto haya pasado, si Dios quiere, nadie se va a acordar de las circulares, nadie se va a acordar que Venezuela tuvo este problema, y esos niños van a quedar ya no niños, sino jóvenes buscando una universidad, donde le dirán: ¡Venga pero usted estudió pero no estuvo, no estaba legal en el país, usted perdió el estudio! Eso es lo que yo les he intentado decir más. Si bien es una solución mediática, a largo plazo toca tener cuidado [para] que la solución perdure en el tiempo y en la legalidad. (Anónimo, datos sin publicar, 6 de junio de 2018) 

Sin embargo, a la pregunta sobre la situación de los niños en riesgo de apatridia, otro entrevistado nos respondió lo siguiente sobre el manejo confidencial que el Estado colombiano da al tema:

[…] [Ustedes] no van a encontrar cifras sobre el riesgo de apatridia, tendría que hacerse una investigación muy juiciosa a nivel principalmente de hospitales, donde yo veo que puede haber claridad en las cifras. Es decir, los registros de nacidos vivos que se entregan, ahí tú puedes hacer un filtro de cuáles son niños cien por ciento venezolanos nacidos en territorio colombiano, porque eso no alcanza a llegar a la Notaría […] Quien tiene ese primer filtro son los hospitales, entonces uno puede hacer un balance con el gerente del hospital y mirar cuántos niños nacieron acá siendo de familias venezolanas y todos esos niños están en riesgo de apatridia. O decirle al registrador que diga cuántos registros civiles ha expedido con nota de no nacionalidad No apto para la nacionalidad […] Nosotros lo anunciamos a la directora del ICBF en una reunión que tuvimos, ellos dijeron que iban a tomar como una vocería en eso, pero no lo dice políticamente. (Anónimo, datos sin publicar, 17 de mayo de 2018) 

En resumen, los vacíos conceptuales nos permiten ver la dificultad e incluso la imposibilidad de nombrar, categorizar y reconocer (el estatus nacional, jurídico, etc.) a las personas y grupos de personas que llegan a la frontera debido a su ubicación en unos grises entre el ser nacional y no-nacional, el hecho de tener padres extranjeros sin documentos que comprueben su residencia y nacer en territorio colombiano. Ya que no se puede nombrar de manera clara a estas personas o categorías de personas, tampoco se puede identificar cómo categorizar su situación jurídica. 

Por ejemplo, un retornado, considerado nominalmente como ciudadano colombiano, debería ser atendido como un colombiano a quien se le debe, constitucionalmente, garantizar sus derechos como colombiano. De hecho, la Ley 1565 de 20128 los llama colombianos residentes en el exterior. Pero, a este grupo concreto se les da beneficios, mas no el reconocimiento de sus derechos. Entonces, ¿la clave para analizar y satisfacer sus necesidades es la de ser ciudadano colombiano con derechos constitucionales que está volviendo a su tierra o la de ser beneficiario de una ley que le permite el acceso a unas rutas institucionales para recibir dichos beneficios?

Del mismo modo, si se considera como refugiado el migrante venezolano que llega a la frontera, se reconoce inmediatamente que necesita protección internacional por parte del Estado colombiano. En cambio, si se califica como migrante (económico, voluntario), ese migrante no tiene derecho a la protección internacional y debe cumplir con todas las exigencias que le piden a un extranjero en territorio colombiano. En el primer caso, se le debe aplicar la ruta y los procedimientos de la solicitud de asilo, mientras que en el segundo es preciso que acuda a los procedimientos de solicitud de visa. Frente a este dilema (migrante o refugiado), el Estado colombiano los llama de una manera neutra: nacionales venezolanos que se encuentran en el territorio colombiano, sin precisar si son migrantes o refugiados. 

Finalmente, con respecto a los niños de venezolanos nacidos en territorio colombiano, no se les da la nacionalidad colombiana, pero les otorgan un registro civil de nacimiento donde se dice claramente: No apto para la nacionalidad. Entonces, ¿cuál es el papel de este registro? ¿En qué se convierte el registro civil de nacimiento definido por el mismo Estado como el instrumento tanto legal como administrativo por medio del cual el Estado reconoce los derechos y los deberes de los colombianos frente a la sociedad y la familia?9 ¿En qué queda la nacionalidad del niño que sí tiene un registro civil de nacimiento que no es apto para la nacionalidad? ¿Cuál es el valor legal de este instrumento? ¿Realmente protege el derecho de este niño a la nacionalidad? ¿Qué tipo de registro es?

Hay una clara necesidad de brindarle a dicho niño el derecho a la nacionalidad por parte del Estado en cuyo territorio nace, frente a la imposibilidad de conseguir la nacionalidad de sus padres. Si no, se debe reconocer que es apátrida o está en riesgo de apatridia o tiene problemas para confirmar la nacionalidad. Uno de los entrevistados señaló lo siguiente, que evidenció los serios problemas que hay con el registro civil de nacimiento de los niños venezolanos:

[…] a veces es que hay un convenio según el cual un funcionario de la Alcaldía con funciones de Registraduría o un funcionario de la Gobernación con funciones de la Registraduría debe permanecer en el hospital para cuando nacen estos niños y eso nunca se cumple. Muchos niños nacen y lo que dice Germán es que no llegan hasta el escenario de la Registraduría ni de las notarías, ni de los consulados ni nada. Es mejor el registro de nacidos vivos donde tú miras por el padre, siendo los dos padres venezolanos, tú ya sabes que están en riesgo de [apatridia]. (Anónimo, datos sin publicar, 17 de mayo de 2018) 

Otro funcionario nos explicó que

cuando los papás están legalmente ingresados al país con pasaporte sellado, ellos [los niños nacidos en Colombia] no tienen problema y a ellos se les da el registro civil de nacimiento si nace acá, si ellos están ingresados legalmente al país y adquieren nacionalidad y sus padres en este momento están bajo la ley colombiana. Lo de No apto para la nacionalidad se saca cuando sus padres no están de manera legal en el país, entonces ahí se hace un registro y se le coloca en el sistema. Pero ellos tienen siete años para corregir la situación, el papá tiene siete años para ir a sellar y legalizar. (Anónimo, datos sin publicar, 6 de junio de 2018) 

De esta manera, se castiga al niño por el origen y la situación de ilegalidad de su padre. Por esto, el mismo funcionario propone lo siguiente para remediar la injusticia: 

Si es difícil, entonces modifiquen la ley, la ley de registro civil. ¿Qué tienen que hacer? Pues ponga una alternativa, usted puede decir: como no le vamos a exigir pasaporte, entonces, ¿qué vamos a hacer? No sé, un ejemplo: Váyanse a la Alcaldía, preséntese a la Alcaldía, elabore un documento donde usted va a residenciar, dé su dirección, todos sus datos, nosotros le vamos a dar un documento transitorio donde usted pueda adquirir su cédula de ciudadanía transitoria como extranjero y lo legalizamos y esos hijos que usted va a tener acá van a tener la legalidad. La facultad sería del Congreso, sería como una ley. Podría ser hasta una ley transitoria donde bueno, durante cinco años vamos a dar esta facilidad, pero entonces esa es como una solución para que los niños o los bebés y todos queden dentro de un país legales y mañana no vayan a tener un trauma ni social ni económico ni nada, porque ¿qué saco yo estudiando ahora si a futuro no me lo van a valer? (Anónimo, datos sin publicar, 6 de junio de 2018)

En segundo lugar, se presenta la dificultad de saber con cuál clave analizar las necesidades de estas poblaciones que no caben en ninguna categoría. Teniendo en cuenta la anterior situación, en la cual no se pueden aplicar de manera nítida las categorías del pensamiento del Estado, se ha invocado un gran plexo de categorías para leer y analizar las necesidades de las tres poblaciones objeto de nuestro estudio. Lo común a las claves aplicadas a los tres grupos tiene que ver con los siguientes factores, que nos explican el porqué de esta dificultad o imposibilidad para nombrar y analizar la situación de ellos:


	Falta de caracterización de la coyuntura migratoria en la frontera colombo-venezolana desde un enfoque de protección de derechos humanos para definir si es una migración forzada o qué personas necesitan de la protección internacional y la protección como ciudadanos colombianos y como grupos vulnerables en medio de estos flujos mixtos.

	Dificultad de caracterizar a los flujos migratorios, para determinar quiénes son refugiados, Población en Necesidad de Protección Internacional (PNPI), migrantes afectados por la crisis humanitaria, etc.

	Dificultad de reconocer dentro de las familias mixtas a colombianos con derechos a la nacionalidad y con derecho a obtener y ejercer su ciudadanía colombiana.

	Dificultad para la articulación institucional entre entidades (Registraduría, alcaldías, sector salud, entre otros) y escalas (central y local), para reducir los casos y riesgos de apatridia.



El tener solucionado todo lo anterior permitiría decantar cuándo hay una necesidad de protección y cuándo hay una necesidad de asistencia humanitaria y otra. Incluso una caracterización, tanto de la coyuntura migratoria en general como de los flujos migratorios de manera específica en la frontera colombo-venezolana, enfocada en los derechos llevaría al Estado colombiano a priorizar el enfoque de protección para responder de manera oportuna y prioritaria a casos en los cuales la vida, la dignidad y los derechos humanos de personas y grupos vulnerables están amenazados, tal como lo promueven la Corte Constitucional colombiana y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). 

De manera específica, frente a la existencia de los vacíos conceptual-analíticos aplicados a cada una de las tres poblaciones objeto de estudio, se han dado otras claves de definición y análisis de cada una:

Migrantes venezolanos


	Clave humanitaria: los venezolanos necesitan de todo, comida, salud, trabajo; son migrantes humanitarios.

	Clave de protección de derechos o de negación: necesitan recobrar sus derechos perdidos en Venezuela; son migrantes en busca de la protección internacional. 

	Clave de urgencia (principalmente, médica): los venezolanos se están muriendo en Venezuela y llegan a la frontera para sobrevivir; son migrantes por sobrevivencia.

	Clave de hermandad y solidaridad entre los dos pueblos: antes, los venezolanos nos ayudaban, ahora nos toca ayudarlos; son migrantes que necesitan de nuestra solidaridad.

	Clave de mano de obra barata: los venezolanos son gente que llega a la frontera con muchas necesidades y, por lo tanto, trabajan por muy poco dinero. Los explotan mucho y, por eso, prefieren darles trabajo a ellos en vez de a colombianos. Son una mano de obra barata y fácilmente explotable.



Retornados colombianos


	Clave de protección de sus derechos: son ciudadanos colombianos y muchos de ellos fueron víctimas del conflicto armado o del régimen de Nicolás Maduro que los deportó o, a raíz de la delincuencia en Venezuela, tuvieron que retornar a Colombia. Son hermanos que están regresando a casa por una situación de fuerza mayor.

	Clave en términos de ruta de las políticas de retorno: hay una legislación y una ruta ya establecida que cualquier colombiano retornado debe seguir para poder acceder a los beneficios. Es una población que debe acudir a la oferta y ruta institucional para poder tener acceso a beneficios, con la duda de si se puede equiparar estos beneficios a derechos. Sin embargo, no es muy clara la relación que existe entre el retorno de colombianos migrantes (Colombia nos Une) y el retorno de colombianos víctimas en el exterior, regulado en la Ley 1448 de 2011.10 Ciertamente dicha ley resulta la más pertinente para la situación específica, dado el perfil de las personas que están regresando, sin embargo, es inoperante al momento, lo que reduce las posibilidades a la primera opción, cuyas medidas resultan insuficientes para las dimensiones de los afectados.

	Clave de desconocimiento de sus lugares de origen en Colombia por parte de la institucionalidad: esta no tiene en cuenta la situación peculiar en la que están retornando, por ejemplo, muchos no pudieron ir a un consulado colombiano en Venezuela para registrarse como víctimas o registrarse en el RUV. Tampoco se está teniendo en cuenta la situación de varios donde, en sus comunidades de origen, pervive el conflicto armado o simplemente el caso de varios retornados que ya no tienen familiares o no quieren volver allá, etc. Los retornados son personas que tienen situaciones y contextos específicos que toca mirar uno por uno y comprender, antes de juzgar y aplicar los procedimientos legales y administrativos. En esta perspectiva, es importante la atención sobre el retorno de colombianos adultos mayores sin vínculos familiares en Colombia, en un alto riesgo de terminar en situación de calle o en situación de desamparo. 



Niños en riesgo de apatridia


	Clave de desconocimiento de la realidad de la apatridia, por parte del Estado colombiano: si no se reconoce que hay apatridia, no se puede hacer nada para prevenirla o reducirla.

	Clave en términos de confusión para nombrar los procesos y procedimientos conectados con el registro y problemas relacionados: no se sabe cuál es el problema, si es de doble registro, doble nacimiento, doble nacionalidad.

	Clave en términos de falta de entendimiento entre los dos países sobre procesos de registro.



Vacíos jurídicos

Los vacíos jurídicos pretenden reconocer la existencia o no de instrumentos jurídicos y su interpretación (amplia o reducida) y aplicación (real, defectuosa o inexistente) para la protección a migrantes venezolanos, connacionales retornados y niños en riesgos de apatridia, teniendo en cuenta sus carencias, insuficiencias y deficiencia para la protección de estas tres poblaciones.

En primer lugar, uno de los más importantes vacíos jurídicos se relaciona con la falta de respaldo y amparo jurídico-institucional, ante eventuales sanciones de los entes de control, a funcionarios que aplican las medidas excepcionales para temas de documentación, salud, educación. La aplicación de las medidas excepcionales ha sido un tema muy preocupante para los funcionarios, que han tomado muchas precauciones a la hora de atender a los venezolanos y brindarles el servicio requerido. En algunos casos, para blindarse, sugieren al venezolano que los tutele para que puedan atenderlos con base en la tutela ya tramitada. Este es un vacío jurídico en términos generales. 

Otro vacío importante, que igualmente compete a los tres grupos, es la falta de peso jurídico que poseen las circulares, resoluciones y decretos (medidas excepcionales), ya que no encarnan soluciones duraderas y que fácilmente podrán ser derogados o perder validez en el tiempo y con un cambio de administración gubernamental. Lo anterior genera un mayor desgaste en la articulación institucional para aplicar estas normativas. Como lo menciona uno de los entrevistados,

otro mensaje que nos preocupa es que, para nosotros, la crisis ha tenido un tratamiento con enfoque de Gobierno, pero no con enfoque de Estado, esto es importante decirlo. Muchas de las políticas que han tomado hoy en día, son políticas en torno a la buena voluntad de Santos o del funcionario que hayan puesto […]. En su ejercicio presidencial, él tiene que dar la cara por una crisis que afrontar y en eso digamos ha tomado medidas como TMF, registro administrativo a venezolanos y eso son políticas de Gobierno que puede ser que el próximo presidente, seguramente tumbe todo o se acaben a largo plazo. (Anónimo, datos sin publicar, 17 de mayo de 2018) 

En este orden de ideas, existe la posibilidad de que dichas flexibilizaciones promovidas por las circulares, resoluciones y decretos puedan caerse y considerarse como anticonstitucionales en algún momento, debido a la poca fuerza de ley que poseen y las pocas garantías jurídicas que puede otorgar el Estado al respecto. Otro entrevistado señaló:

Por ejemplo, los decretos en temas de educación que permiten a los niños venezolanos entrar a las instituciones. Sabemos que hasta noveno grado tienen derecho a estudiar, pero ¿qué pasa con los niños venezolanos que terminan el año escolar y terminan noveno y ese decreto deja de tener fuerza de ley? Porque el decreto solo está hasta noveno grado y deja de tener validez: ¿Cómo hacemos para que estos niños puedan avanzar? Es una ley a medias, no sirve de a mucho que los niños venezolanos solo puedan estudiar uno o dos años (los más avanzados) y que después no puedan culminar sus estudios y puede llegar que ni siquiera se los validen porque dichos decretos pueden caer y no ser reconocidos a largo plazo. Si el Estado no da las garantías jurídicas, por ejemplo, y si las da, no las da con el peso necesario para que se mantengan y tengan vigencia. (Anónimo, datos sin publicar, 17 de mayo de 2018) 

Lo anterior reconoce que en términos jurídicos existe un vacío de políticas a largo plazo que permitan que la población beneficiada se siga beneficiando en términos de educación, salud y documentación, ya que las soluciones son, en palabras de uno de los entrevistados, por facilidad jurídica, pero no hay garantías a futuro de que sigan teniendo validez. Adicionalmente, es importante recordar que las circulares se vencen cada seis meses. Esto implica que cada seis meses se saca una nueva circular que busca ampliar la anterior o busca modificarla, reducirla o establecer nuevos términos. Dichos cambios pueden aumentar el desconocimiento institucional y de la población. Por ejemplo, la circular 216 del 2016 comenzó con el trámite de acceso a registro, venció en noviembre y la circular 025 le dio dos meses más y después la 064 decía lo mismo, pero agregaba la plena identidad.

En el ámbito institucional, los cambios aumentan aún más la dificultad de asesorar, capacitar e implementar correctamente en torno a dichas medidas jurídicas excepcionales, debido a que pueden cambiar constantemente. Esto genera confusiones para los mismos funcionarios que las aplican y un mayor desgaste al capacitar a estas personas cada seis meses aproximadamente. Lo anterior también ha generado inconformidad para los funcionarios, que afirman que el trabajo realizado mediante dichas resoluciones, circulares y decretos puede estar en riesgo ya que en cualquier momento pueden dejar de tener validez, entonces, ¿para qué esforzarse?, se preguntan. 

Además, la población beneficiaria en temas de educación, salud o documentación a largo plazo puede llegar a perder dichos beneficios. Para esta misma población, dichos cambios también son confusos, pues pueden retrasar los trámites que están llevando a cabo o, si regresan a Venezuela por un tiempo con la información que obtuvieron en Colombia y meses después vienen a Colombia, puede que dicha información haya sido modificada o ampliada. 

En segundo lugar, otro de los vacíos jurídicos es la falta de articulación institucional para aplicar los instrumentos jurídicos. En temas de documentación, antes que todo, no existe un mismo discurso o unificación de criterios entre todas las oficinas de Registraduría y Notaría en materia de identificación. Aunque el proceso de documentación con la nueva circular permitió darle autonomía al registrador sin la necesidad de pasar la respuesta a Migración Colombia, lo único que se logró fue un cambio de papeles que no ha agilizado la respuesta para registrarse (demora lo mismo, de seis a ocho meses). Lo mismo ocurrió con las Unidades de Atención a la Población Vulnerable (UDAPV),11 que permitirían una mayor agilidad en los trámites de registro. En varias de las Unidades, el trámite de registro volvía a ser remitido a la Registraduría. Con esto, el trámite se vuelve aún más lento ya que la UDAPV no efectúa el proceso, sino que los manda a la Registraduría, algo que aumenta el desgaste institucional en términos monetarios y de recursos humanos, y que desgasta aún más a la población en los procesos de registro.

Por otro lado, a pesar de que el Estado ha promovido la creación de circulares y decretos para la flexibilización de acceso a derechos tales como la documentación, educación y salud, existen vacíos en las circulares y decretos, que se quedan cortos a la hora de ser aplicados en casos específicos, ya que no brindan una explicación detallada y dan lugar a diferentes interpretaciones que pueden vulnerar los derechos de esta población migrante.

Un ejemplo de esto es la circular 87, que es la prórroga de la circular 145, que busca seguir garantizando la inscripción en el Registro Civil de Nacimiento de los menores de edad con derecho a la nacionalidad colombiana que regresen al país y aquellos que aún se encuentran en Venezuela. Sin embargo, dicha circular posee un vacío jurídico, debido a que los registradores siguen teniendo la autonomía de determinar si las personas pueden o no acceder a la nacionalidad colombiana, cuando en ciertos casos el registrador desconoce la situación en la frontera pidiéndole al solicitante ciertos documentos. Por ejemplo, a veces se pide el acta de defunción apostillada, que en este momento en lugares como en los registros principales ya no se está otorgando, o, si logran tenerla, la apostilla es un proceso que demora entre dos y tres meses y además deben pagar una gran suma de dinero por este proceso. Lo anterior limita la inscripción para acceder al derecho de la nacionalidad. 

Otro caso es con el memorando 058 del 2017 que permitió que, en las Registradurías de Herrán, Ragonvalia, Tibú, Pamplona y Puerto Santander, se pudieran iniciar trámites de nacionalización al presentar solamente los documentos legalizados. Sin embargo, aunque ciertas personas cumplían con todos los trámites legalizados, se les pedían algunos documentos también apostillados:

La señora tiene todo legal a excepción de su documento de acta de defunción del padre, entonces la brecha jurídica es cómo hacer que un juez tutele a favor de esa persona, teniendo en cuenta que la circular es clara en donde dice documentos legalizados, pero no establece que la defunción tiene que estar apostillada. Tampoco establece que ciertos documentos deben estar apostillados y otros legalizados. (Anónimo, datos sin publicar, 18 de mayo de 2018)

En estos dos ejemplos no solo existe el vacío de que la norma es tomada por autonomía del registrador al pedirle apostilla cuando solo se están exigiendo documentos legalizados, sino también la falta de directrices claras para casos de venezolanos con padres colombianos muertos o sin vínculos. Esto dificulta el trámite de acceso a nacionalidad.

Otro caso señalado por un funcionario del Estado entrevistado es el tema de los testigos:

Pues ahorita ese es el problema. Ahorita se volvieron testigos profesionales, usted consigue afuera de la Registraduría cinco o seis testigos, mire lo delicado del asunto. Usted llega y se para en la fila y usted está haciendo fila y yo digo: ¡Hola! ¿Cómo estás? Mi nombre es Pepito Pérez. —Sí, mucho gusto, mire yo tuve dos hijos en Venezuela, ¿usted me puede servir de testigo? —Sí, claro, ¿cómo se llaman sus hijos? Como la norma dice que tenga dato fidedigno, pues yo le estoy dando un dato fidedigno. ¿Eso sería lo normal? No, no es lo correcto, pero iré más allá […]. Nos está llegando en la Auditoría de Bogotá, hacen un escaneo y dicen: ¿Cuántas veces ha servido de testigo esa persona? Cincuenta veces, pero ese señor […] ¿por qué ha servido tantas veces de testigo? Justamente porque yo con la circular le estoy dando la facultad a que eso exista. (Anónimo, datos sin publicar, 6 de junio de 2018)

En este orden de ideas, las circulares, decretos, memorandos u otros instrumentos jurídicos en ciertos casos no están siendo ni claros ni concisos. Además, la autonomía del funcionario puede contemplar múltiples interpretaciones, que pueden llegar a afectar el acceso a derechos de estas personas o permitir, como en este caso, la creación de testigos falsos para el acceso a la nacionalidad. Otro vacío en las circulares, decretos y otras normas excepcionales emitidas por el Estado se complementa con el desconocimiento, la falta de información y capacitación que tienen los funcionarios para sus correctas implementaciones. Lo anterior permite registrar, según varios testimonios, algunos casos de abuso y maltrato verbal por parte de ciertos funcionarios de Cúcuta, Tibú, Herrán y Ragonvalia a la población que necesita asesoramiento y ayuda jurídica en sus trámites, ya que ellos reciben los papeles a la ligera. Entonces existiría una vulneración de derechos humanos por la falta de capacitación de algunos funcionarios públicos en cuanto al buen trato y la dignificación de las personas que se acercan a buscar ayuda. Un ejemplo de la falta de información y capacitación lo menciona el siguiente entrevistado:

Con población retornada o familias mixtas que tienen hijos con derecho a acceder a la nacionalidad colombiana pasa algo muy similar: tienen que pasar días y noches ante la Registraduría para que solamente sean atendidos dos días a la semana, que son miércoles y viernes, y solo atienden a treinta personas por día. Si logró pasar, pues bien. Si no, que siga haciendo cola para el otro miércoles o viernes, no importa si se moja, nada. Los tramitadores estaban cobrando hasta 50 000 y 60 000 pesos por hacer esos pagos de cita, pero había personas que perdían esos pagos del tramitador porque resultaban ser falsas esas citas e incluso, no es de nuestro conocimiento confirmado, […] había personas que decían que ellos entraban a información de la Registraduría y la chica de información le decían: Usted va a la papelería, paga tanto por la cita y viene para que lo atendamos. ¡Pero si es un servicio totalmente gratuito acceder a una cita y poder acceder a sus derechos de acceso a la nacionalidad! Entonces, por qué tenían que ellos mismos recomendar el pago de tramitadores, es algo que no nos consta, pero la misma población lo dice. (Anónimo, datos sin publicar, 6 de junio de 2018) 

La falta de información con respecto a las normativas que ha emitido el Estado va desde el celador hasta los funcionarios de alto rango como son los jueces, personas que deberían estar actualizadas constantemente en el campo jurídico. El JRS Colombia llevaba el caso de una menor venezolana de tan solo un año de edad, a quien, desde su nacimiento, se le detectó una cardiopatía congénita compleja: comunicación interventricular amplia con repercusión hemodinámica, insuficiencia vascular pulmonar más cardiomegalia. Esta enfermedad debía recibir atención médica con urgencia, sin embargo, a causa de la crisis humanitaria existente en Venezuela y por no tener acceso a dicha atención requerida, decidieron buscarla en Colombia.

Debido al grave estado de la menor, fue remitida por urgencias en el mes de diciembre de 2017 al E.S.E. Hospital Erasmo Meoz, donde se corroboró su patología y se ordenó con urgencia remitir a la infante a una institución de IV nivel para proceder con el procedimiento quirúrgico, que era la única manera de salvaguardar su vida. En enero de 2018, se efectúa una acción jurídica de tutela, que se falla como improcedente la tutela bajo el argumento de que se le brindó efectivamente el servicio de urgencias, pero que el procedimiento quirúrgico no podría llevarse a cabo, ya que la menor no se encontraba registrada en el sistema de salud colombiano. 

Esta decisión fue impugnada y en segunda instancia se declaró nulidad de lo actuado por no haber integrado la litis de manera adecuada. Sin embargo, en el nuevo fallo se reiteró que Migración Colombia y el Instituto Departamental de Salud debían estabilizar la condición irregular de la menor y proceder con la autorización respectiva para que se aplicaran los requerimientos pertinentes a la infante. Posteriormente, la familia logró regularizar su condición migratoria dentro del país al tramitar el estatuto de refugio, para el cual les fue entregado el salvoconducto que legitima su residencia temporal en Colombia como solicitantes de refugio. Sin embargo, semanas después, la menor tuvo quebrantos de salud y fue nuevamente hospitalizada en el Hospital Erasmo Meoz, donde se le garantizó la atención de urgencias y fue remitida la solicitud de autorización para que se le realizara la cirugía. Dicha solicitud fue negada por las instituciones encargadas.

Ante la negativa de la institucionalidad, el JRS Colombia procedió a hacer un estudio legal de las particularidades del proceso y de su nueva condición de solicitante de refugio que, ante la ley, le permitiría acceder al sistema de salud colombiano. Se presentó una nueva acción de tutela para solicitar dicho procedimiento quirúrgico. La tutela llegó al Juzgado Laboral en Cúcuta y se tomó la acción de ir al despacho del juez para manifestar la prioridad del caso. En este diálogo, el funcionario, dentro de su labor de juez constitucional, desconocía totalmente los lineamientos, derechos y deberes de la figura de refugio y, además, comentó que los nacionales venezolanos estaban desangrando económicamente al país y afirmó que si ordenaba realizar dicho procedimiento quirúrgico por ser ciudadana venezolana, lo más probable era que se le investigara a él por un detrimento patrimonial al Estado colombiano. 

Lo anterior no solo refleja el desconocimiento de un funcionario frente a las figuras legales a través de las cuales los migrantes pueden solicitar el acceso a los servicios, sino el miedo de los jueces a autorizar procedimientos para que el Estado no los penalice. Sin embargo, ante dicho desconocimiento, se logró radicar la acción de tutela y se ordenó al Instituto Departamental de Salud de (IDS) de la región del Norte de Santander realizar el procedimiento quirúrgico que requería la menor y adicionalmente garantizarle, por medio de un tratamiento médico integral, todos los exámenes y citas que necesitara después de la cirugía para la recuperación de su salud.

De manera específica, con respecto a cada una de las tres poblaciones objeto de estudio, se podría identificar los siguientes vacíos jurídicos adicionales.

Migrantes venezolanos

Vacío en el proceso de determinación del estatuto de refugiado para algunos casos, debido a la falta de cubrimiento de derechos en el mientras tanto y las limitaciones del salvoconducto

Aunque hay varios casos de migrantes que salen huyendo de la crisis por amenazas y persecución, estos prefieren mantenerse al margen del salvoconducto y buscar otros mecanismos de regularización o mecanismos complementarios de protección, entre otras, por la escasa información y por las limitaciones propias del procedimiento de refugio como: limitaciones para acceder al trabajo formal; demoras para la definición del reconocimiento que violan el debido proceso, y restricciones para la libre movilidad más allá de la ciudad y departamento en la que presentó la solicitud. A la larga, estos motivos dificultan la integración local y soluciones duraderas para estas personas. La solicitud de refugio, sin embargo, plantea posibilidades para las personas que requieren atención especializada en salud; posibilidades que van más allá de la superación de la urgencia, aunado a una oferta de asistencia humanitaria por parte de organismos internacionales. 

Otro inconveniente es la falta de información o conocimiento sobre este mismo proceso por parte de ciertas instituciones públicas: no se conoce qué permite y qué no permite hacer, por ejemplo, la no devolución o non-refoulement. Ejemplo de esto es cuando policías colombianos les piden a los extranjeros presentar sus documentos y en varias ocasiones, aunque las personas muestran su salvoconducto que prueba que son solicitantes, los policías desconocen del documento y montan a solicitantes de refugio al camión para regresarlos de nuevo a Venezuela. 

Otros vacíos que vale la pena subrayar, en relación con todo lo anterior, han sido la falta de una caracterización de las causales de refugio desde el país de origen (Venezuela) y también la falta de reconocimiento oficial y diplomático de la crisis humanitaria y la crisis institucional generalizada en el país vecino por parte del Gobierno de Juan Manuel Santos. Son vacíos jurídicos en la medida en que no permiten ampliar el espectro de reconocimiento y respeto a la condición jurídica particular de los solicitantes de refugio en Colombia y a la situación generalizada de crisis de protección en Venezuela para garantizar a los venezolanos sus derechos fundamentales. 

Vacío jurídico con respecto a la población migrante en el acceso a derechos de población migrante con enfoque étnico

Es preciso comprender que la dinámica fronteriza colombo-venezolana incorpora la dimensión étnica, debido a la variedad de grupos indígenas binacionales o que contemplan sus territorios ancestrales en las zonas fronterizas establecidas entre los dos Estados, tal y como lo expresa el concepto emitido por la Defensoría del Pueblo de Colombia con fecha del 13 marzo de 2018, donde asegura que, de los 112 pueblos indígenas reconocidos en Colombia, y de los 52 pueblos indígenas en Venezuela, cuando menos veinte están en ambos países, la mayoría transfronterizos. La Defensoría señala como tales los pueblos wayúu/guajiro, piaroa, yukpa, yaruro/pumé, kurripako, piapoco/chasé, bari, puinave, ingas, kuiva, sáliva, amorúa, guanano, kubeo, tukano, ketchua, tunebo, jivi/guajibo/sikwani, yeral/ñengatú, y shiriana. 

En el caso específico de la comunidad indígena yukpa, esta comunidad se comprende a sí misma como una comunidad binacional, dado que sus resguardos ancestralmente han estado ubicados entre la división administrativa de Colombia y Venezuela, específicamente en la serranía del Perijá. Desde el año 2017, se han desplazado hacia Cúcuta y Tibú principalmente, en grupos familiares, para buscar protección ante las dificultades de acceso a la alimentación y servicios de salud asociados a dolencias de alta complejidad como tuberculosis, problemas severos de piel, necesidades de cirugías e intervención médica, problemas gastrointestinales y respiratorios agudos y patologías ligadas al cáncer de cuello uterino, así como atención a mujeres gestantes. Igualmente, algunos indígenas con quienes tuvimos contacto en el trabajo de campo aseguran que sus territorios ancestrales son cada vez más controlados por actores armados irregulares no reconocidos que generan violencia armada. 

Las autoridades colombianas han identificado ciento de indígenas yukpas ubicados en la ronda del río Táchira, a la altura del puente internacional Francisco de Paula Santander, en inmediaciones del barrio Nuevo Escobar en la ciudad de Cúcuta. El proceso de integración local con las comunidades de acogida se ha complicado, entre otras, por la incomprensión de los modos y costumbres culturales, aunada a la débil respuesta institucional del Gobierno colombiano en términos estructurales, que hace conflictuar a la población de acogida y a los indígenas, en donde los primeros reclaman el espacio público ocupado por los segundos. 

La situación de desprotección se agudiza con el ataque armado perpetrado contra los indígenas yukpas en el barrio Nuevo Escobar el 17 de mayo del 2018. Un ataque que, según los caciques y la comunidad indígena en mención, denunciaron ante las autoridades y que generó el desplazamiento forzado intraurbano masivo de más de cien personas hacia el parque Santander de Cúcuta, en el centro comercial y administrativo de la ciudad. Luego del evento violento, y por diversas presiones, la mayoría de los yukpas, especialmente los caciques, han regresado a Venezuela o se han movido a otras zonas del territorio colombiano. 

En este sentido, las autoridades del Gobierno de Colombia no han facilitado un trato diferencial a la población indígena, en el concepto emitido por la división de asuntos indígenas del Ministerio del Interior, y así les han desconocido la categoría de pueblos indígenas y los criterios constitucionales de Colombia en la materia. Adicionalmente, la comunidad está en condición de calle, sin ninguna garantía estatal que proteja sus derechos fundamentales establecidos por el bloque de constitucionalidad. En el territorio en el cual se encuentran existen graves deficiencias sanitarias, no cuentan con acceso a agua potable ni a saneamiento básico. Esto ha generado propagación de enfermedades y amenaza de mortandad en la comunidad, sobre todo en recién nacidos y en niños, niñas, adolescentes y jóvenes.

Falta de directrices claras para facilitar, además de casos de urgencias, el acceso al derecho de salud para necesidades específicas

En temas de salud, encontramos el Decreto 866 de 2017,12 que tiene por objeto 

establecer el mecanismo a través del cual el Ministerio de Salud y Protección Social pone a disposición de las entidades territoriales, recursos excedentes de la Subcuenta ECAT del FOSYGA o quien haga sus veces, para el pago de las atenciones iniciales de urgencia prestadas en el territorio colombiano a los nacionales de países fronterizos. 

Este es un avance importante de cara a la situación de vulnerabilidad en la que llegan los venezolanos, puesto que les permite a los entes territoriales utilizar recursos para la atención inicial de esta población, indistintamente de su situación migratoria en el país. Sin embargo, es preciso señalar que este decreto contempla unas condiciones que no garantizan una atención integral a la persona, puesto que si la persona requiere de otros cuidados, procedimientos o medicamentos de forma regular, no puede ser asumida por el sistema.

Esto ha significado que aquellas personas que tienen enfermedades crónicas —como diabetes, deficiencia renal, VIH, pacientes psiquiátricos o que requieren controles pre y posnatales para la madre y el bebé, mujeres embarazadas que tienen algún tipo de riesgo obstétrico, pero no están en labores de parto, personas que requieren de alguna consulta externa, entre otros casos de salud que no sean reconocidos como urgencia vital— se encuentren en desprotección. Incluso se ha logrado generar que, ante la ausencia de medidas preventivas y de control de dichas enfermedades, estas condiciones se agudicen y terminen en urgencias por la imposibilidad de tratarlas de manera oportuna. Como comenta uno de los entrevistados,

el Decreto 866 del 2017 nos deja maniatados porque nos dice: atienda solo los que puedan demostrar que no tienen capacidad de pago. Yo, en medio de la urgencia, qué voy a ponerme a decirle: Muéstreme si usted tiene capacidad de pago. Esto incluso le generaría un costo adicional: tener que disponer de un trabajador social que evalúe las situaciones a ver si realmente era no apto para el estudio de caso. Realmente es un complique, finalmente. Para yo poder cobrar como prestador la atención, debo casi que inventármelo para partir del principio de buena fe, haciendo un documento con el usuario y sus familiares para que él justificara, diciendo que están en una situación durísima. Pero, como no especifica el tipo de emergencia la ley, lo que hay anterior a eso solamente ampara que al extranjero solo se le puede dar una atención inicial de urgencia que, de acuerdo con su definición, es que tengan en riesgo su vida o que vaya a tener algún tipo de discapacidad. Por lo tanto, si usted no viene muriéndose, no lo puedo atender. Y me deja por fuera el riesgo social, entonces mujeres embarazadas, personas mayores de 65 años, los menores de cinco años […] Me deja afuera toda esa población que solo por estar en una condición social particular ya representan una urgencia más allá de la parte clínica. (Anónimo, datos sin publicar, 6 de junio de 2018)

Otro entrevistado añade:

Ustedes ven como caen aquí las atenciones. Esto es un engaño de los mismos indicadores que se estaban midiendo, porque yo aquí solo estaba manejando las atenciones registradas, que suceden cuando sale el decreto en mayo. Pues, entonces, el decreto dice: Yo no les voy a pagar nada más que la atención a los dos primeros, y por tanto entonces de una vez ellos cierran sus puertas. Por ejemplo, antes a las trabajadoras sexuales se les hacían un control de VIH, atención sexual y reproductiva, citología, etc., y todo eso se me vino al piso y nos quedamos solo con atención a urgencias. Que haya disminuido el número de atenciones no significa que haya disminuido la complejidad de la atención. Ahora ya no me llegaban las diarreas, sino el niño que, a causa de la falta de atención, requiere ir a cuidados intensivos. Ya no me llegaba el paciente con infección urinaria, sino con insuficiencia renal. Entonces en este último trimestre y lo que ha corrido del 2018, el promedio se mantiene en 250 [casos], más o menos, de atención por mes. Entonces, hasta abril, la mayoría de estas atenciones son patologías crónicas agudizadas. (Anónimo, datos sin publicar, 7 de junio de 2018) 

En ese mismo sentido, y a partir de las barreras de acceso a este derecho para esta población, se ha hecho necesario acudir a la tutela para la exigibilidad del derecho, puesto que el juez le ordena al Instituto Departamental de Salud (IDS) medidas para una atención integral. 

Como lo manifiesta uno de los funcionarios públicos entrevistados:

Por ejemplo, en el 2016 contábamos 26 [tutelas] más o menos. En el 2017, en número ascendieron a cien y el 2018, no tengo exactamente el dato, pero a la fecha hay unos cuarenta [casos], más o menos, en estos seis meses. Es decir, que es un número bastante importante y es una situación también en la que están entre la espada y la pared, por ejemplo, el Instituto Departamental de Salud —que es el que tiene la responsabilidad—, porque el valor o los recursos de donde están sacando el dinero es de los recursos de la población pobre no afiliada. Esto, ¿qué quiere decir? Que nosotros tenemos una población afiliada de 5000 personas pobres no afiliadas en el sistema en el departamento [Norte de Santander], el Ministerio envía alrededor de 30 000 millones para atender a esta población, valor que no nos alcanza, valor del cual también estamos sacando para atender a la población migrante. (Anónimo, datos sin publicar, 6 de junio de 2018) 

Retornados colombianos

En cuanto a los retornados colombianos, dos vacíos jurídicos nos llaman particularmente la atención:


	No se tiene en cuenta la situación específica y compleja de algunos retornados donde se mezclan persecución, crisis humanitaria, falta de documentación y dificultad de retornar a su lugar de origen por conflicto armado. Adicionalmente, no se tiene en cuenta la revictimización de algunos retornados en Colombia.

	La falta de comprensión del contexto forzoso del retorno desde Venezuela, que impide entender la necesidad de crear, flexibilizar o modificar las rutas de acceso a derechos y beneficios.



Ejemplo de lo anterior es la historia de vida de José Uriel, oriundo del departamento de Caldas, víctima del conflicto armado colombiano que lo obliga a huir y desplazarse a Venezuela con su compañera desde el 2005. José Uriel fue reconocido en Venezuela como refugiado, con el Estado venezolano como el garante de sus derechos. Sin embargo, retornó, debido a las amenazas, la violencia y el hambre que venía sufriendo en Venezuela. A pesar de que haya sido refugiado reconocido en Venezuela, fue obligado a retornar a Colombia por la violencia recibida por parte del Estado venezolano. 

Ya al llegar a Colombia, y al no haber iniciado la ruta de retornado desde Venezuela, su primera acción fue acercarse a la Unidad de Víctimas. Sin embargo, dicha entidad le exige haber iniciado la ruta de retornado en el consulado colombiano en Venezuela para poder recibir las ayudas humanitarias de retorno garantizadas por la Ley 1565 del 31 de julio de 2012, sin tener en cuenta las condiciones específicas por las cuales él, su compañera y sus tres hijos retornaron y, además, el hecho de que él no poseía ninguna información de que esto existía. Por ende, como no se inicia la ruta desde Venezuela y el retorno no es voluntario, las asistencias no pueden hacerse efectivas, debido a un vacío en las leyes que no permite que dichos casos sean oportunamente atendidos.

Este es un ejemplo muy claro de lo poco operativa que es la ley para garantizar derechos a connacionales. El procedimiento establecido contempla trámites que además requieren de un tiempo considerable para lograr dar un siguiente paso dentro de la ruta. Por ejemplo, se hace necesario que la persona realice el Plan de Atención, Asistencia y Reparación Integral a las víctimas de desplazamiento (PAARI), donde se debe esperar el análisis de la situación socioeconómica y psicosocial del retornado, para luego verificar la posibilidad de una asistencia humanitaria, proceso que dura en promedio de cuatro a cinco meses. Dentro de este proceso se dan tres posibles escenarios, conducentes al establecimiento de un plan de reparación de acuerdo con las necesidades reales de cada ciudadano retornado:

el primero que la víctima se encuentre con carencias graves, es decir que no cuenta con los recursos suficientes para subsistir y son aquellos que no poseen alojamiento, alimentación, salud, ni generación de ingresos. En este caso se entrega una ayuda humanitaria de emergencia. Otro resultado que puede arrojar es que la víctima tiene carencias leves. Esto quiere decir que la Unidad para las Víctimas evidenció que la víctima no cuenta con algunos recursos para vivir como alojamiento y alimentación. Allí se entrega una ayuda humanitaria transitoria. Y el tercer resultado es el referente a la no existencia de carencias, es decir que la víctima ha superado cualquier situación de vulnerabilidad y cuenta con vivienda, alimentación, salud y educación. En este momento, se prioriza la situación para entregar la indemnización económica como medida de reparación. (Piérdale el miedo 2018) 

El caso de Uriel y su familia es ejemplo del dispendioso proceso jurídico y administrativo que sufren los retornados colombianos que fueron víctimas del conflicto armado. ¿Qué pasa con esta población? ¿Quién responde por sus derechos? ¿Dónde pueden vivir si sus lugares de origen aún siguen en confrontación armada? ¿Quién responde por los derechos de sus familias? 

En este orden de ideas, las leyes no comprenden o amparan casos específicos de los retornados, donde muchos de ellos además no saben a dónde acudir o qué rutas deben tomar. Como comentaba uno de los funcionarios entrevistados,

los colombianos que retornan deberían tener una ruta por aquello de que muchos son [víctimas] del conflicto armado y eso, pues, no se está dando. La Unidad de Víctimas no ha dado ninguna nueva directriz, no ha hecho nada por aclarar que, así sean declaraciones extemporáneas, se deben tomar porque son personas que están llegando de Venezuela de una situación, digamos que se fueron para allá por conflicto armado, así no lo hayan contado nunca. Cuando se logra que un personero acoja esa declaración, la respuesta de la Unidad es: Su declaración es extemporánea o lo que [a] usted le pasó es desplazamiento transfronterizo; entonces, no está dentro de los criterios de la ley. Usted ya era refugiado, usted no es desplazado. Entonces empiezan a invisibilizar una cantidad de personas que son las nuestras, como dicen los nacionalistas, pues, a las que tampoco les estamos brindando ningún tipo de atención. La Unidad de Víctimas se ha hecho como que ella no tiene nada que ver con Venezuela o con lo que está pasando en Venezuela y con la gente que está llegando de Venezuela [que] es víctima del conflicto armado. Por ejemplo, a mí me parece un absurdo contrasentido que, si le llegan cien declaraciones, ellos al darse cuenta de que están dando la misma respuesta: Su desplazamiento fue transfronterizo, su declaración es extemporánea.13 Usted no entra dentro de los términos de la ley… ¡Dejen de copiar y pegar la misma respuesta! Eso les debería decir a ellos: ¡Qué mierda! Está pasando algo, está llegando gente de Venezuela que es víctima del conflicto armado, tenemos que ver cómo se cambia la cosa. (Anónimo, datos sin publicar, 18 de mayo de 2018)

Ejemplo de otro vacío es la revictimización que tienen los colombianos víctimas en el momento de volver a sacar sus documentos de identificación por extravío o porque nunca sacaron el documento, ya que vivieron durante mucho tiempo en Venezuela. Los colombianos retornados que han sido víctimas del conflicto armado y que están actualmente viviendo en el departamento de Norte de Santander tienen derecho a acceder a la documentación de manera gratuita, al presentar una carta de la Defensoría del Pueblo y de la Secretaría de Posconflicto y Cultura de Paz que indique que son víctimas. 

Con el programa de retorno de la Cancillería, Colombia nos Une, que daba al retornado colombiano la posibilidad de tener una ayuda para el pago del pasaje para retornar al lugar de procedencia de su familia, se corre el riesgo de la vulneración a su derecho a la reunificación familiar para el caso de familias mixtas colombo-venezolanas. En este caso, la persona de la familia que es colombiana es la que tiene el derecho a obtener el pasaje para retornar a su sitio de origen. Sin embargo, si su pareja es venezolana y sus hijos también, ellos no tienen el derecho a obtener el pasaje para retornar. Por lo tanto, aunque es un programa que busca a ayudar a sus connacionales retornados, desconoce a las familias mixtas y sus derechos como familia.

Otro vacío jurídico tiene que ver con que los retornados colombianos son tratados como migrantes venezolanos, igualmente discriminados, y a quienes les niegan sus derechos y los de sus hijos

En este caso, varios retornados colombianos han presentado problemas a la hora de inscribir a sus hijos en el sistema educativo u obtener algún servicio médico. Son vistos como migrantes venezolanos y no como ciudadanos colombianos que retornan por una situación específica:

¡Por ejemplo uno prácticamente es criado en el campo, y decir uno, fue que ya nos pasó! Nada más con la registrada de los niños eso fue, mano, terrible [en la oficina de Registraduría]. No, ¡que venga mañana! ¡Que usted qué quiere! No, no, no […] Hasta que ya un día, dije: ¡No! Yo no aguanto más y no me voy pa afuera, ya voy a traer un abogado. Salí y le dije a Paolita [una abogada], y esa mujer se paró allá y dije: ¡Que cómo es la vaina! Entonces me dijeron que ¡si ya tiene los hijos aquí para registrarlos! Y, les respondí: No, dígame que venga mañana con tiempo, pues los niños están estudiando y cómo hacemos para sacarlos de allá y ya está tarde. Bueno, eso pasó así, seguimos e hicimos la vuelta, trajimos los testigos y tal cosa y firmaron y gracias a Dios. (Anónimo, datos sin publicar, 7 de junio de 2018)

Niños en riesgo de apatridia

Con respecto a los niños, el riesgo de que se queden apátridas empieza desde que nacen

Tomemos en primer lugar la situación en que la madre del niño es colombiana, pero no tiene ninguna documentación (registro civil de nacimiento, tarjeta de identidad o cédula de ciudadanía). Por ejemplo, cuando ella hace el proceso de dar la nacionalidad a su hijo, pero el esposo o pareja no se presenta (por estar ella separada de él o porque él ya está muerto, etc.), el hijo queda nacionalizado solo con el apellido de la madre. Sin embargo, si la madre del niño quedó registrada en el acta de nacimiento del bebé con los dos apellidos antes de haber hecho el cambio a solo el apellido de su madre para adquirir su propia nacionalidad, el bebé o niño deja de reconocerse como hijo propio de ella (en el nuevo registro de la madre), pues este nuevo registro no coincide con los apellidos que quedaron en el registro del bebé. Por esto, si la madre quiere darle la nacionalidad a su bebé, no podrá porque el cambio de apellidos hace que no se reconozca como hijo suyo.

En este orden de ideas, cuando se accede al derecho de adquirir la nacionalidad colombiana por tener madre colombiana, se asume el riesgo de que a los hijos se les niegue el derecho a la nacionalidad por un cambio de apellido en los papeles. Se le otorga el derecho a la madre, pero se niega el derecho al niño:

En Tibú ya nos pasó con dos hermanitos, pues el papá había fallecido y los dos hermanitos estaban en el colegio y traían las notas de Venezuela, pero esas notas correspondían a niños que tenían los dos apellidos (padre y madre). Sin embargo, la madre, para nacionalizarse, optó por tener solo un apellido, por lo cual sus hijos no se llaman igual y tienen una madre con apellidos diferentes en todos los papeles que tienen los niños. Además, la madre quiere seguir reconociéndolos con el apellido de su padre, pues tienen todo el derecho. (Anónimo, datos sin publicar, 17 de mayo de 2018) 

Otra situación tiene que ver con los hijos de solo migrantes venezolanos: el niño está en riesgo de apatridia, ya que para que pueda acceder a la nacionalidad, los papás, o por lo menos uno de los dos, tienen que tener domicilio comprobado en Colombia y tener regularizada su situación migratoria. Si los padres venezolanos no cumplen con los requisitos mencionados, al niño se le otorga un registro de nacimiento que dice: No apto para la nacionalidad. Esto deja al niño en riesgo de apatridia hasta que sus padres puedan cumplir, en un lapso no superior a los siete años, con los requisitos o gestionar la nacionalidad venezolana de sus padres.

Sin embargo, el caso que más preocupa es el de los niños de solicitantes de asilo, cuyo salvoconducto no les permite otorgar la nacionalidad, sino simplemente conseguir un registro civil de nacimiento que es no apto para la nacionalidad. El problema surge cuando se les niega la solicitud de asilo, ya que no pueden volver a Venezuela o acudir ante el consulado venezolano en Colombia para dar inicio al proceso de nacionalidad de los hijos, pero tampoco el Estado colombiano les permite a ellos obtener la nacionalidad colombiana ni los reconoce como apátridas o en riesgo de serlo.

En resumen, los riesgos de apatridia tienen que ver con la dificultad que tienen los padres colombianos de niños nacidos en Venezuela al tener la documentación necesaria para obtener formalmente su nacionalidad colombiana y poder darla a sus hijos. Los casos de apatridia de hijos de venezolanos se dan cada vez más entre los solicitantes de asilo, que, al huir de la persecución en su país de origen, ya no pueden acudir a su Estado, dentro o fuera del territorio, para solicitar la nacionalidad venezolana para sus hijos. Sin embargo, al ver rechazada su solicitud de asilo, pierden toda posibilidad de tramitar la nacionalidad colombiana para sus hijos. 

Otro vacío jurídico consiste en la falta de directrices para solucionar casos o problemas de documentación, validación, cupo, homologación y convivencia intercultural para el acceso a la educación

Frente al tema educativo existen varios vacíos. Para aquella persona colombiana o venezolana que realizó sus estudios en Venezuela, cuando viene a Colombia, debe tener todos los documentos apostillados, como lo establece la norma establecida por el Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia. Sin embargo, ¿qué pasa cuando hay retornos forzados o migración forzada? 

Dicha normativa no es fácil de aplicar, máxime cuando estos retornos se han dado de manera forzada. Se evidencian muchos profesionales colombianos y venezolanos o colombo-venezolanos que pierden todos sus años de formación en Venezuela por no tener la documentación necesaria para validar y homologar. Se puede decir que dicha reglamentación no está acorde con el contexto específico y las necesidades de la frontera. En cuanto al acceso a la educación básica primaria o secundaria, es preciso identificar varios casos que reflejan las pocas garantías para el acceso efectivo a este derecho, pese a que se cuenta con circulares que tratan de regular la situación.

Encontramos aquellos niños, niñas o adolescentes venezolanos que, al lograr entrar a una institución educativa, se ven obligados a empezar en grados inferiores o repetir grados que ya en Venezuela habían cursado, puesto que, como requisito para iniciar su estudio, está el de presentar un examen de admisión en el cual, por las diferencias entre el sistema educativo y la malla curricular entre los dos países, normalmente se ven afectados. 

También están los casos de aquellos niños, niñas o adolescentes que no cuentan con la documentación (certificaciones de estudio, notas) apostillada que valide sus estudios, por lo que en algunas situaciones las instituciones educativas optan por dejarlos entrar al aula de clase, pero bajo en calidad de asistentes, es decir, no se les certificará su año escolar. Y por último encontramos aquellos jóvenes que en la actualidad están cursando noveno grado de bachillerato, pero que para acceder a los grados décimo y undécimo se les exigirá el pasaporte. Como lo comenta una de las entrevistadas,

un segundo tema es todo el tema de validación y es que uno no puede desconocer que el cambio del plan curricular en Venezuela ha generado unos cambios en el tipo de educación que se recibe en el país. Entonces, los niños que llegan a Colombia que venían sin notas, que necesitaban para validar donde quedaban, quedan uno o dos años atrás porque el currículo es diferente, porque ellos se concentraban en el tema bolivariano y aquí no. Y eso ya es un cuello de botella, pues si yo tengo doce años y voy a quedar con los niños de diez, eso ya va a generar un problema. Además, es un problema dentro de la misma escuela, pues no se toman medidas activas para decir voy a integrar ese niño o voy a ayudarlo en este proceso. Ese problema es un chicharrón para el profesor que tiene veinte chinitos con un ventilador. Además, hay muchos colegios que no pueden hacer validación como los que están en Cúcuta. Pues, ¡maravilloso! Los que tienen medio-alto y alto están certificados para validar, pero los de los otros municipios tienen que venir aquí y validar […] El niño va a la escuela, no tiene documentación y no le certifican el año escolar. Entonces, es solo asistente, que es el tema para los niños de décimo y undécimo. Entonces, por ejemplo, tú estás estudiando este año en Cúcuta y uno podría pensar: [ella] podría seguir continuando y después alguna vaina se resolverá. Pero, si tú estás ahorita en Cúcuta y el próximo año tus papás dicen: no, venga aquí, la cosa está muy difícil; nos vamos para Tibú. Pues, tienes que volver a hacer el proceso de validar porque no te lo van a certificar. Esto también es una gran dificultad. (Anónimo, datos sin publicar, 17 de mayo de 2018) 

Otra entrevistada expresa también:

Hay escuelas donde los rectores siguen negándose a recibir a la población venezolana y la excusa que utilizan es tengo el cupo completo. Nosotros les hemos dicho al Ministerio [de Educación]: venga, como así… Pero el Ministerio dice que no se puede obligar a un rector […] por la autonomía educativa. (Anónimo, datos sin publicar, 17 de mayo de 2018)

Vacíos político-institucionales

Los vacíos político-institucionales están casi todos presentes en los vacíos jurídicos, ya que la existencia o no de instrumentos jurídicos y su interpretación (generosa o restrictiva) van de la mano con su aplicación o no, de manera correcta o no, a través del ordenamiento institucional. Como bien lo sostienen Carl Schmitt y muchos juristas, el derecho está constituido por tres elementos constitutivos: las normas, las decisiones y el ordenamiento. En nuestra investigación, se evidencia que, frente a la coyuntura migratoria de la frontera colombo-venezolana, el Gobierno colombiano ha preferido tomar decisiones de tipo administrativo y ejecutivo, tales como decretos, circulares, resoluciones, que hacen una excepción a la normatividad existente, en vez de proponer unas leyes que concuerden y complementen dicha normatividad. 

Estas decisiones transitorias, excepcionales y extraordinarias del Gobierno colombiano frente a dicha coyuntura, si bien han paliado en lo inmediato las situaciones de desprotección y vulnerabilidad de la población migrante y retornada, no se han articulado ni a la normatividad, por ejemplo, en torno al tema de la salud, la educación, la documentación, ni al ordenamiento, principalmente en la relación entre entidades del mismo Estado, entre las dos escalas, nacional y local, y entre entidades públicas-estatales y privadas.

Por ejemplo, en cuanto a la articulación entre entidades públicas-estatales y privadas, un vacío político-institucional en el caso de salud es la interdependencia de servicios entre las entidades públicas y las privadas. En ciertos casos de salud que requieren de exámenes especializados, como TAC, servicio de diálisis, oncólogos, entre otros, los servicios pueden encontrarse dentro del hospital público, pero son operados por entidades privadas y, por lo tanto, dicho servicio debe pagarse, sea por el hospital o por el Estado, para realizarse. Por ende, aunque el hospital intente brindar los servicios y el médico solicite y dé una decisión acertada, hay exámenes que no pueden ser cubiertos, ya que no es de su competencia. Lo anterior termina reconociéndose como falta de voluntad del hospital de no querer prestar el servicio y, además, puede poner en riesgo la vida de ciertos pacientes al no obtener un diagnóstico completo de su estado de salud. En palabras de un entrevistado, 

[…] adicional, tengo un problema con la interdependencia de servicios. ¿Qué sucede? Por ejemplo, un paciente que llega para atención a mi único hospital de alta complejidad de toda la región y llega allá y requiere un TAC para poder definir la condición de urgencia, pero la tomografía no es del hospital. Está dentro del hospital, pero pertenece a un privado que se llama Servicios Vivir. Entonces el hospital tiene que sacar de su bolsillo para pagarle el TAC y así poder definir la condición de urgencia. Entonces tras de que no le estoy reconociendo la atención, aparte le toca endeudarse para poder realizar todo y dar una atención integral […] Si es renal y requiere hacerse una diálisis cada tres días, la unidad renal es de un privado, ¿Quién la va a pagar? Y cuando es un renal de cada tres días, eso es hasta que se muera. ¿Quien hará su manejo? […] El paciente de cáncer que va a manejar dolor, ¿quién hará la parte oncológica? Si yo no tengo eso, sino a través de privados, entonces esos pacientes son muy complicados y son los que terminan en abandono. (Anónimo, datos sin publicar, 6 de junio de 2018) 

De igual forma, otra limitante son las unidades de cuidado intensivo, pues en el Norte de Santander no hay unidades de cuidados intensivos públicos, lo que dificulta aún más el acceso a sus derechos. Dichas limitantes aumentan el riesgo de que estos pacientes sean abandonados o mueran, ya que lo público no puede pagar todos los servicios a dichas entidades privadas. Por esto, es importante preguntarse: ¿Cuál ha sido el papel de dichas entidades privadas para el acceso a derechos de la población migrante? Los vacíos comunes a las tres poblaciones objeto de estudio son los siguientes:


	Falta de articulación institucional entre las entidades del Estado y entre las autoridades centrales y locales del Norte de Santander para aplicar las resoluciones, los decretos y las circulares emitidas.

	Falta de orientación y experticia por parte de funcionarios de los entes gubernamentales para aplicar las medidas y las garantías que estipulan las normas y otros instrumentos legales y administrativos a favor de la población migrante y retornada.



De manera específica, para cada categoría poblacional objeto de estudio hallamos estos vacíos político-institucionales:

Migrantes venezolanos


	Falta de articulación entre Migración Colombia y alcaldías locales para censar y caracterizar a migrantes venezolanos. Esto está en parte resuelto con el RAMV.

	Falta de claridad sobre el rol de cada institución con respecto a la población venezolana.

	Dificultad con el PMU para dar respuesta humana a los migrantes venezolanos o para hacer gestiones pertinentes para ello, más allá de las respuestas de emergencia.

	Falta de articulación y trabajo conjunto entre entidades privadas y públicas para la prestación de servicios en temas de salud y educación.



Retornados colombianos


	Falta de información con respecto a las entidades que los apoyan en su retorno.

	Falta de articulación entre Migración Colombia, Unidad de Víctimas, registradurías e incluso alcaldías locales para información, atención y rutas de acceso.

	Faltas en la articulación de respuestas inmediatas y soluciones duraderas, vía monitoreo, comunicación, etc., en un continuum que vele por la protección de los derechos humanos.

	Falta de comprensión del contexto de retorno y de la situación del lugar de origen en Colombia para adecuar la oferta institucional a sus necesidades y asegurar condiciones dignas y seguras para su retorno.



Niños en riesgo de apatridia


	Falta de reconocimiento y garantías para proteger los derechos de los niños, entre ellos, el derecho a la nacionalidad para evitar la apatridia, y tener en cuenta sus voces y condición particular como experiencias de desarraigo, situación familiar rota, soledad e indiferencia, doble dolor causado por su país de origen y el de llegada, etc.

	Falta de una mejor articulación entre entidades del Estado para brindar una respuesta integral (en cuanto a documentación, salud física y mental, educación e integración) a la situación de esta población, principalmente para quienes están en riesgo de apatridia.

	Falta de una mejor articulación entre el Estado, organismos internacionales y entidades de la sociedad civil para levantar un diagnóstico claro y completo del problema de la apatridia, con miras a enfrentar los riesgos y las situaciones existentes de apatridia con niños de padres venezolanos y padres mixtos. 



Vacíos sociales

Los vacíos sociales hacen referencia a los factores promovidos por individuos y grupos de la comunidad de llegada, desde las entidades de la institucionalidad hasta los grupos del barrio, la vecindad, organizaciones de la sociedad civil, etc., que facilitan o dificultan la acogida e integración de las poblaciones objeto de estudio por medio de acciones concretas.

Texturas de hospitalidad

En la investigación encontramos lo que llamamos texturas de hospitalidad, que dan cuenta de los diferentes mecanismos comunitarios y actitudes sociales que se manifiestan, no tanto de manera masiva o pública, sino en los tejidos profundos e invisibles de la comunidad y a través de acciones o incluso públicas o estatales, que pasan desapercibidas debido a su carácter normal o cotidiano.

Institucionalidad

Casi todos los entrevistados afirmaron unánimemente que lo mejor que ha hecho la institucionalidad colombiana en los dos últimos años en la frontera colombo-venezolana es la publicación de circulares, decretos y resoluciones que han permitido cierta flexibilización de la rigidez de las normas y procedimientos administrativos para que los migrantes venezolanos pudieran tener la posibilidad de regularizar su situación migratoria y, de allí, acceder a servicios básicos y a derechos fundamentales como la salud, la documentación —por ejemplo, el registro civil de nacimiento y la nacionalidad colombiana— y la educación. Se menciona también el trabajo que hace el Hospital Erasmo Meoz a través de su servicio de urgencias, que ha permitido salvar vidas de migrantes venezolanos, a pesar de que la mayoría de ellos no tienen documentos legales.

Se destacó de manera particular a Migración Colombia e ICBF en uno de los casos que conocimos a través del testimonio de una migrante venezolana, pareja de un ciudadano colombiano que vivía con ella en Venezuela:

Yo me vine de Venezuela. Es un poco triste porque, a pesar de que no hay medicamento, no hay comida, no hay nada, soy madre de tres niños y decido: ¡Basta ya! ¡No me aguanto más! Y decido retirarme de ese lugar. Me voy a otro sitio a luchar por mis hijos y por más que trabaje y trabaje, tenía hasta tres trabajos y la plata no me alcanza. El papá de mis hijos es colombiano y se enteró que yo me había ido de la casa y me empezó a amenazar de muerte. Cuando mi hija tenía siete años, intentó abusar de ella, gracias a Dios no lo hizo y no pasó nada. Entonces me decía que se iba a llevar los niños y tanto fue el acoso verbal como físico que yo salí de Venezuela sin documentos, solo mi cédula. No podía esperar más, le podía pasar algo a mis hijos. Agarré mis bolsos y pasé la frontera. Y acá conseguí trabajando de niñera, cuidando a un viejito y cuidando unos niños, pero los gastos aquí son increíbles. Hemos estado aquí dentro del refugio [Centro de migraciones en Cúcuta, que pertenece a los Escalabrinianos]. Y bueno yo fui aquí a Bienestar Familiar [ICBF] y a Migración Colombia. Me dicen que la mujer sí tiene derechos, sea venezolana, sea colombiana. Tiene derechos porque es un ser humano, igual que la niña. Cuando yo me enteré que sí me iban a brindar un apoyo y sí me iban a ayudar para hacer todos esos trámites legales, ¡mi emoción fue muy grande! Las reglas aquí sí se cumplen. (Anónimo, datos sin publicar, 8 de junio de 2018)

También se valoró positivamente el acompañamiento que brindaron algunos funcionarios de la Defensoría del Pueblo a la comunidad indígena yukpa, así como su trabajo de defensa de los derechos de la comunidad y de acceso a servicios de salud en Cúcuta. Y esto, en medio de un Estado que, a nivel central y local, no se preocupa mucho por la situación particular de estos grupos altamente vulnerables.

Finalmente, se subrayó repetidamente que el RAMV es una iniciativa positiva del Gobierno colombiano, de la cual se espera obtener una caracterización de los migrantes venezolanos y también una respuesta articulada de la institucionalidad colombiana en términos de política pública y de acción de Estado.

Organizaciones

Los entrevistados reconocieron las acciones de muchas organizaciones que vienen apoyando a las poblaciones en situación de desprotección y vulnerabilidad en la frontera. Se hace mucha referencia a:


	OASIS, que acoge y acompaña a migrantes venezolanos que sufren de VIH.

	El Consejo Noruego para Refugiados, que se ha destacado por su programa CICLA y su esfuerzo por permitir a niños venezolanos acceder a la documentación y a la educación.

	ACNUR, que realiza jornadas de información, brigadas, asesoría a migrantes venezolanos sobre rutas de acceso al estatuto de refugio.

	Instituciones de la Iglesia católica. Por ejemplo, el Centro de Migraciones de los Escalabrinianos, que dan alojamiento temporal y asistencia básica a las personas y familias venezolanas que llegan a la frontera en situación de emergencia y máxima desprotección. También, el Servicio Jesuita a Refugiados (JRS Colombia), que se encarga de casos y situaciones de migrantes venezolanos y retornados colombianos que son extremadamente difíciles, como mujeres gestantes y lactantes, enfermos crónicos y terminales, mujeres venezolanas víctimas de violencia de género, familias desamparadas y con menores, etc., ya que la mayoría de ellos no han tenido la protección y asistencia del Estado colombiano y no cuentan con ninguna red o con escaso apoyo familiar. 



Comunidades locales

Hemos encontrado que, en zonas rurales del Norte de Santander, los migrantes venezolanos reciben una mayor acogida, o por lo menos una acogida más entusiasta, y tienen mayores posibilidades de acceder a sus derechos, debido a que en estas zonas hay una gran sensibilidad de los colombianos al sufrimiento de las familias venezolanas que llegan a la comunidad. 

Por ejemplo, en la comunidad rural de Banco de Arena, se ofrece y se regala comida a las familias venezolanas y les ayudan con la canasta familiar. Los distintos testimonios de los migrantes venezolanos en esta zona rural, recogidos en un grupo focal, coinciden:

Tengo cuatro meses aquí en el rancho de Bernardo [uno de los líderes colombianos de la comunidad], que me ha dado la posada. Vivo con mi sobrino, la esposa de mis sobrinos, tres niños, son mi familia. La situación es lo que nos acoge acá en Colombia. Aquí lo tratan a uno muy bonito. (Anónimo, datos sin publicar, 8 de junio de 2018)

No es por nada, yo no tengo quejas de la policía, la policía lo que hace es por favor, colabore con su cédula. Nos la quitan y le agarran el número de cédula y ya […] son muy decentes, son muy educados, la policía, y muy decentes. Yo no he sido maltratada. (Anónimo, datos sin publicar, 8 de junio de 2018) 

[…] Me regalan cabezas de ganado, yo hago sopas [con ellas]. (Anónimo, datos sin publicar, 8 de junio de 2018)

[…] Por lo menos aquí comemos, así sea arroz pelao o con los huesos de ganado. Nos regalan los huesos de ganado y con eso lo hacemos, con arroz y aquí compartimos. (Anónimo, datos sin publicar, 8 de junio de 2018) 

[…] Me regalan plátano maduro, me dan cebolla, me dan yuca, me ayudan en la canasta familiar. (Anónimo, datos sin publicar, 8 de junio de 2018)

Los colombianos sí se han portado bien con nosotros. (Anónimo, datos sin publicar, 8 de junio de 2018)

El trato excelente, lo único es que extraño mi labor, quiero trabajar. (Anónimo, datos sin publicar, 8 de junio de 2018)

En las periferias urbanas de Cúcuta, se han destacado también texturas de solidaridad y hospitalidad con los migrantes venezolanos. Por ejemplo, esto cuentan los participantes en un grupo focal que hicimos con líderes barriales de la periferia de Cúcuta:

Yo conocí a unos muchachos que viven en Ureña, ellos son de Valencia. Ellos se vinieron todos y están quedándose en la casa de un pastor que les dio permiso de quedarse en la iglesia […] Ellos duermen ahí en colchonetas, son como catorce señores y muchachos. Ellos decían que la gente había sido muy amable, la señora les ofrecía jugo, agua. (Anónimo, datos sin publicar, 5 de junio de 2018) 

El párroco de Puerto Santander, que vio que había muchas personas en la comunidad que no podían llegar a Cúcuta, el párroco manda a comprar pan y queso y decidió repartírselo a todas estas personas. (Anónimo, datos sin publicar, 18 de mayo de 2018)

Los profesores siempre tratan de que nos sintamos como si fuéramos de aquí. Ellos nos explican muy bien y una profesora quería hacer como unas clases aparte con niños venezolanos para que nos pudiéramos adelantar. (Anónimo, datos sin publicar, 5 de junio de 2018)

Los líderes del barrio La Fortaleza somos puentes para ayudarlos [a los migrantes venezolanos] y darles información donde pueden ser atendidos. Les damos ropa nueva o de segunda […] En el comedor comunitario que hicimos para niños y abuelos del barrio, la mayoría que comen allí son venezolanos. Hacemos cursos de costura donde se benefician venezolanos. (Anónimo, datos sin publicar, 5 de junio de 2018) 

En el barrio Las Delicias, hacemos actividades de integración, ollas comunitarias y bailes colombo-venezolanos […] Lo que hace falta es aprovechar el liderazgo y las cualidades que tienen los migrantes venezolanos para trabajar por el barrio, como en el consejo comunal […] Capacitaciones para ellos para que tengan un impacto positivo en el barrio, se hagan más fuertes. Lo que tenemos que hacer es aprender de lo que el venezolano tiene para aportar. (Anónimo, datos sin publicar, 5 de junio de 2018) 

No excluirlos, sino venga a ver; no es darle un pan, sino un abrazo, que usted lo necesita. Yo pienso que ahí es donde podemos nosotros medio mitigar ese proceso tan difícil, porque vemos que en otros lugares y asentamientos, pues los están estigmatizando y de todos modos son humanos y yo siempre digo que, como uno, es humano. (Anónimo, datos sin publicar, 5 de junio de 2018)

Mención especial merece el caso de los desplazados forzados internos colombianos y otras víctimas del conflicto armado del barrio Manuela Beltrán, que se han dedicado a ayudar a los migrantes venezolanos, debido a que realmente da pesar con esta gente, porque son personas que son pobres. Así que lo hayan tenido en Venezuela, lo perdieron todo, narra una lideresa desplazada de ese barrio.

Por todo lo anterior, hablamos de texturas de solidaridad y hospitalidad, que son una especie de luz en medio del horizonte oscuro en el cual se encuentran los migrantes venezolanos y retornados colombianos, que llegan a un lugar donde no tienen redes de apoyo y poca protección por parte del Estado. Efectivamente, estas texturas no son acciones que se realizan y se repiten de manera estruendosa en la cotidianidad de la frontera y en los espacios masivos. Tampoco son promovidas a través de los medios de comunicación y espacios institucionales. Sin embargo, en la invisibilidad, se despliegan para aliviar el sufrimiento y prestar una mano amiga a quienes se encuentran en una situación de desprotección.

Pliegues de vulnerabilidad

Paralelamente a las texturas de hospitalidad, se dan también acciones que vulneran los derechos, la dignidad y la vida de nuestras poblaciones de estudio, en particular de grupos específicos dentro de estas tres poblaciones. Las consideramos como pliegues de vulnerabilidad porque no son claramente identificables, por ejemplo, dentro de los vacíos de protección o en la realidad cotidiana que se percibe y se representa en la frontera. A pesar de que no son claramente identificables, estos pliegues aumentan el sufrimiento de las personas afectadas que, ya de por sí, enfrentan una grave situación de vulnerabilidad y desprotección.

Citemos algunos de estos pliegues, sobre los cuales tendremos la posibilidad de profundizar en el siguiente capítulo, en especial, en la sección dedicada a las necesidades de protección. Se trata de los siguientes pliegues que agrupamos en cuatro grandes rubros. Vulnerabilidades específicas de algunos grupos, tales como niños, jóvenes y padres de familia: 


	Explotación laboral que sufren los migrantes venezolanos, en particular los jefes de hogar, madres o padres, que se encuentran en una situación de desesperación, hambruna y necesidades con sus hijos, que han dejado en su país o que están con ellos en Colombia.

	Reclutamiento forzado y voluntario de los migrantes venezolanos, en particular los jóvenes, para trabajar en la siembra de coca y participar en grupos delincuentes, debido a las necesidades que tienen.

	Separación familiar forzada que sufren los migrantes. Esto afecta en particular a niños, niñas y adolescentes que vinieron a Colombia sin sus padres, sus hermanos y otros miembros significativos de su familia nuclear o ampliada.

	Experiencia dolorosa de desarraigo, que se evidencian en las historias que cuentan los niños y jóvenes con respecto a lo que extrañan de su país. Esto lleva a la pérdida de sentido vital, cultural y social.

	Humillación que sufren los escolares venezolanos en los colegios y también en los barrios, ya que se crea el estigma de que el venezolano solo roba y la venezolana se prostituye.

	Uso del lenguaje despectivo, veneca o veneco, que hace que algunos escolares venezolanos incluso sientan miedo o vergüenza al ir a estudiar.

	Hacinamiento en las viviendas donde entre cuatro a cinco familias o más viven en una sola casa, con condiciones evidentemente muy precarias y que constituyen unos riesgos de abusos para las y los menores de edad.

	Imposibilidad de vivir de sus profesiones para gran parte de migrantes venezolanos que son profesionales. El trabajo informal, junto con el riesgo del reclutamiento en las filas de la delincuencia, es la única posibilidad que se les ofrece para vivir.

	Muchos jefes de hogar y familias nucleares enteras de venezolanos que llegan a la frontera temen porque se hostigue y ataque a sus familiares y amigos que dejaron en Venezuela, ya que salieron de su país por la persecución y amenazas de las autoridades venezolanas. Es el caso de militares y policías que fueron encarcelados por el régimen de Maduro.

	Retornados colombianos víctimas del conflicto armado y que huyeron a Venezuela, pero que allá fueron revictimizados por la violencia ejercida por la Guardia Nacional. Ahora, de vuelta en Colombia, no han recibido la reparación por los daños que habían sufrido antes de irse a Venezuela. Además, no cuentan con ninguna red de apoyo y no pueden regresar a donde vivían antes, porque la violencia sigue ocurriendo allá. Recibimos muchos testimonios de retornados colombianos originarios de Tibú y Barrancabermeja.



Salud


	Pacientes venezolanos con enfermedades crónicas y terminales que no consiguen sus medicamentos en Venezuela. Esto es un riesgo muy importante para ellos, ya que, si no toman el medicamento de manera constante, se pueden descompensar. Entonces, llegan al hospital como un caso de urgencia, se estabilizan, pero, tan pronto salen del hospital y sin medicamentos, vuelven a lo mismo.

	El programa público de vacunación tiene una perspectiva focalizada que no permite la vacunación gratis para todos los niños venezolanos de todas las edades.

	Los bebés venezolanos no pueden acceder a los controles de desarrollo y crecimiento, ya que no son considerados como casos de urgencia.

	Dificultad para que se atienda a los niños venezolanos, si no presentan un grave caso de urgencia. Cuenta una madre venezolana: Mi niño tenía muchas erupciones en el cuerpo y sufría de muchos cólicos, le han negado el que vean mi niño. Tiene uno que llevar el niño muriéndose para que lo vean (Anónimo, datos sin publicar). 

	Dificultad para que se haga control prenatal a las mujeres embarazadas. Aun cuando se les paga la consulta, por ser venezolanas, las hacen esperar mucho tiempo antes de atenderlas en el centro de salud.

	Dificultad para los migrantes venezolanos, en particular, las madres gestantes y lactantes, para acceder a la salud por falta de documentación.

	Al no tener controles prenatales, las madres enfrentan serios riesgos para ella y para el bebé, principalmente para aquellas que sufren de alguna complicación en el delicado proceso del embarazo.

	Nadie asesora a las madres gestantes venezolanas al llegar a Colombia y menos si no tienen ningún familiar colombiano. Tampoco pueden acceder a los controles posparto, porque tienen que tener seguro médico. 

	Los centros de salud evitan hacer cesárea a algunas madres gestantes, forzándolas a hacer parto natural, aunque su caso particular exija que les hagan la cesárea, de acuerdo con varios testimonios de madres venezolanas que dieron a luz en Cúcuta.

	Para acceder a la salud, a los migrantes venezolanos les toca interponer acciones de tutela.



Educación


	Condiciones para poder estudiar: si bien en algunos colegios los niños y adolescentes venezolanos pueden estudiar, tienen un plazo máximo para conseguir papeles y regularizar su situación migratoria. De lo contrario, los amenazan con echarlos del colegio.

	Desmotivación para estudiar porque los bajan uno o dos grados de donde estaban antes en Venezuela.

	Niños y jóvenes que no pueden estudiar porque en los colegios no los reciben por la excusa de que ya se está acabando el año, según lo que nos cuentan varios venezolanos en entrevistas y grupos focales.

	Presiones que se ejercen sobre los niños y adolescentes en los colegios. A continuación, algunos testimonios:

	Al mío [mi hijo] me dijeron que lo aceptaban, pero bajándolo un año y lo ponían a estudiar de noche. Pero como yo vivo lejos de la escuela no se puede (Anónimo, datos sin publicar, 7 de junio de 2018).

	Hay mucho estrés en el colegio por tener que adelantar los temas. Él tenía que estudiarse un cuaderno completo, ¡un niño de quinto grado! Y le afectó muchísimo por lo mismo […] Yo lo volví a enviar a Venezuela, porque no quería comer porque tenía mucho estrés (Anónimo, datos sin publicar, 7 de junio de 2018).

	A algunos niños y adolescentes no les validan el estudio que estaban haciendo en el colegio, solo los admiten como asistentes.



Documentación


	No podemos trabajar porque siempre me piden papeles […] (Anónimo, datos sin publicar, 7 de junio de 2018).

	Relató un migrante venezolano en uno de los grupos focales: Nadie nos asesora. No sabemos adónde llegar, qué ente gubernamental nos puede asesorar (Anónimo, datos sin publicar, 7 de junio de 2018).

	Cuando me dirigí a migración [Migración Colombia], me dijeron: Pero el niño por nacer solamente aquí no le dan la nacionalidad colombiana. Sin embargo, en el consulado venezolano en Colombia, tampoco puedo sacar la nacionalidad venezolana porque no tengo pasaporte, entonces mi niño no tiene ninguna nacionalidad (Anónimo, datos sin publicar, 7 de junio de 2018).

	La apostilla y la legalización del registro de nacimiento cuestan mucho dinero en Venezuela.

	A muchos de los migrantes venezolanos que logran conseguir el PEP se les niega la validez de este documento cuando lo presenta como documento legal para trabajar.



Notas

1 Ley 1523 de 2012. Por la cual se adopta la política nacional de gestión del riesgo de desastres y se establece el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres y se dictan otras disposiciones. 24 de abril de 2012. Diario Oficial n.º 48 411. 



2 Decreto 3888 de 2007 [Ministerio del Interior y de Justicia]. Por el cual se adopta el Plan Nacional de Emergencia y Contingencia para Eventos de Afluencia Masiva de Público y se conforma la Comisión Nacional Asesora de Programas Masivos y se dictan otras disposiciones. 10 de octubre de 2007.



3 Decreto 1772 de 2015 [Ministerio de Relaciones Exteriores]. Por medio del cual se establecen disposiciones excepcionales para garantizar la reunificación familiar de los nacionales colombianos deportados, expulsados o retornados como consecuencia de la declaratoria del estado de excepción efectuada en la República Bolivariana de Venezuela. 7 de septiembre de 2015.



4 Decreto 1819 de 2015 [Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio]. Por el cual se dictan disposiciones en materia de vivienda para hacer frente a la emergencia económica, social y ecológica declarada en parte del territorio nacional. 15 de septiembre de 2015.



5 Decreto 1821 de 2015 [Ministerio del Trabajo]. Por el cual se amplía la destinación de unos recursos para promover la empleabilidad y para mejorar las condiciones de vida de la población afectada por la declaratoria de emergencia económica, social y ecológica. 15 de septiembre de 2015.



6 Decreto 1768 de 2015 [Ministerio de Salud y Protección Social]. Por el cual se establecen las condiciones para la afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud de los migrantes colombianos que han sido repatriados, han retornado voluntariamente al país, o han sido deportados o expulsados de la República Bolivariana de Venezuela. 4 de septiembre de 2015.



7 Decreto 542 de 2018 [Departamento Administrativo de la Presidencia de la República]. Por el cual se desarrolla parcialmente el artículo 140 de la Ley 1873 de 2017 y se adoptan medidas para la creación de un registro administrativo de migrantes venezolanos en Colombia que sirva como insumo para el diseño de una política integral de atención humanitaria. 21 de marzo de 2018.



8 Ley 1565 de 2012. Por medio de la cual se dictan disposiciones y se fijan incentivos para el retorno de los colombianos residentes en el extranjero. 31 de julio de 2012. Diario Oficial n.º 48 508.



9 En el sitio web de la Registraduría Nacional del Estado Civil se define qué es el registro civil de nacimiento, en este enlace: https://www.registraduria.gov.co/-Registro-de-Nacimiento,3744-.html.



10 Ley 1448 de 2011. Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones. 10 de junio de 2011. Diario Oficial n.º 48 096. 



11 La Unidad de Atención a la Población Vulnerable (UDAPV) de la Registraduría Nacional del Estado Civil realiza jornadas de identificación para la población en condición de vulnerabilidad, discapacidad y desplazamiento, en lugares remotos de la geografía colombiana, con el apoyo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) y las autoridades de los municipios a intervenir.



12 Decreto 866 de 2017 [Ministerio de Salud y Protección Social]. Por el cual se sustituye el capítulo 6 del título 2 de la parte 9 del libro 2 del Decreto 780 de 2016 — Único Reglamentario del Sector Salud y Protección Social en cuanto al giro de recursos para las atenciones iniciales de urgencia prestadas en el territorio colombiano a los nacionales de los países fronterizos. 25 de mayo de 2017. En particular, resaltamos el capítulo 6, sobre transferencia de recursos para las atenciones iniciales de urgencia prestadas en el territorio colombiano a los nacionales de los países fronterizos. 



13 Las declaraciones que se consideren extemporáneas son las que el solicitante no pudo presentar en los tiempos establecidos por ley, conforme a lo señalado en el artículo 155 de la Ley 1448 del 10 de junio de 2011: En un término de cuatro (4) años contados a partir de la promulgación de la presente ley para quienes hayan sido victimizadas con anterioridad a ese momento, y de dos (2) años contados a partir de la ocurrencia del hecho respecto de quienes lo sean con posterioridad a la vigencia de la ley, conforme a los requisitos que para tal efecto defina el Gobierno nacional, y a través del instrumento que diseñe la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las víctimas, el cual será de uso obligatorio por las entidades que conforman el Ministerio Público. En el evento de fuerza mayor que haya impedido a la víctima presentar la solicitud de registro en el término establecido en este artículo, se empezará a contar el mismo desde el momento en que cesen las circunstancias que motivaron tal impedimento, para lo cual deberá informar de ello al Ministerio Público quien remitirá tal información a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. La valoración que realice el funcionario encargado de realizar el proceso de valoración debe respetar los principios constitucionales de dignidad, buena fe, confianza legítima y prevalencia del derecho sustancial.


NECESIDADES Y RETOS DE PROTECCIÓN

En este capítulo se presenta: 1) las necesidades específicas de protección que enfrentan grupos vulnerables dentro de las tres poblaciones de estudio, en virtud de su(s) condición(es) diferencial(es), y 2) los retos de protección que se plantean desde dichas necesidades y los vacíos de protección ya analizados para los distintos actores, en particular para la institucionalidad colombiana.

NECESIDADES DE PROTECCIÓN

En esta sección presentaremos, desde las narrativas de las mismas personas, desde sus testimonios y con sus propias palabras —lo haremos así lo más frecuentemente posible—, las necesidades y las vulnerabilidades específicas que enfrentan como grupos particulares para acceder a los servicios y derechos en razón de alguna(s) de sus condiciones diferenciales. 

De esta manera, retomamos las ideas planteadas por Bhabha (2013, 36), que afirma que las necesidades de protección nos ponen ante un sujeto que es, ante todo, un quien. Es decir, un ser humano en un sentido más íntimo y particular, que los Estados tienen el reto jurídico y ético de proteger más allá del que, a saber, más allá de su situación objetiva como persona en el contexto de determinadas normas sociales e históricas compartidas […] y determinadas a su vez por diferencias sociales, disposiciones psíquicas, discriminaciones morales y políticas (Bhabha 2013, 36).

Necesidad de atender a las familias venezolanas

Hay varios casos de necesidad de reunificación familiar, tal como lo comprobamos en el grupo focal realizado con niños, niñas, adolescentes y jóvenes venezolanos del colegio. Sin embargo, observamos que la migración venezolana hacia Colombia se presenta cada vez más como lo que se llama una inmigración familiar (Sayad 1999a). Es una característica que ha tomado esta migración y que no es un vacío en sí, pero es condición de posibilidad para que se den varios vacíos, debido a que surge la necesidad de proteger a las familias de manera específica.

Ya no son solamente ciudadanos venezolanos que llegan a Colombia para buscar trabajo y, de esta manera, ganar un poco de dinero para enviar a su familiar dejada en su país de origen. La inmigración se convierte en el proyecto de toda la familia. Según las cifras del RAMV, se registraron 253 575 familias venezolanas que quieren dejar su país para ir a otro: es prácticamente una huida. 

Incluso se da cada vez más en algunos venezolanos un sentimiento de repulsión hacia la situación actual de su país:

La extraño [a Venezuela] por mi familia, nada más. (Anónimo, datos sin publicar, 8 de junio de 2018) 

Mi familia ya se vino, entonces, no la extraño. (Anónimo, datos sin publicar, 8 de junio de 2018)

No extrañamos nada de lo que es ahorita [Venezuela]. (Anónimo, datos sin publicar, 8 de junio de 2018)

Tengo terror. A mí me nombran Venezuela, yo no quiero nada. (Anónimo, datos sin publicar, 8 de junio de 2018)

Todos los testimonios recogidos en grupos focales e historias de vida plasman historias de inmigración familiar:

En el momento que nos dijeron que debíamos entregar la casa, se presentó la oportunidad de que el papá de Carol [la hija de la señora venezolana que nos da el testimonio] estaba aquí en Colombia y nos dice que nos puede brindar ayuda y nos vinimos. (Anónimo, datos sin publicar) 

La crisis que hay allá nos hizo venir. Yo me vine por mi hijos. Él agarró un trauma […] él decía: mamá, los policías nos van a matar; nos vamos a morir de hambre; mamá, ¿qué vamos hacer para la comida? (Anónimo, datos sin publicar, 7 de junio de 2018) 

Yo me vine porque, de verdad, […] con lo poco que uno tiene no le alcanza. La crisis de hambre que hay, no es tanto por los adultos, sino por los niños. Por lo menos yo tengo siete y lo que hacemos a veces no nos alcanzaba y nos vinimos a Colombia a ver si encontramos algo para ellos, porque es triste. Yo cuando llegué, mis hijos me hicieron llorar porque al ver esos anaqueles, mucha comida, pan, cosas que eso no se ven allá, ellos lloraban mucho porque mamá, yo quiero aquello, mamá, yo quiero aquello. Pero, ¡cómo! Vinimos acá para salir adelante por ellos. (Anónimo, datos sin publicar, 7 de junio de 2018)

Las familias venezolanas, las cuales cada vez están llegando más a Colombia, tienen necesidades como familias migrantes y tienen que ser atendidas como tales. En las familias donde hay niños, la primera necesidad es literalmente dar de comer a los niños. Por ejemplo, en la ciudad de Cúcuta, es común ver a mamás con niños en brazos que piden limosna en las calles y, en particular, frente a los restaurantes, por la situación de hambre por la que pasan. 

Otra necesidad inmediata que tienen es encontrar un lugar relativamente decente para vivir. Abundan los testimonios que narran la situación precaria en la que viven las familias venezolanas:

Entonces lo que yo he visto: […] ellos llegan a cuidar, piden que se les deje quedar en algunos lotes, otros cuidan los lugares, otros venden pescados, [otros están] en casas donde viven cuatro o cinco familias. Y a veces vienen los familiares de unos y luego se regresan, y algunos tratan de trabajar. Alguno empezó vendiendo cocadas, el otro señor empezó con la música y así, de manera informal, se van rebuscando la manera de conseguir algo. Vendedores informales se [ven] bastante. Como le digo, viven familias en una misma casa. A veces ellos mismos buscan un arriendo de 100 000 pesos, y generalmente pasan pidiendo por las casas, igual es un lugar de bajos recursos. (Anónimo, datos sin publicar, 5 de junio de 2018) 

[…] con el asunto de los venezolanos y colombo-venezolanos, en una casa viven montoneros y sobre todo niños sí a la lata […] Viene gente pobre de Venezuela como gente que ha sido pudiente y que le ha tocado porque perdieron todo, para conseguir un arriendo donde no tienen trabajo ni nada, ni para comer tienen. (Anónimo, datos sin publicar, 5 de junio de 2018)

Pues, ya como desde el 2015-2016 [hay] muchos venezolanos ahí en el barrio. Unos trabajan en construcción; otros salen a vender sus productos, que los compran en cenabasto para salir adelante; otros piden, y hay personas que realmente, pues, sí trabajan y se ayudan en cuanto a la vivienda […] Pues, como [a] muchas personas que son desplazadas [les] dieron casitas por allá, pues han dejado las casas solas y se han metido en tres o cuatro familias en una sola casita y ahí pagan el agua y la luz, pero económicamente esa gente no está bien. Hay mucha pobrería. (Anónimo, datos sin publicar, 5 de junio de 2018)

En algunos casos, los menores nacen con problemas congénitos que requieren de tratamientos especiales, por los cuales tuvieron que emigrar a Colombia, necesidad que agrava aún más la situación de la familia. El Servicio Jesuita a Refugiados (JRS Colombia) ha acompañado uno de estos casos, explicado a continuación:

Menor venezolana de un año de edad, a quien desde su nacimiento se le detectó una cardiopatía congénita compleja —comunicación interventricular amplia con repercusión hemodinámica, insuficiencia vascular pulmonar + cardiomegalia—. La menor debía recibir atención médica con urgencia, sin embargo, a causa de la crisis humanitaria existente en Venezuela y por no tener acceso a dicha atención requerida, entre otros motivos, la familia de esta menor buscó salvaguardar su vida en el país de Colombia. 

Necesidad de acompañamiento humano y psicosocial en el entorno escolar 

Otra necesidad especial tiene que ver con los niños, niñas, adolescentes y jóvenes venezolanos que enfrentan el dolor del desarraigo en Colombia. Este desarraigo se manifiesta de diferentes maneras, entre otras.

Imagen 1. Lo que extraño de Venezuela
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Y mi país, recuerdo todo y es la imagen más bella que he visto. Recuerdo las llenas y bulleras calles de Venezuela, sus plazas, sus gentes, sus parques, sus hermosos y únicos paisajes, sus exquisitas comidas, su acento, esos refranes que pasaban de generación en generación. Y había reír, las fiestas, y las tradiciones, el colegio, los compañeros que diariamente los recuerdo y los llevo en el alma y nunca los voy a olvidar […]. Recuerdo sus playas, la hermosa isla de Margarita y las playas con el agua fría de la Guaira, sus intensos llanos de Anzoátegui, Apure y Guárico, las lindas playas de Higuerote, el rico y caluroso desierto de Los Médanos, de Coro y el pico Bolívar —el más frío y bello de todos—, la gran ciudad de Caracas, nunca había silencio, pero siempre hermosa. Recuerdo el Ávila, frío pero bonito. Y mi país: recuerdo todo y es la imagen más bella que he visto. Pero lo más triste de todo eso es que ya todo eso está vacío, ya no hay gente, ya no hay nada. (Testimonio con un nudo en la garganta y con mucho dolor de una adolescente de 16 años, que viene de Miranda, 5 de junio de 2018)

Extraño a mi familia porque cuando yo me vine [a Colombia], mi mamá quedó enferma y no sé nada de ella. Dejé a mis hermanos y a mis sobrinos, que son como mis hijos, a mis amigos, que los llegué a comprender como hermanos que nunca tuve, porque a veces uno en la familia no tiene el apoyo de los amigos. En mi colegio, extraño todo el proceso que viví, a los profesores. De mi cultura extraño todas esas fechas importantes que son para los venezolanos, y de las costumbres muchas cosas, porque aquí nos juzgan mucho por el hablado y cada persona debe respetar las costumbres de su país. Y mi mascota, que era como un amigo para mí. (Testimonio que da, con llanto y la cabeza agachada, un joven de 18 años que viene de San Cristóbal, 5 de junio de 2018) 

Imagen 2. Recuerdos de Venezuela
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Yo tengo muchos recuerdos, ya que yo nunca me había mudado. Extraño mucho a mi país, mis amigos, ya que desde que me vine no he vuelto a ir. Mis familiares, nosotros éramos la típica familia feliz, todos unidos. Extraño la comida de mi abuela, ya que allá todo el tiempo crecí con mi abuela. Extraño a mis amigos. Cuando yo me vine, lloré con ellos porque ellos no querían que yo me viniera, pero como así es lo que es el destino. [Tomó una pausa y empezó a llorar.] Íbamos al río con mi familia, eso era lo mejor: hacíamos sancocho y asados. Extraño las canciones del Táchira. La Fría es lo mejor del mundo de mi parte. Yo no quería venirme, mis amigos lloraron conmigo el día que me iba a venir, pues yo era la loca, la que los hacía reír con cualquier bobada. El mar de Venezuela; Mérida, San Cristóbal; Coloncito. Por mí fuera, no estuviera aquí, ya que aquí me discriminan por ser venezolana y aquí no tengo amigos, cuando allá en mi país yo me la pasaba rodeada de mis amigas. Es triste […] Lo sé, pero estoy aquí luchando por ellos, aguanto humillaciones de la gente de aquí, pero quiero volver. (Testimonio de una joven de 13 años, que viene de la Fría, 5 de junio de 2018) 

Yo en mi caso no me siento bien aquí [en el colegio]. Es donde me cuesta venir todos los días, pues siempre hay gente que piensa diferente a los demás y todos nos llaman ¡ay! ¡la veneca! ¡la veneca! ¡la veneca! Y ahorita que el profesor me llamó a buscar, todos están diciendo Migración que no sé qué. Y yo, pues ojalá que sea Migración porque yo me quiero ir de aquí. (Testimonio de una adolescente venezolana de 14 años, 5 de junio de 2018) 

En realidad llegar acá no es fácil. La entrada es muy difícil al estudio para los que no tienen papeles. En mi caso, yo soy venezolano nato; no tenía nada que ver con Colombia, jamás había venido para acá y en mi familia fui el único en nacer en Venezuela. Al llegar acá, no tenía papeles. Primero, la seguridad fronteriza no me quería dejar pasar, así yo tuviera el apellido de mi mamá que es colombiana. Pasamos cartas, pasamos de todo y yo todavía no podía pasar. Yo tuve que […] suena como un poco ilegal […] y entré cuando se descuidaron. Sentir que vas a dejar tu país es lo peor; sentir que ya no vas a tener la facilidad de entenderte con los demás es difícil. A lo que pasé, acá llegamos y llegamos llorando. Sabía que no podía, sentía mucho dolor. Ya llevo ocho meses y, pues, es muy difícil, pero ni este año ni el otro creo que [volveré a Venezuela], tal como está la situación de la economía venezolana. 

Imagen 3. Lo que extraño de mi país
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En temas de papeles, el proceso fue que las partidas de nacimiento las mandaron por encomienda y llegaron a San Antonio. Se buscaron los papeles y se trajeron. No se podía porque mi mamá era la única que estaba en Colombia y mi papá estaba en Venezuela. Y, pues, mi mamá no me podía presentar sola porque mi partida de nacimiento solamente estaba legalizada, pero no apostillada. Pero solo al ser legalizada se necesitaba al padre y la madre y dos testigos de cada uno que los conociera de cinco años o atrás y que supieran de mi existencia. Lo peor al hacer fila, quedarme dormido uno o dos días allá con mi mamá para que llamaran mi nombre y el de mi hermano, que tampoco tenía papeles. Logramos pasar y el mismo problema, el registrador nos dijo que no podíamos. Mi mamá tiene una enfermedad llamada diabetes tipo III y esa fue una de las razones primordiales por las cuales nos vinimos acá. Ella se empezó a sentir muy mal y ella es insulino-dependiente. El señor se dio cuenta que estaba mal y no teníamos la insulina y logró registrarnos. Nos marcaron los dedos con tinta y nos dieron los papeles y nos dijeron que la siguiente semana fuéramos de nuevo a reclamar, pero a la semana siguiente nos volvieron a marcar las manos y nos dieron un papel larguísimo que decía que estábamos en proceso y, pues, con eso yo vine acá al colegio. Sin embargo, dijeron que eso no servía, que tenía que inscribirme con los papeles venezolanos […]. El rector me recomendó entrar a grado octavo y yo estaba haciendo en Venezuela grado noveno, y, pues, es muy difícil comparar. Y bueno, no ha sido fácil acostumbrarse a las materias de acá, las matemáticas son iguales, pero son más adelantadas. (Testimonio de un joven venezolano, 5 de junio de 2018) 

Todos estos testimonios evidencian una de las necesidades fuertes que tienen los migrantes venezolanos que llegan a Colombia, en particular este grupo de niños, niñas, adolescentes y jóvenes venezolanos: se trata del dolor que experimentan al dejar su país, su gente, su mundo, sin saber cuándo volverán a su tierra. Es un dolor que no es físico, pero no por ello no es fuerte: hace sufrir profundamente, tal como lo expresan los testimonios arriba mencionados.

En los grupos focales que hicimos con los escolares venezolanos en un colegio de Cúcuta, esta es la primera realidad que descubrimos: el desarraigo vivido por este grupo de niños, niñas, adolescentes y jóvenes. Al hablar de Venezuela, tenían nudos en la garganta; al recordar a su familia y sus amigos dejados en su país, lloraban; mostraban frustración y enojo al referirse a la manera discriminatoria como los tratan en el colegio. Su desarraigo se presenta como una situación ambivalente en la cual tienen tristeza por cómo su país ya no les permite vivir como antes, pero aun así sienten nostalgia de él porque se sienten apegados a sus paisajes, su gente, su historia y, además, allá siguen viviendo familiares y amigos. Están oscilando entre tristeza y nostalgia, entre aquí y allá, entre los bellos recuerdos y la dureza de la situación actual. 

Además, el colegio donde estudian no tiene ni la estructura ni las posibilidades, humanas o financieras, para brindar una atención específica a sus estudiantes que vienen de otro país en esas condiciones traumáticas. Huyen de su propio país y llegan sin nada a otro, donde sus padres están haciendo todo lo posible para conseguir los medios de subsistencia. Dado el contexto adverso y discriminatorio del entorno escolar, este grupo específico de migrantes venezolanos necesita acompañamiento humano y, en algunos casos precisos de desequilibrio personal y familiar, acompañamiento psicosocial para que puedan enfrentar con las herramientas necesarias y con ayuda especializada su primera experiencia migratoria, que es atravesada por un fuerte desarraigo (separación de su país, su gente, sus costumbres, sus referentes sociales, culturales, naturales e históricos).

Vale la pena subrayar que el desarraigo no afecta solamente a niños, niñas, adolescentes y jóvenes venezolanos. Los médicos que trabajan con la población venezolana nos comentan que los adultos somatizan esta dura experiencia de tener que dejar su país en esas condiciones, motivo por el cual presentan graves problemas de salud, como problemas cardiacos y psiquiátricos, que han ido aumentando en el Norte de Santander.

Derechos sexuales y reproductivos de las mujeres venezolanas

Otra necesidad inmediata que tienen las familias venezolanas en el Norte de Santander es la salud. Llama particularmente la atención el caso de las mujeres gestantes, lactantes y con enfermedades graves como el cáncer, muchas de ellas jefas de hogar. Migrar hacia Colombia ha sido la respuesta que dan esas mujeres venezolanas frente a la casi inexistencia de servicios de salud para mujeres en su país de origen. Algunos testimonios narran esta situación:

[…] tengo nueve meses viviendo aquí. Tengo tres meses de embarazo, llegué con toda mi familia, esposo, mamá e hijos. Nos vinimos de Venezuela por la crisis que estamos presentando. Primero por la comida, segundo por las medicinas, tercero por la educación, que está fatal. Eso hizo que me viniera acá a Colombia. (Anónimo, datos sin publicar, 7 de junio de 2018)

Soy ciudadana proveniente de Venezuela, madre de cuatro hijos, uno de ellos asesinado en el lugar donde residía. Después de lo ocurrido, tuve un derrame. Me acerqué a un centro de salud, descubrí que tenía cinco semanas de embarazo, estaba esperando mellizos. Debía recibir una atención adecuada, mi médico buscó un apoyo para mí para que fuera recibida en el hospital Erasmo Meoz de la ciudad de Cúcuta. (Anónimo, datos sin publicar, 7 de junio de 2018)

El Servicio Jesuita a Refugiados (JRS Colombia) ha acompañado un gran número de casos de mujeres venezolanas con diagnóstico de cáncer que tuvieron que llegar a Colombia, dado que tuvieron que suspender los tratamientos en su país:

Nacional venezolana diagnosticada con cáncer de mama en el seno derecho, actualmente solicitante de visa humanitaria debido a su grave condición médica. El 29 de abril de 2016 en Venezuela se le realizó una mastectomía radical con vaciamiento ganglionar. De igual manera, después de dicha cirugía tuvo tratamiento de 25 radioterapias para reforzar el procedimiento quirúrgico y quedó con manejo hormonal con Zoladex o Triptorelina/Femara por cinco años. Sin embargo, dicho manejo se inició en mayo de 2016 y se suspendió en junio de 2017 a causa de la crisis humanitaria en Venezuela, por cuanto se suspendió la venta de dichos medicamentos y tratamientos para este caso clínico […] A la fecha no ha podido acceder a ningún programa de salud en Colombia por no estar registrada en el sistema de salud y por no pertenecer a una EPS. (JRS, 2017)

Nacional venezolana, perteneciente a la comunidad indígena Yukpa ubicada en la Sierra del Perijá, diagnosticada con cáncer de cérvix estadio III B, anemia secundaria y desnutrición. Llega a Colombia en el mes de febrero de 2018 a causa de la inexistente atención médica en su país. Sin embargo, al remitirse al ESE Hospital Universitario Erasmo Meoz, fue negada la atención por cuanto no se encontraba incluida en el sistema de salud nacional. (JRS, 2018)

La violencia de género que sufren mujeres venezolanas con parejas colombianas

Conocimos casos de mujeres venezolanas en el Norte de Santander, principalmente aquellas que tuvieron hijos con hombres colombianos, que sufren situaciones de violencia de género. Algunas de estas situaciones son de violencia verbal, física y sexual, que se presentaron en Venezuela y motivaron a estas mujeres a emigrar a Colombia. Sin embargo, varias de estas situaciones de violencia psicológica (chantaje, presión psicológica) se presentan en Colombia, donde los hombres colombianos aprovechan la ventaja de estar en su país y de que estas mujeres están indocumentadas y se encuentran en una situación de vulnerabilidad económica para quitarles a los hijos:

Soy venezolana, tengo tres hijos, estoy en el país [Colombia] desde 2016. El padre de mis hijos es colombiano y tenía familiares en la ciudad de Cúcuta. En principio, él decidió volver a Colombia. Él decía: yo me voy para Colombia y la dejo aquí a usted. Por mí, usted que se quede en Venezuela. Y yo decía: ¡no, pero no me voy a quedar sin mis dos hijos, sin nada en Venezuela y embarazada! Yo dije: me voy para Colombia […] Llegando aquí en Colombia duré unos ocho meses encerrada porque el papá de los niños era quien trabajaba, yo no. Y, pues, seguí viviendo aquí. Empezó a trabajar en albañilería, pero como él sufre de la columna, dejó de trabajar. Pasamos como un mes así. Después de haber vivido por un tiempo en la casa de la abuela de mis hijos, decido separarme del padre de los niños, debido a los continuos maltratos que recibía de este. (Anónimo, datos sin publicar, 25 de junio de 2018)

Esta mujer que narró su historia de vida nos relató también que el padre de sus hijos le quitó la custodia legal de sus dos niños, después de que él intentara varias veces convencerla de volver a la casa con él. Él convenció a la oficina del ICBF de que ella era indocumentada en Colombia y no tenía la capacidad económica para darles de comer a los niños y satisfacer sus necesidades básicas. Ella nos contó que el ICBF no creía el testimonio de ella, según el cual el padre de los niños le está quitando esta custodia como parte de una estrategia de presión psicológica para que ella vuelva con él bajo las condiciones que él quiera, por ejemplo, bajo la condición de tener relaciones sexuales con ella, a la hora que él quiera.

La vida y los derechos humanos étnicos de comunidades indígenas 

En los flujos migratorios que llegan de Venezuela a Colombia, también hay comunidades indígenas. Según el RAMV, hay 26 572 indígenas, 6150 afrodescendientes, 1065 raizales y 207 gitanos, originarios de Venezuela, que se registraron como grupos étnicos. Al igual que las familias, no son inmigraciones individuales o simplemente laborales: son inmigraciones comunitarias y étnicas que presentan necesidades específicas. El caso que más se visibilizó fue el de los indígenas yukpa, que, a mitad del mes de mayo, por culpa de amenazas que recibieron contra su integridad física y psicológica por parte de grupos armados ilegales en su ubicación en el barrio Nuevo Escobar de la ciudad de Cúcuta, tuvieron que trasladarse forzosamente al parque Santander para acudir a protección.

Este caso reveló la situación de desprotección que vivían estos indígenas, que emigraron forzosamente de Venezuela a causa de la hambruna, de la falta de acceso a servicios de salud y de las injusticias sufridas a mano de autoridades venezolanas que les cobraban vacunas. Al llegar a Cúcuta, erraron en la ciudad para buscar un lugar donde instalarse. Después de trasladarse a distintos sitios de la ciudad, por fin se ubicaron en la ronda del río Táchira, en el barrio Nuevo Escobar de Cúcuta. El Servicio Jesuita a Refugiados Colombia (JRS Colombia), que ha venido acompañando a la comunidad, ha subrayado:

valoramos el ejercicio y la oferta que ha prestado el Estado colombiano y organismos humanitarios. Sin embargo, acotamos que las respuestas no han sido suficientes y acordes con los estándares de protección, lo que ha llevado a la muerte de dos niños indígenas yukpas por agravamiento de salud. (García Durán 2018)

Las mujeres embarazadas, los adultos mayores y las personas enfermas de la comunidad yukpa enfrentan serias dificultades para acceder a los servicios de salud y a los tratamientos que requieren sus casos. Esto se suma al no manejo o al poco manejo del español, a la falta de traductores en los centros de salud, al desconocimiento de la ciudad de Cúcuta y de cómo funcionan las entidades del Estado, en particular el complejo sistema de salud, y a la poca disponibilidad de algunos funcionarios de dichos centros para atenderlos. Además, el JRS Colombia ha señalado que esta respuesta institucional desconoció que se trata de un caso de desplazamiento forzado intraurbano que, además, requería 

entre otras medidas, la activación de especial protección a grupos étnicos, la cohesión comunitaria según sus usos y costumbres y la no devolución, dado que la voluntariedad puede estar viciada por la condición de vulnerabilidad en la cual se encuentra la comunidad. (García Durán 2018) 

Acompañamiento humano y psicosocial, asistencia humanitaria inmediata y reparación integral para refugiados colombianos que no pueden volver a sus comunidades de origen

A la frontera colombo-venezolana, en particular a Cúcuta, llegan muchos colombianos retornados de Venezuela (más de 200 000 desde 2015, según las autoridades fronterizas), que habían tenido que huir de su país por ser víctimas de todas las barbaries de la guerra (amenazas físicas, agresiones sexuales, torturas, despojos y finalmente el exilio) o para buscar mejores condiciones de vida en el país vecino. Al llegar a Venezuela, pudieron recomenzar sus vidas allá. Pero, en el contexto de la crisis que enfrenta el país vecino, estos colombianos fueron nuevamente víctimas de la violencia que se ha desatado allá por la escasez y por el accionar de los grupos delincuentes, apoyados en algunos casos por las mismas autoridades venezolanas. Por este motivo, estos colombianos, muchos de ellos refugiados, tuvieron que retornar a su país de origen, sin nada, sin ni siquiera tener un lugar donde vivir con sus familias y algunos sin tener la posibilidad de volver con los suyos en sus comunidades de origen, por culpa de la guerra que allí persiste.

A continuación transcribimos la historia de vida, un poco larga, pero muy ilustrativa, de un refugiado colombiano de 67 años que retornó a Colombia (Cúcuta) en junio de 2017, junto con su esposa y sus tres hijos. Su historia de vida evidencia de manera elocuente la situación evocada, así como la necesidad de protección que tiene este grupo vulnerable de retornados colombianos. Es una necesidad de acompañamiento humano y psicosocial, de asistencia humanitaria inmediata y de reparación integral como retornados víctimas del conflicto armado.

Nosotros fuimos desplazados en el 2001. Fue el primer desplazamiento de Tibú. Llegaron los señores de las autodefensas un día viernes, llegaron a la una de la tarde. Yo estaba en mi casa, en la finca. Estaba una hija mía, la hija mayor acompañándome en eso, el resto de familia sí estaba en Cúcuta. Llegaron preguntando por mí, que dónde estaba ese guerrillero. Yo tenía quince obreros ahí en la parcela trabajando. [Las autodefensas] fueron, recogieron los obreros, los tendieron en el suelo y más o menos unas dos horas después de estar tendido en el suelo, entonces ya le dijeron a un yerno mío que fuera a recoger el ganado, eran 39 reses. Dijeron que ellos ya sabían cuántas había y que no fuera a dejar ni una porque me libraba. Entonces, él agarró las bestias, ocho bestias que tenía, las agarraron, se fueron, recogieron el ganado, recogieron los cochinos, recogieron las gallinas, recogieron todo: la ropa, la comida, todo lo que es mercado, se lo llevaron todo. Se fueron más o menos a las tres de la tarde. Yo tenía tres carros, [los señores] les sacaron la gasolina a los carritos, [rociaron] la casa y encendieron la casa y encendieron los carros. Por ahí a las tres y media se fueron, dejándonos eso en los escombros más [tremendos].

Me fui para otra parcela que tenía en Caño Cinco, allá me fui. Como a los dos meses, pasó el Ejército, entonces me preguntó: ¿Por qué el ranchito estaba así quemado? Entonces les dije: No, pues, los señores de las autodefensas que llegaron allá me quemaron mis casas y me robaron el ganado y, bueno, me acabaron... Me acabaron todo… Iban a matar a una hija mía, entonces decían ellos. Ahí pasaban por el lado de ella y decían que por qué no podemos matarle a esta tal... [con las] palabras más tremendas… Bueno, se fueron, yo me fui para otra parcela (Caño Cinco).

En el año 2005, ¡fue la otra llegada [de los señores de las autodefensas] allá [a Caño Cinco]! Allá me llegaron. Un día, un viernes, llegaron… que no recuerdo la fecha… llegaron como a las nueve de la mañana y la casita quedaba en un filito. Y yo lo único que escuchaba era que no dejaran volar ese viejo, que ese viejo había que agarrarlo vivo o muerto, pero tenían que matarlo o torturarlo. Entonces, yo me paré con las manos en alto y dije: ¡Yo soy ese señor que buscan! ¡Decir que en Colombia no se conoce la guerrilla, eso es una mentira, porque guerrilla hay por todas partes y todo el mundo sabemos dónde están y qué hacen y cómo es la vida de ellos! ¡Que hay guerrilla, hay guerrilla, claro, indiscutiblemente! Habían llegado dos señores a comprarme unas bestias, los agarraron, los tendieron en el suelo. Yo tenía dos hijos trabajando en un potrero más o menos como a unos 500 metros. Entonces, yo les dije: ¡Miren, señores, yo tengo unos muchachos menores de edad y están enmatonando un potrero para que sepan!. Porque a esa gente se les veía las ganas y las ansias de matar y de perjudicar, de hacer daño. Bueno, los trajeron los muchachos, los tendieron, a mí me dijeron que me tendiera, yo no me tendí. Entonces, un señor, acuerpado con esa vaina me mandó una patada y de eso, pues, me quedó este problema —levanta su camisa para mostrar las cicatrices de un golpe en sus costillas—.

Bueno, agarraron los dos señores, los arrecostaron a un barranco que quedaba más o menos de la casita a unos 200 metros; los mataron, matados. Se vinieron donde mí, entonces había un pote grande, ahí les hice limonada. Les dije: ¡Tomen limonadas, muchachos! ¡Deben tener sed!. Estaba la nuera ahí, entonces me dijeron: Mano, dígale a la muchacha esa que se quite los pantalones que queda vestida como una guerrillera. Yo le dije que no es ninguna guerrillera. Yo creo que no es malito que una mujer use un pantalón y más una mujer en el campo. Bueno, eso pasó así, la muchacha se rehusó y tenían ganas como de abusar de ella. En esas llamaron a la mujer mía, se la llevaron para el aposento, no sé qué pasó allá… —toma una pausa, guarda silencio—. 

Después de esto, me dio totalmente, digamos, un desgano mío para la compañera, porque yo hasta le dije: No, a usted allá la violaron. Ella dijo: Sí, pero ¿qué vamos a hacer?. Yo me fui alejando un poco de mi compañera. Nos tocó salirnos porque se trajeron al hijo mío, al mayor, para Tibú, todo torturado. Eso […] le pusieron bolsas en la cabeza, lo lanzaron a una laguna como que ya estaba para ahogarse.

De acuerdo a esto, pues, ya me aburrí, me tocó salirme de allá, botar esa vaina allá y dejar eso allá y venirme a vivir acá. ¡El hogar, acabado! Porque prácticamente y en 2005 me conseguí a mi nueva compañera [la que lo acompaña en la entrevista]. Nos fuimos para Venezuela en el 2005. Bueno, allá adquirimos una propiedad y llegaron allá una señora reclamando que era de ella, cuando eso estaba ya mejorado y todas esas cosas y nos sacó de allá. Mi compañera estaba en embarazo, tenía unos dos muchachitos y estaba embarazada de una bebé. Bueno, así como [de] siete meses de embarazo le dieron patadas, le dieron plancha. Ustedes saben más o menos qué es un rula, de tirar charapo. Le partieron las nalgas y las costillas, esa fue la Guardia Venezolana. Nos maltrataron y a mí me buscaban, pero yo no estaba ahí. A mí me buscaban como aguja para matar. Bueno, al ver yo esa situación, entonces me fui y le dije al presidente de la JAC: ¿Qué vamos a hacer con eso? ¡No tengo con qué pa irme y qué voy a hacer! La mujer está qué da a luz. Entonces reunieron tres millones de bolívares, nos vinimos para otro pueblito, compré una piecita, y unos centavitos para solventarnos la situación, la comidita para los niños y esperando que mi compañera diera a luz. Llegó el momento de dar a luz ahí en el hospital de Caja Seca. No me la atendían porque era colombiana y no tenía papeles de allá. Al ver yo que estaba ya prácticamente para morir, entonces me les reboté allá: ¡Qué no! ¡Qué hagan algo por favor, por ella y por la bebé!. Tomaron algo de consideración, se fueron, me la atendieron, salimos de eso. Nos fuimos para otro sitio, allá pusimos una ventica. Nos fue más o menos regularcito, pudimos acomodarnos.

Había un señor que vendía una mejora, cerquita donde vivía el padre de ella, entonces él me dijo: Mire que están vendiendo una mejora en tal parte. Venga aquí y yo me voy para allá. Y así fue. Nos fuimos para allá. Allá duramos trabajando trece años en Caja Seca vía Aboscan, estado Zulia. Allí tuvimos problemas, nos atracaron, nos quitaron todo, todo, todo… Y ya nos vinimos para acá [Cúcuta]. Aquí [en Colombia] hay una cosa muy tenaz, una cosa muy tenaz. Pasó lo que pasó aquí. Aquí llegaban los paramilitares y si veían que la finca estaba buena o que el fulano tenía ganadito, lo [fichaban] como guerrillero para quitarle las reses. Entonces, es tenaz, es tremendo. Lo mismo pasó allá [en Venezuela]. Allá en Venezuela, la misma autoridad se presta para toda esas vainas, como pasa aquí.

Ahora, llegar aquí [a Cúcuta]. Llegamos aquí el año pasado [2017], en julio, el 7. Llegamos —él, su compañera y los tres niños— sin nada, sin dónde dormir. Nos conseguimos una señora que vendía heladitos y al vernos en esta situación nos dijo que ella tiene una casa muy grande, que nos puede alojar unos quince días, nos fuimos y gracias al Señor […]. Eso es duro, no es fácil. Ya le dije yo a mi compañerita que nos vamos pa Tibú, pero no podemos ir allá. Estamos en Cúcuta, a ver dónde nos vamos a meter o qué vamos a hacer. Me vine y me alquilaron una cochera, una cochera […]. Ustedes saben qué es llegar a una cochera. ¡Por Dios santísimo! Una cochera, ya abandonada, residuos de lo imaginable, el olor de lo imaginable, en el barrio Crispín Durán. La chica de la Defensoría —Oficina de la Defensoría del Pueblo en Cúcuta— nos mandó para el JRS y llegamos aquí. Ya el compañerito nos ayudó con un mercado de 150 000 pesos —que Dios le multiplique y le bendiga eso—, una losita, una cocinita. Bueno, pues vivíamos horrible, pero bueno […] de alguna forma nos acomodamos. (Anónimo, datos sin publicar, 7 de junio de 2018)

RETOS DE PROTECCIÓN

En esta sección presentamos los retos que enfrentan los actores, en particular la institucionalidad colombiana, para brindar la protección que requieren las tres poblaciones objeto de estudio y, en especial, los grupos más vulnerables dentro de estas, que sufren en su ser más profundo de necesidades apremiantes. Los tres grandes retos identificados se enfocan todos en que el Estado tenga en cuenta al quien, es decir, al sujeto individual, familiar y diferencial que requiere de protección internacional y constitucional (primer reto); que debe disfrutar en la práctica y en lo cotidiano —en concreto, en el Norte de Santander— de todas las garantías ya establecidas en los instrumentos jurídicos en todos los ámbitos (segundo reto), y que pueda encontrar soluciones duraderas a partir de un acompañamiento humano (tercer reto).

Migración forzada como un fenómeno social y profundamente humano que requiere de protección

Partimos de las realidades normativas y lo que un ajuste total a estas implicaría para Colombia, bajo el entendimiento de que esto se desarrollaría teniendo en cuenta todo el ciclo de la política pública. Es preciso señalar que motivar el diseño de una política migratoria, que contemple de manera robusta y articulada todos aquellos elementos que incorporan los diferentes instrumentos internacionales y regionales ratificados por Colombia, sería un ejercicio pertinente y configuraría el reto institucional central para atender, desde un enfoque de derechos y de protección, la migración desde Venezuela (inmigración y retorno). Sin embargo y a partir de realidades, la investigación ha identificado que, para llegar a estos estándares de protección, se hace necesario que el Estado contemple esta migración forzada como un fenómeno social, sobre todo humano. Un fenómeno que requiere de un proceso de atención que supere condiciones de asistencia inicial y trascienda a la identificación e implementación de medidas que definan procesos más amplios y garantistas, en términos de protección, prevención, acogida, integración local y concreción de proyectos de vida. El poder identificar este proceso más allá de una relación administrativa o procedimental —entre el Estado expulsor, el sujeto y el Estado de acogida— generaría un impacto más positivo, de cara a garantizar un goce efectivo de derechos humanos. 

Minimizar la brecha entre garantías establecidas por instrumentos de protección y la práctica institucional

Como se desarrolló en el capítulo 2, Colombia dispone de instrumentos internacionales, regionales e inclusive bilaterales bastante precisos, que contemplan un marco, unos principios y lineamientos en torno a cómo desarrollar respuestas estatales con un enfoque de derechos. Esto, para contribuir a brindar garantías en términos de protección y mejores condiciones de vida a migrantes que se encuentren en tránsito o ya establecidos en el país. Sin embargo, al desarrollar un ejercicio de retroalimentación en torno a cómo las medidas han conversado con dichos instrumentos, se identifica como reto institucional el poder minimizar esta brecha. A saber, en lo práctico, esas garantías y obligaciones estatales allí establecidas no se reflejan en el desarrollo del día a día de la población migrante que, como acabamos de ver, enfrentan necesidades de protección urgentes. En ese sentido, consideramos importante que se logre avanzar de manera más contundente, coherente y ordenada en la aplicación de dichos instrumentos, con el ánimo de consolidar así respuestas mucho más integrales y de largo plazo, que inclusive se logren acompañar de medidas o procesos regionales complementarios y de cooperación como, por ejemplo, respuestas en términos de fronteras solidarias, integración local, prevención de la apatridia, entre otros. 



Pasar de medidas transitorias a soluciones duraderas en procesos de acompañamiento 

El fenómeno migratorio reciente desde Venezuela hacia Colombia ha contemplado dos grandes momentos: el primero de ellos en el año 2015 con la llegada masiva de colombianos deportados, y el segundo, para el año 2016 y hasta la fecha, cuando se dio inicio a la llegada masiva de venezolanos o colombo-venezolanos en busca de mejores condiciones de vida. Entonces, se considera como reto a corto plazo que se reconozca que este fenómeno migratorio no es pasajero o coyuntural y que, por ende, requiere dar el paso de medidas transitorias que mitigan la inmediatez a acciones que propendan a soluciones duraderas. Soluciones que logren coordinar y armonizar los sistemas universales y regionales con los esfuerzos nacionales ya en marcha, pero enmarcados en decretos, resoluciones y circulares, que, por la forma como fueron concebidos desde su diseño en términos legales y de alcance temporal, no permiten generar procesos de acogida contundentes. Al contrario, estos decretos, resoluciones y circulares pueden llegar a generar por un lado un desgaste institucional, puesto que se hará necesario ir renovando cada cierto tiempo las medidas y, por el otro, un desgaste inclusive emocional de la población, puesto que viviría en constante preocupación por el término de la garantía.

Al día de hoy el país cuenta con una herramienta que deja ver las realidades de la población migrante en el país, el RAMV. ¿Cómo desde allí se generan esas soluciones duraderas integrales? ¿Cómo se logra desde allí promover una protección más integral y no de asistencialismo prolongado? ¿Cómo generar políticas de Estado garantistas que propendan de manera paralela a desvirtuar prácticas xenofóbicas y de exclusión social? ¿Cómo se lograría involucrar de manera amplia a los diversos sectores de la sociedad civil para que estas medidas encuentren una solvencia y una mayor estabilidad?

La investigación, así como otros organismos internacionales, han identificado que la población proveniente de Venezuela llega en búsqueda de protección internacional, ya que las características de su migración se superponen con la definición de refugiado identificada en la Declaración de Cartagena sobre Refugiados. En ese sentido, se entendería que la medida de protección que el Estado debería implementar sería la de otorgar el estatus de refugiado a esta población, ya que este estatus representa, en términos de acceso a derechos, un margen amplio y garantista de protección. Sin embargo y como se desarrolló en los capítulos 2 y 3, el actual proceso para la solicitud de refugio presenta vacíos en torno al tiempo tomado por la autoridad competente para aceptar o no la solicitud, además de las barreras de acceso que tiene el solicitante para acceder a un trabajo formal mientras está en trámite. De cara a esto, el reto institucional se convertiría entonces en poder identificar un mecanismo que identifique medidas complementarias de protección que le den al migrante una estabilidad inicial en el país. 

Se aplauden las iniciativas que el Estado ha adoptado y las reglamentaciones internas de las mismas para la población proveniente de Venezuela, aunque se hace la salvedad del sustento jurídico de las mismas y de su perduración en el tiempo, que es perniciosa para la normatividad vigente y el ordenamiento institucional. Sin embargo, la pregunta que suscita y que se convierte en un reto adicional gira en torno a cómo el Estado puede brindar protección y cumplir con su deber de garantizarla. Reto que se debe enfrentar a la luz de las dificultades económicas, sociales, de documentación y de salud que dichos migrantes enfrentan al llegar a nuestro país, y a la luz de las realidades del contexto en Venezuela. Lo anterior se suma a los elementos fácticos que el RAMV ha brindado en términos de la no intencionalidad de estos migrantes de retornar a Venezuela en un futuro cercano. Por otro lado, si bien es cierto que el Estado colombiano cuenta con normas importantes que facilitan el retorno, el procedimiento para acogerse a las rutas institucionales resulta complejo, ya que muchos de los colombianos —tanto los que se vieron expulsados en el 20151 como los que han llegado en lo corrido de esa fecha a la actualidad— no han podido beneficiarse de ellas. El reto institucional gira en torno a cómo garantizar procesos de acompañamiento a los retornos de los connacionales y abordar sus necesidades como ciudadanos colombianos y personas de especial protección. La respuesta debe estar orientada a anteponer los derechos constitucionales sobre trámites administrativos, ya que son colombianos que por derechos propios les cobija la Constitución Política Nacional. Es decir, que no pueda ser obstáculo para gozar de derechos fundamentales el no cumplir con un procedimiento administrativo, por ejemplo, activar la ruta desde algún consulado colombiano en Venezuela.

Aunado a esto, se identifica la dificultad de las familias mixtas para acceder a servicios y al goce de derechos fundamentales, puesto que, a la luz del programa nacional de retorno, solo se da apoyo a esos colombianos que en el momento tienen el documento que los identifica como nacionales. Entonces, ¿cómo lograr generar acompañamiento, inclusive a familias mixtas? ¿Cómo desde las políticas motivamos procesos de unión familiar? Así mismo, se contempla una enorme dificultad a la hora de articular la respuesta institucional en los ámbitos local y nacional, puesto que la falta de mecanismos claros y de coordinación no permiten una respuesta oportuna e integral, máxime cuando, en general, las condiciones sociales, económicas y de violencia de algunas zonas de donde provienen los migrantes siguen siendo caracterizadas por la pobreza, la precariedad y un escaso desarrollo. 

Por otro lado y a la luz de la poca información que existe para desarrollar un análisis más robusto en torno a la apatridia, es preciso señalar que el reto fundamental está en que el Estado colombiano reconozca que el riesgo existe y que la normatividad vigente de cómo se obtiene la nacionalidad colombiana no previene que dicho riesgo se materialice. Lo anterior es de especial importancia al estar ante una llegada constante de población que, en su mayoría, manifiesta no tener intenciones de regresar y que, por el contrario, muchos de ellos acceden a su derecho de solicitud de asilo. Sin embargo, resulta que el salvoconducto otorgado no es documento válido para tramitar la nacionalidad colombiana para sus hijos nacidos en territorio colombiano. Además, cientos de miles de venezolanos que acceden al PEP ven cómo se les informa que el PEP tampoco es equivalente a un documento que acredite residencia en Colombia y, por lo tanto, no sirve para tramitar la nacionalidad para sus hijos. 

Son muy pertinentes las recomendaciones que Open Society Foundation (2017) hizo en torno al problema de la apatridia en Colombia y también en Brasil y Chile:

[…] existen otros problemas que afectan el derecho a la nacionalidad en Brasil, Chile y Colombia. Entre otros, se encuentran las deficiencias legales, tales como conflictos entre los marcos jurídicos nacionales y las obligaciones internacionales; conflictos entre las regulaciones de nacionalidad y otros campos del derecho, particularmente el registro civil; normas y estándares de prueba onerosos; y la ausencia de medidas retroactivas para abordar las brechas dejadas por los cambios en políticas administrativas y en las leyes de nacionalidad. Deficiencias administrativas, tales como el acceso limitado a los documentos de identidad, también representan un desafío, en particular para las poblaciones de las regiones fronterizas. La insuficiente capacitación y supervisión de los registradores y proveedores de servicios, los procedimientos inconsistentes entre los organismos gubernamentales, y la falta de información sobre los derechos y servicios y los procedimientos para acceder a ellos constituyen obstáculos en el acceso efectivo a la nacionalidad. Entretanto, los desaciertos en las políticas causan problemas adicionales. Estas insuficiencias incluyen la baja prioridad que se le da a la prevención de la apatridia y a la documentación de poblaciones en riesgo; la falta de políticas consistentes entre el Gobierno nacional y las autoridades locales/provinciales; la vinculación inadecuada de la documentación de identidad y la nacionalidad; poca o ninguna cooperación entre los distintos niveles del Gobierno; medidas insuficientes para atender las necesidades de poblaciones vulnerables; una deficiente recopilación de datos, lo que resulta en una pobre comprensión de los registros de nacimiento; y el vacío que existe entre los compromisos internacionales del Estado y los recursos dedicados a cumplirlos en la práctica. Estos desafíos se ven agravados por las dificultades para acceder a la justicia. La falta de servicios legales en zonas donde es probable que ocurran malas prácticas, el alto costo y los obstáculos relativos a los procedimientos para buscar rectificación a través de mecanismos judiciales, y el modesto papel que desempeñan los tribunales para aclarar las normas legales hacen más difícil que quienes sufren problemas de nacionalidad puedan encontrar reparación efectiva. (2017, 20-21) 

Notas

1 El Estado colombiano abordó la situación de las personas deportadas en la frontera desde una perspectiva de catástrofe natural bajo la Ley 1523 de 2012 al adicionar acciones de intervención humanitaria temporales. Llama la atención que se haya elegido el camino de las respuestas inmediatas, pero no duraderas, pues una perspectiva de derechos humanos y protección a las víctimas hubiera al menos correspondido con la lógica pertinente para este caso (JRS Colombia 2017).


CONCLUSIONES

En este capítulo conclusivo se presenta: 1) los principales hallazgos y 2) algunas recomendaciones pertinentes en clave de protección para la institucionalidad colombiana, a partir de lo desarrollado en los vacíos, las necesidades y los retos de protección.

PRINCIPALES HALLAZGOS

La coyuntura migratoria de la frontera colombo-venezolana, que se ha complejizado desde agosto de 2015 en el Norte de Santander, presenta a todas luces una desprotección generalizada de los derechos humanos de muchas poblaciones en situación de migración forzada en dicha frontera. Se pueden distinguir dos temporalidades en esta coyuntura: el periodo entre agosto y septiembre de 2015, en el cual 20 000 colombianos aproximadamente fueron deportados y retornados forzosamente hacia el lado colombiano de la frontera por el régimen de Nicolás Maduro, y un segundo periodo a partir de 2016, cuando más de un millón de migrantes venezolanos y cientos de miles de retornados colombianos se han visto obligados a huir de la crisis generalizada en Venezuela. 

Los efectos de esta desprotección en términos humanitarios y sociales sobre los migrantes venezolanos, y en menor medida sobre los retornados colombianos y las familias mixtas, han sido sobrediagnosticados a través de múltiples informes de organizaciones no gubernamentales e incluso de entidades del Estado colombiano. Desde nuestro análisis, esta desprotección se ha hecho posible debido a cuatros grandes cuellos de botella, identificados a partir de una lectura desde nuestra categoría conceptual principal de vacíos de protección y las dos categorías derivadas de necesidades y retos de protección. Estos cuellos de botella ralentizan y bloquean la protección, tanto internacional como constitucional.

Vacíos conceptual-analíticos 

Existe una falta de claridad por parte del Gobierno colombiano no solo para definir qué nombre o categoría darles a las tres poblaciones objeto de estudio, sino también para definir qué tipo de sujeto es cada una de estas poblaciones y, con base en ello, analizar cómo enfocar la respuesta a sus necesidades. Tal como lo plantea Agamben (2005, 27), todo estado de excepción, en el cual se ponen entre paréntesis los derechos humanos de los individuos, en particular los de los migrantes, inicia con convertir al extranjero en un ser innominable e inclasificable para luego suspender su estatus jurídico. Incluso en el nuevo Decreto 1288 de 20181 queda la duda de cuál es la naturaleza del permiso especial de permanencia (PEP) y para qué tipo de nacional venezolano es: ¿aquél que está de paso en el país o aquél que llega a quedarse allí al menos a mediano o largo plazo, hasta que se mitigue o se solucione la crisis en su país de origen? ¿Para qué tipo de sujeto migrante venezolano es el PEP?

No hay una respuesta clara. Por un lado, en este decreto se precisa que el PEP es un documento de identificación válido para los nacionales venezolanos en territorio colombiano que les permite permanecer temporalmente en condiciones de regularización migratoria y acceder a la oferta institucional. Por el otro, se afirma que está dirigido a autorizar 

la permanencia de los nacionales venezolanos que se encuentren en el territorio nacional sin la intención de establecerse, razón por la cual, no equivale a una Visa, ni tiene efectos en el cómputo de tiempo para las visas de residencia tipo R y M.2 

¿Es para un migrante venezolano que tiene la intención de establecerse o no? ¿Por qué se llama un permiso especial de permanencia? ¿Habría varios tipos de permanencia, por ejemplo, una permanencia temporal y otra definitiva? ¿Cuáles serían los criterios, en términos de duración o periodo de tiempo, para distinguir entre una y otra? ¿Una permanencia no es acaso una residencia o una forma de residencia? ¿Cuál sería la diferencia entre permanencia y residencia?

En concreto, ¿de qué tipo de permanencia se trata, cuando 395 594 de un total de 442 462 venezolanos registrados en el RAMV afirmaron haber tenido la intención de establecerse en Colombia por un periodo mayor a un año? ¿Por qué se hace un decreto que contradice (sin la intención de establecerse) los resultados de un diagnóstico del RAMV, que se hizo justamente para conocer a una población que en su gran mayoría afirma tener la intención de establecerse en dicho diagnóstico? Además, ¿qué pasaría con un solicitante de refugio que se registró en el RAMV y ahora tiene acceso al PEP? El Decreto 542 de 2018 por medio del cual se crea el RAMV deja claro que 

el registro administrativo de migrantes venezolanos en territorio nacional tiene efectos informativos y no otorga ningún tipo de estatus migratorio, no constituye autorización de permanencia o regularización, no reemplaza los documentos de viaje vigentes, no genera derechos de orden civil o político, ni el acceso a planes o programas sociales u otras garantías diferentes a las dispuestas en la oferta institucional de las entidades del Estado, de conformidad con las normas legales vigentes. 

Sin embargo, el Decreto 1288 posterior permitió a los venezolanos registrados tener el PEP y poder acceder a la oferta institucional en materia de salud, educación, trabajo y atención de niños, niñas y adolescentes en los niveles nacional, departamental y municipal, mientras que el salvoconducto que se brinda a los solicitantes de refugio no les permite trabajar. ¿Un solicitante no necesita trabajar para vivir? ¿Por qué la búsqueda de protección internacional tiene que limitar el acceso a derechos, provocando desprotección? Por otro lado, ¿los migrantes que se benefician del PEP no necesitan tener un lugar o un documento que acrediten su residencia en el país, más allá de poder acceder a la oferta institucional en materia de salud, educación y trabajo, así como a otro tipo de servicios como la apertura de cuentas bancarias (Decreto 1288 del 25 de julio de 2018)? Si los beneficiarios del PEP no se consideran como personas que residen en el país, ¿por qué se les da tanta posibilidad de instalarse en Colombia? 

En fin, queda claro que el esfuerzo del RAMV permite caracterizar a la población desde una perspectiva sociodemográfica, pero crea más dudas y trabas, ya que tiene un problema inicial, que tiene que ver con el vacío conceptual-analítico que ensombrece el estatus jurídico mismo del sujeto que sufre dicho vacío. Queda igualmente evidenciada la relación entre los cuatros vacíos: el mencionado vacío político-institucional, generado por la institucionalidad colombiana con su respuesta transitoria, es a la vez efecto del vacío conceptual-analítico inicial. A saber: no se define para qué sujeto es el beneficio otorgado, vacío que a su vez genera el vacío jurídico, que no define de manera clara los derechos de dicho sujeto. Este vacío a su vez desencadena los vacíos sociales al dejar a los sujetos indefinidos conceptual y jurídicamente con grandes vulnerabilidades sociales a la hora de acceder concretamente a los servicios sociales y de buscar su integración con sus familias en el país. Por ejemplo, no se les reconoce que tienen residencia en Colombia, son sin lugar. 

El siguiente es un ejemplo de cómo los vacíos se relacionan y se complementan para generar una desprotección de los migrantes venezolanos: las contradicciones de los decretos mencionados dejan claro que los hijos de padres venezolanos nacidos en territorio colombiano están en estado o en riesgo de apatridia, ya que, al no tener residencia comprobada en Colombia (una visa de residencia y no el PEP o un salvoconducto como solicitantes de refugio), sus padres no podrán tramitar la nacionalidad colombiana para ellos. Al menos los niños de las 8209 mujeres venezolanas embarazadas, que fueron registradas en el RAMV, están en riesgo de apatridia, ante la imposibilidad para sus padres de ir a su país de origen o a un consulado venezolano en Colombia con toda la documentación exigida por el Estado venezolano para tramitar la nacionalidad venezolana para sus hijos.

Con respecto a los retornados colombianos, el Gobierno colombiano sigue desconociendo lo que estableció la Corte Constitucional colombiana en su Sentencia T-459/16,3 a saber: Cuando se trata de personas de especial protección, como es el caso de los expulsados, regresados o retornados de Venezuela, la fundamentalidad [de sus derechos] se intensifica por las condiciones mismas en que ocurrió el retorno. En este sentido, los retornados no son simplemente sujetos económicos4 a los que hay que dar beneficios económicos (convertirlos en beneficiarios) a través de programas y planes de apoyo. Son, antes que todo, ciudadanos y ciudadanas a quienes el Gobierno colombiano —a través de leyes, decretos y otros instrumentos sobre el retorno— debe facilitar el acceso a sus derechos en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general, tal como lo consagra el artículo 1.º de la Constitución Política de 1991.

Los retornados son, pues, ciudadanos colombianos que, además, son personas de especial protección, debido a las condiciones del retorno de Venezuela desde agosto de 2015. El enfoque de la respuesta de la institucionalidad a sus necesidades de protección debe ser el de permitirles acceder a sus derechos de acuerdo con el principio de la fundamentalidad, consagrados por la Constitución Política vigente. En este enfoque de protección constitucional, las rutas, programas, entidades (por ejemplo, reuniones de la Comisión Intersectorial para el retorno), procedimientos (inscripciones en el registro único de retornados) y planes específicos de apoyo (los dispositivos que acaparan el accionar institucional) son unos medios orientados a lograr el fin de lo que la Corte Constitucional llama la norma constitucional. Resulta un cuello de botella de esta imprecisión y contradicción en la definición nominal y jurídica del sujeto objeto de intervención y, por consiguiente, del enfoque o marco que debe tener la respuesta a su situación.

Vacíos político-institucionales: una respuesta transitoria a un problema estructural

La respuesta de la institucionalidad colombiana se sigue enmarcando, tal como lo ratifica el nuevo Decreto número 1288 del 25 de julio de 2018, en el artículo 140 de la Ley 1873 de 2017, que faculta al Gobierno nacional para responder en atención a la emergencia social que se viene presentando en la frontera con Venezuela. Se trata de una respuesta de emergencia social, dada desde un enfoque de gestión de desastres. Esto aparentemente trae algunos efectos positivos que permiten mitigar la situación de las poblaciones afectadas. Tal como lo dice el mismo decreto, el Gobierno nacional diseñará una política integral de atención humanitaria y asignará los recursos en la vigencia fiscal a través de la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres.

Esto significa que la respuesta de la institucionalidad sigue siendo excepcional, desde agosto de 2015 hasta hoy día. Esta respuesta ha perdurado en el tiempo y tiende a hacer ver como normal la situación de desprotección en la frontera y, por lo tanto, a no mejorar la misma respuesta. El último decreto hasta la fecha apenas plantea que el Gobierno colombiano diseñará una política integral de atención humanitaria. Entonces, cabe preguntarse: ¿qué ha hecho entre agosto de 2015 y julio de 2018, en términos de política pública integral frente a la situación de la frontera? Esto que ha hecho, ¿cómo se puede llamar? ¿Desde qué criterios (respuesta humanitaria, política pública, etc.) se puede hacer un balance o una evaluación de esta respuesta transitoria para ver qué funcionó y qué no, cómo mejorar, etc.? ¿Existen instrumentos claros para hacer monitoreo y seguimiento a esta respuesta institucional?

Esta respuesta transitoria, brindada desde un enfoque de desastres, ha ralentizado y bloqueado la posibilidad de pensar en una respuesta estructural. Ha dado lugar a una cadena ininterrumpida de instrumentos transitorios (entre decretos, circulares, resoluciones, memorandos, etc.), que se han sucedido unos a otros para prorrogar, ampliar, extender, modificar los alcances y contenidos de los anteriores. Sin embargo, nunca se llega a acatar la normatividad ordinaria (conjunto de leyes y la Ley de leyes, la Constitución Política vigente) para ajustarse al ordenamiento institucional existente.

Resulta un cuello de botella de esta desarticulación entre las decisiones ejecutivas (en torno a una respuesta transitoria que perdura), la normatividad ordinaria y el ordenamiento institucional.

Vacíos jurídicos: desarticulación entre la respuesta transitoria e instrumentos de protección y la norma constitucional

Esta respuesta de emergencia, como cualquier declaratoria de estado de emergencia y como bien lo dice la Constitución Política vigente, debe durar máximo treinta días (prorrogables en situaciones límites) y puede ser aceptada y admitida como una excepción. Pero, cuando dura más de dos años, ya no solo se crean conflictos entre las mismas normas, entidades e incluso Gobiernos (central y local), sino que también se desarticula la respuesta institucional con los instrumentos de protección jurídicos internacionales y regionales. De allí varios cuestionamientos a los que el Estado colombiano no puede responder. 

Difícilmente el Estado colombiano puede justificar por qué deja en estado y riesgo de apatridia a los niños de padres venezolanos nacidos en territorio colombiano —y además sin reconocer esta situación—, cuando uno de los grandes compromisos de todos los Estados del mundo —a través del ACNUR y su Plan de Acción Mundial 2014-2024 para acabar con la apatridia— es acabar con la apatridia, al prevenir y atacar sus causas. Por ejemplo, el Estado colombiano ha ratificado, por medio de la Ley 1588 del 19 de noviembre de 2012, la Convención sobre el Estatuto de los apátridas, adoptada en Nueva York el 28 de septiembre de 1954 y la Convención para reducir los casos de apatridia, adoptada en Nueva York el 30 de agosto de 1961. Ambas convenciones fueron aplaudidas por la Corte Constitucional que en su Sentencia C-622/135 plantea solemnemente:

La Corte encuentra que se ajusta a los postulados constitucionales relativos a la integración con otros Estados, a la soberanía nacional y a la autodeterminación, el deber del Estado de garantizar el respeto por la dignidad humana, la solidaridad de las personas que la integran, el deber de las autoridades de proteger a todas las personas residentes en Colombia, de garantizar el ejercicio de sus derechos fundamentales, así como la protección de los derechos de los extranjeros y de las normas sobre la nacionalidad, a la facultad del Presidente de la República de dirigir las relaciones internacionales, a la potestad de configuración legislativa en materia de contribuciones fiscales, a la función de aprobar o improbar los tratados que celebre el Gobierno Nacional con otros Estados y a la efectividad de los principios y derechos consagrados en la Constitución, así como con el deber de protección de la vida de todos las personas residentes en Colombia. 

Difícilmente el Gobierno colombiano puede justificar el porqué del número tan irrisorio de solicitudes de refugio que ha aprobado (33 solicitudes aprobadas de un total de 1227 recibidas, según las cifras que Migración Colombia dio a conocer a los autores, desde 2015 hasta 2017). Muchas de estas solicitudes han sido negadas bajo un pretexto insostenible (Otras formas de terminación del trámite). Esto deja en una situación de confusión a los solicitantes venezolanos, especialmente cuando la misma CIDH plantea que la migración venezolana es forzada y es evidente que las solicitudes de refugio hechas por los venezolanos caben muy bien en los criterios de definición y reconocimiento de refugiados, adoptados por la Declaración de Cartagena de 1984, que fue ratificada por Colombia e incluida en su legislación interna.

Difícilmente el Gobierno colombiano puede justificar por qué tantos ciudadanos colombianos retornados, principalmente aquellos que retornan de Venezuela en estado de mayor vulnerabilidad, no han podido acceder a sus derechos fundamentales como colombianos. Muchos de ellos siguen viviendo en la indigencia en la frontera colombo-venezolana, debido a la cacofonía administrativa y a dificultades procedimentales para iniciar las rutas de acceso a los beneficios del retorno.

Resulta un cuello de botella de esta respuesta institucional transitoria, que no ha sido orientada por y mucho menos fundamentada en los instrumentos jurídicos de protección internacionales y regionales, ratificados por el mismo Estado colombiano. Estos documentos dan directrices claras para comprender, abordar, prevenir y solucionar la apatridia, responder a la migración forzada, las solicitudes de refugio y los problemas de frontera. Así mismo, en la Constitución Política vigente, se prescriben los principales derechos fundamentales que hay que garantizar a los ciudadanos, principalmente aquellos que necesitan de solidaridad y de especial protección constitucional.

Vacíos sociales

Desde agosto de 2015, en el Norte de Santander, estamos frente a una crisis humanitaria y una situación de emergencia social o emergencia compleja, que se convierte en un riesgo para la vida y la seguridad de las personas en situación de migración forzada, en particular migrantes venezolanos, retornados colombianos y niños en riesgo de apatridia. También nos encontramos frente a una profunda y prolongada desprotección de las personas y familias, entre ellas grupos en estado de gran vulnerabilidad: mujeres embarazadas, lactantes y víctimas de violencia de género; enfermos crónicos, terminales y psiquiátricos; niños, niñas, adolescentes y jóvenes que requieren de acompañamiento humano y psicosocial en su proceso de integración escolar; adultos mayores; jóvenes que no cuentan con ninguna posibilidad para estudiar y trabajar, y comunidades indígenas binacionales que son aquejadas por el hambre, la incomprensión e injusticia de ambos Estados. Todo esto, en un complejo contexto norsantandereano de conflicto armado, que persiste y se recrudece en varios lugares del territorio, así como de una expansión del cultivo de coca, del contrabando, de la criminalidad y de la corrupción. 

Su desprotección se caracteriza por las dificultades y la casi imposibilidad de estas personas para vivir y acceder al disfrute de sus derechos humanos y dignidad, de acuerdo con los estándares de protección establecidos por el derecho internacional de los derechos humanos, los derechos fundamentales definidos por la Constitución colombiana vigente de 1991 y las exigencias humanas y éticas, basadas en los valores de compasión, hospitalidad y solidaridad, de defender los derechos y la dignidad de los emigrantes y de los refugiados, independientemente de sus estatus migratorios y de cualquier otra condición y reglas administrativas.

La respuesta institucional, en términos de regularización migratoria, salud, documentación y educación (respuesta que adolece de todos los vacíos ya identificados), ha sido transitoria, extraordinaria y desarticulada con las autoridades locales y con los estándares regionales e internacionales de protección. Debido a esto, el Norte de Santander se convierte cada vez más en un territorio donde las personas, incluso sus mismos habitantes, no pueden fácilmente acceder a derechos fundamentales y servicios básicos. Como consecuencia, esto genera en la comunidad actitudes de hostilidad, discriminación y xenofobia contra los venezolanos y todos aquellos que vienen de Venezuela, incluidos los retornados colombianos y las familias mixtas. 

La llegada de estos flujos desde Venezuela deja clara la situación histórico-estructural en la que se ha sumido la frontera. Aunado a esto, se está desenlazando en un conflicto entre los pobres (venezolanos, colombianos y colombo-venezolanos) para sobrevivir, y frente a un Estado que nunca ha dado una respuesta institucional en términos de garantizar los derechos fundamentales de su propia ciudadanía en esta región del país. Un gran error conceptual-analítico ha sido la venezolanización de la coyuntura de la frontera. Esto no ha permitido ver la situación de desprotección generalizada e histórico-estructural en el Norte de Santander, que antes llevaba a los colombianos a buscar la satisfacción de sus derechos y necesidades de protección al lado venezolano de la frontera. Situación que ahora se agudiza con la migración de venezolanos en busca de protección internacional y el retorno de colombianos en busca de protección constitucional al lado colombiano de la frontera. 

Resulta un cuello de botella de esta venezolanización de la actual coyuntura migratoria, que no permite a los habitantes de la frontera comprender las causas histórico-estructurales de dicha coyuntura para que puedan adoptar una mejor actitud e incluso aprovechar la ocasión para hacer un ejercicio de ciudadanía en pro de una frontera garante de los derechos humanos para ellos mismos y para todos aquellos que se encuentran en situación de desprotección, independientemente de su origen nacional y su estatus migratorio.

ALGUNAS RECOMENDACIONES EN CLAVE DE PROTECCIÓN

Debido a su perduración y su carácter transitorio, excepcional y extraordinario prolongado, la mejor manera de revertir y contrarrestar los efectos nocivos y contraproducentes de la respuesta institucional a la situación de desprotección en la coyuntura migratoria de la frontera es, en primer lugar, cambiar la manera de comprender la situación de origen de la migración forzada proveniente de Venezuela. La crisis en el país vecino continuará al menos en el mediano plazo y probablemente se agudizará, por lo que los migrantes venezolanos y retornados colombianos seguirán llegando al Norte de Santander. Es necesario, pues, pensar en una respuesta estructural y de Estado, que se armonice con la normatividad colombiana (en particular con las leyes y la Constitución Política vigente) y que se implemente en articulación entre los dos Gobiernos, central y local, para que tenga en cuenta el contexto situado de la frontera y la particularidad de las poblaciones y grupos específicos en situación de migración forzada (el quien). Además, el mismo contexto del Norte de Santander evidencia la necesidad de que la respuesta institucional a la migración deba articularse con los esfuerzos y las acciones en el marco del posacuerdo e incluso de la pervivencia y el recrudecimiento del conflicto armado en algunos territorios, de la paz (territorial) y del desarrollo. Un ejemplo de ello es que muchos migrantes venezolanos están llegando a zonas de conflicto (Catatumbo, Tibú) y muchos retornados colombianos que habían sido víctimas del conflicto armado no han podido volver a sus comunidades de origen, donde aún continúa el conflicto.

Esta manera de comprender la coyuntura migratoria de la frontera llevaría al Estado colombiano a entender que está enfrentando una compleja situación que lo supera y que no puede solucionar solo. Por lo anterior, requiere de la colaboración de otros actores —organismos internacionales y de cooperación, organizaciones de la sociedad civil, grupos barriales, colectivos de derechos humanos—, aunque sea para aprender de sus experiencias, de sus conocimientos y de las respuestas que vienen dando. Además, la misma comprensión de la complejidad de la coyuntura le exigiría al Estado brindar una respuesta que tenga en cuenta la especificidad del contexto, de los casos y de los perfiles de las personas, para que esta se ajuste o se amplíe a las necesidades particulares y garantías de protección. De allí se deriva un principio fundamental del enfoque de protección para el tipo de respuesta institucional que se requiere. Debe ser una respuesta atenta a las necesidades específicas y diferenciales de protección y ajustada a las vulnerabilidades particulares de ciertos grupos (colombianos, venezolanos y mixtos). Esa respuesta requerida debe anteponer la fundamentalidad de los derechos humanos y constitucionales a la aplicación de reglas, mecanismos y procedimientos de corte administrativa y reglamentaria.

También resultan de dicho principio dos acciones concretas, que recomendamos en un corto y mediano plazo, para garantizar este enfoque de protección en el diseño y la implementación de la respuesta institucional, que tienen en cuenta el último decreto publicado a la fecha por el Gobierno colombiano (Decreto número 1288 del 25 de julio de 2018):


	Seguir documentando, pero de manera sistemática, los casos emblemáticos de desprotección, donde se dan principalmente los vacíos jurídicos y político-institucionales de protección (analizados en el capítulo 3) y las necesidades de protección (analizadas en el capítulo 4), en particular con respecto a las tres categorías poblacionales objeto de estudio (migrantes venezolanos, retornados colombianos y niños en riesgo de apatridia), para solicitar una revisión constitucional de dichos casos.

	Solicitar el control de constitucionalidad para garantizar la protección de tantos casos que evidencian la desprotección por culpa de estos vacíos analizados en nuestro estudio, con el ánimo de enfrentar las consecuencias perniciosas del enfoque de emergencia de la respuesta institucional y establecer un nuevo enfoque de protección de derechos humanos y constitucionales en los mecanismos, procedimientos y canales institucionales. 



Para finalizar el texto, tal vez nuestra mayor recomendación consiste en instar al Estado colombiano a reconocer y promover acciones de solidaridad y hospitalidad con personas, familias y grupos vulnerables en situación de migración forzada, principalmente con quienes estén en condición de alta vulnerabilidad y con grandes necesidades de protección (identificadas en el capítulo 4). Esto, con el ánimo de construir una frontera garante de los derechos humanos, incluyente, abierta y gestora de procesos ciudadanos democráticos, multiculturales, transformadores y abiertos a la diferencia, la alteridad y la otredad. Es decir:


	Una frontera que convoque a pensar y crear en todo el país una ciudadanía colombiana que sea políticamente activa en la defensa de los derechos humanos de todos y todas, sin excepción ni discriminación. Una ciudadanía activa en la promoción de la convivencia pacífica y democrática, basada en la justicia social y la igualdad con el otro diferente, sea extranjero —como el venezolano— o connacional —como el retornado—. 

	Una frontera que le diga al país que debemos pensar y cuidarnos a nosotros y a los otros, ya que la dignidad humana no tiene fronteras, pues pertenece a todos los miembros de la familia humana, y que, en esta unidad e igualdad, las diferencias no deben servir para discriminar, desproteger y excluir, sino para enriquecernos. 

	Una frontera que invite a pensar y actuar políticamente, más allá de las fronteras.



En conclusión, nuestra investigación evidencia la centralidad de la frontera colombo-venezolana para ambos países y, en especial, para Colombia, que se encuentra en un particular momento de transición gubernamental y hacia la paz. El Norte de Santander es un lugar clave para pensar tanto las evidentes consecuencias de la desprotección, que se ha agudizado con la migración venezolana y el retorno colombiano, como las posibilidades de activar una ciudadanía colombiana abierta, incluyente, consciente de sus derechos y con capacidad para defenderlos y luchar por la protección de dichos derechos, no solo a favor de ellos, sino en pro de todos, sin discriminación ni excepción. Con base en estos planteamientos y hallazgos de la investigación, hemos diseñado un programa de formación en derechos humanos para aportar al empoderamiento de los distintos actores de la frontera colombo-venezolana desde esta clave. También hemos diseñado un plan de incidencia política, que se nutre de la experiencia probada en la frontera y de los casos concretos de desprotección. Desde este plan, queremos acudir a espacios nacionales (en Bogotá) y a redes regionales e internacionales de incidencia, para compartir nuestro análisis desde vacíos de protección, visibilizar las necesidades de protección y sumar esfuerzos para el cumplimiento de los retos de protección por parte de la institucionalidad colombiana.

Notas

1 Decreto 1288 de 2018 [Departamento Administrativo de la Presidencia de la República]. Por el cual se adoptan medidas para garantizar el acceso de las personas inscritas en el Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos a la oferta institucional y se dictan otras medidas sobre el retorno de colombianos. 25 de julio de 2018.



2 Decreto 1288 de 2018.



3 Corte Constitucional de Colombia. Sala Sexta de Revisión. Sentencia T-459/16, magistrado ponente: Dr. Jorge Iván Palacio Palacio. 29 de agosto de 2016.



4 Según Lopez Villamil: el principal desafío no es la articulación de la sociedad civil, sino el discurso economicista del Gobierno que solo ve al retornado como un sujeto económico (2018, 95).



5 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-622/13, magistrado ponente Mauricio González Cuervo. 10 de septiembre de 2013.
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ANEXO 

Tabla 9. Decretos sobre la migración venezolana en Colombia en 2015



	
Área


	
Documento jurídico 


	
Objeto 


	
Asuntos relevantes 


	



	
Declaración del estado de emergencia


	
Decreto 1771 del 7 de septiembre de 2015. Departamento Administrativo para la Prosperidad Social


	
Por el cual se levantan algunas restricciones legales existentes para incluir a las personas afectadas por la situación en la frontera colombo-venezolana en los registros de datos de programas sociales y se establecen criterios que permitan focalizar y priorizar el gasto público social en esa población


	
Este decreto permitió que la población deportada, repatriada, expulsada y retornada inscrita en el censo realizado por las autoridades competentes se inscribiera en el programa Más familias en acción, para que recibieran el subsidio como población damnificada durante tres (3) meses


	



	
Decreto 1772 del 7 de septiembre de 2015. Ministerio de Ralaciones Exteriores


	
Por medio del cual se establecen disposiciones excepcionales para garantizar la reunificación familiar de los nacionales colombianos deportados, expulsados o retornados como consecuencia de la declaratoria del estado de excepción efectuada en la República Bolivariana de Venezuela


	
El objetivo de este decreto era ordenar la solicitud y verificación de los documentos necesarios para solicitar permiso de permanencia, permiso especial de ingreso, para los nacionales venezolanos miembros de familias mixtas


	



	
Decreto 1743 del 31 de agosto de 2015. Ministerio de Ralaciones Exteriores


	
Por medio del cual se modifican parcialmente las disposiciones generales de las oficinas Consulares Honorarias, Pasaportes, Visas, de la Protección y Promoción de Nacionales en el exterior, del Retorno, del Fondo Especial para las Migraciones, de la Tarjeta de Registro Consular y disposiciones de Extranjería, Control y Verificación Migratoria


	
Tiene por objetivo la creación de una oficina consular, que brindará atención a los colombianos naturales y jurídicos, además será quien genere un vínculo entre estos y la Oficina Consular de carrera o la Misión Diplomática correspondiente


	



	
Resolución 1257 del 25 septiembre de 2015. UNGRD


	
Por la cual se regula el Registro Único de Damnificados por la emergencia humanitaria a causa de las deportaciones, expulsiones y retornos voluntarios desde la República Bolivariana de Venezuela a la República de Colombia


	
A partir de esta fecha se clausuró el RUD, teniendo en cuenta que a partir de este mes no se registrarán más solicitudes del RUD 


	



	
Salud 


	
Decreto 1768 del 4 de septiembre de 2015. Ministerio de Salud y Protección Social


	
Por el cual se establecen las condiciones para la afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud de los migrantes colombianos que han sido repatriados, han retornado voluntariamente al país o han sido deportados o expulsados de la República Bolivariana de Venezuela


	
Se le da prioridad para la afiliación al sistema de seguridad social en salud a la población colombiana proveniente del vecino país, afectada por el cierre de frontera y reconocida como población especial y prioritaria


	






Fuente: Elaboración propia
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Las vias Cicuta-Puerto Santander y Ciicuta-San Faustino se han convertido en
los dltimos afios en los corredores empleados por las bandas criminales para
movilizar el contrabando de combustibles, carne y mercancias varias
procedentes de Venezuela. El narcotrafico es el otro delito que se mueve por
esta franja rural y por el que estan enfrentadas a diario las bandas Los Rastrojos,
Autodefensas Gaitanistas de Colombia, Clan del Golfo y la guerrilla del Eln.
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